Unidad 1
El derecho y sus distintas acepciones
El derecho es un conjunto de normas jurídicas impuestas a los hombres que viven en una sociedad. Se relaciona con todo lo que hace función a la actividad del hombre, cualquiera sea su forma, naturaleza o aspecto.
Se relacionan con:

· Filosofía: se investigan causas que fundamentan las reglas que lo constituyen.

· La moral: deberes de si mismo del hombre.

· Sociología: registra reglas del orden social.

· Economía política: reglamentación de cuestiones económicas.

Este se divide en:

· Derecho Natural: designa el orden justo por si mismo. Posee validez y eficacia por si mismo. Es fruto de la  propia razón y conocimiento del hombre. Provenientes de la misma naturaleza del mismo.
· Derecho Positivo: normas jurídicas obligatorias que tienen vigencia en un lugar y momento dado. La validez de este derecho depende de una norma legal vigente. Sus fuentes son la Ley y la Costumbre.

Emana de una autoridad que lo promulga y ejecuta mediante el uso de medidas y sanciones. Supone la existencia de una Nación-Estado jurídica que es la autoridad social con funciones ejecutivas, legislativas y judiciales. Su carácter obligatorio se expresa en: 


+ Normas Imperativas: “de orden publico” que incurren en sanciones civiles o penales.


+ Normas Interpretativas/Supletorias: que interpretan y completan la voluntad presunta de las partes.
Podríamos hablar de 3 ideas con la que se conoce a la palabra derecho:

· Derecho subjetivo: facultad que tiene un individuo para exigir una determinada conducta. Subjetivo se refiere a lo propio de un sujeto, nos estaría marcando lo que le pertenece.

· Derecho objetivo: es el conjunto de normas vigentes, se divide en:

· Derecho publico: engloba las ramas del derecho en donde el estado tiene importancia, la palabra   publico nos estaría ubicando al hombre frente al estado.

· Derecho privado: regula la relación entre entes privados. 

· Ciencia del Derecho: estudia el conjunto de normas vigentes 
Los derechos humanos: concepto

Son los derechos que posee toda persona. Orientan la convivencia humana teniendo como punto de partida los principios de libertad e igualdad. Estos principios fundamentan 3 tipos de derechos humanos:
· Derechos Civiles: corresponden a las personas por el hecho de serlo (derecho a la propiedad, de profesar libre culto).

· Derechos Sociales: corresponden en función de las actividades que desarrolla la persona o por pertenecer a alguna categoría especial de individuos respaldados por la ley (derecho a la educación, vivienda digna, a la salud, seguridad social)
· Derechos políticos: personas que pertenecen a comunidades organizadas (derecho a elegir a sus gobernantes y a ser elegidos para ocupar cargos de funcionarios).

Estos derechos se llevan a cabo a través de las siguientes organizaciones:

· Gubernamentales: organismos internacionales que analizan los informes de los países sobre su desarrollo y su cumplimiento de los DDHH mediante la realización de informes sobre las violaciones de los mismos.

· No Gubernamentales: se centran en los derechos en general o en cuestiones concretas como la tortura o los presos por razones de conciencia.

Atributos y dignidad
Son personas todos los entes que pueden adquirir derechos y contraer obligaciones.

El derecho actual considera personas a todos los seres humanos sin excepción, cualquiera sea su color, grado de instrucción, fortuna o aspecto exterior.
Desde el momento del nacimiento la persona tiene una serie de atributos inherentes a la personalidad que hacen a la esencia de la personalidad y q la determinan en su individualidad

Comienzo de su existencia

· La Concepción: la persona visible comienza a existir desde que ha sido concebida en el vientre materno. La ley considera que la concepción se ha producido entre los 180 y 300 días anteriores al nacimiento. Desde ese momento puede adquirir derechos de herencia y donación.

· El Nacimiento: la adquisición de derechos por una persona concebida solo será definitiva si el ser nace vivo, aunque muera instantes después del parto. Si ha tenido vida, si ha lanzado un llanto o quejido o respirado el ser adquiere definitivamente los derechos que se le habían conferido. Si nace muerto, se considera que nunca ha existido y que no ha adquirido ningún derecho.

Fin de la existencia

La persona visible termina su existencia por la muerte. El derecho conoce 2 clases de muerte: 
· Muerte Natural: la muerte biológica, por cualquier causa que sea, produce la transmisión de los derechos y obligaciones que tenia la persona a sus herederos.

· Muerte presunta: es declarada por u juez después de un juicio iniciado a pedido de parte interesada, cuando la persona ha desaparecido y no tiene noticias de ella por periodos largos.

Dignidad

La Declaración de los Derechos Humanos emplea el termino dignidad como cualidad que corresponde  a los seres humanos, o hace en su preámbulo y en su Art. 1°: “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derecho”.

Esta cualidad de la naturaleza humana es la razón para reconocerle la titularidad de todos los derechos que les permita satisfacer los requerimientos de sus distintas dimensiones; moral, afectiva, intelectual y física. La dignidad pertenece a todos los seres humanos sin distinción alguna por motivos de edad, sexo, raza, color, creencias religiosas o políticas, etc. 

Caracteres

Son necesarios: no se concibe persona que puede carecer de ellos por cuanto la determinan en su individualidad.

Son innatos: el hecho del nacimiento con vida hace que adquieran su plenitud.

Son vitalicios: se extinguen con la vida de la persona que los detenta.

Son inalienables: no están en el comercio y en principio no pueden ser objeto de relación jurídica alguna.

Son imprescriptibles: no se pierden ni se adquieren con el transcurso del tiempo

Atributos de la personalidad

· Capacidad

Es la aptitud que tiene la persona para adquirir derechos y obligaciones y ejercerlos por si misma. La capacidad puede ser de dos tipos: 
· De Derecho ( Titularidad

· De Hecho ( Ejercicio

Generalmente van unidas. Es el caso de las personas que son titulares de derechos (son capaces de derecho) pero no pueden ejercerlos por si mismas (son incapaces de hecho).

· Incapacidad de Derecho: son prohibiciones para adquirir ciertos derechos o realizar ciertos actos. No hay incapacidad de derecho total o absoluta. Existen algunas incapacidades establecidas expresamente por razones morales o de orden publico.

· Incapacidad de Hecho: la ley impide a ciertas personas ejercer sus derechos por si misma, y evitar que se perjudiquen a si misma.

Existen 2 categorías de incapaces de hecho:

· Absolutos: son los que no pueden ejercer por si misma ningún derecho: las personas por nacer, los menores impúberes (hasta 14 años), los dementes y los sordomudos que no saben hacerse entender por escrito.

· Relativos: son los que pueden ejercer algún derecho y celebrar algunos actos determinados por la ley: los menores adultos (entre 14 y 21) y los condenados a más de 3 años de prisión.
· Inhabilitación: algunas personas pueden ser inhabilitadas en juicio quedando reducidas a la condición de incapaces de hecho en cuanto a la administración y disposición de sus bienes. Ellas son:  los alcohólicos o toxicómanos crónicos, los disminuidos en sus facultades mentales sin llegar a ser dementes y los que por su prodigalidad exponen a su familia a la perdida de su patrimonio

· Estado

Es la posición jurídica que una persona ocupa en la sociedad, y de la cual surgen sus derechos y obligaciones.

Una persona puede ocupar distintas posiciones jurídicas en la sociedad (mujer – hombre, mayor – menor de edad, nacional – extranjero). Cada una de esas posiciones o estados implica un conjunto de derechos y obligaciones especiales. 

· Estado Civil: El estado civil es la posición que ocupa una persona en su familia,  y de la cual surgen sus derechos y obligaciones en relación con ella.

El estado civil se determina por 2 elementos: el parentesco (padre, hijo) y el vínculo matrimonial (soltero, viudo, divorciado).
· Nombre 

Es el atributo de la persona que permite identificarla y distinguirla de las demás.

El nombre de la persona visible comprende 2 partes:

· Nombre de pila: la elección del mismo corresponde sucesivamente a los padres, tutor, ministerio de menores o encargado del registro civil. Hay algunas limitaciones para inscribir nombres: extravagantes, ridículos o contrarios a nuestras costumbres, que den lugar a equívocos en cuanto al sexo, que expresen tendencias políticas o ideológicas, extranjeros, salvo que estén castellanizados por el uso o que lo sean de padre o madre o tengan fácil pronunciación, que sean apellidos o sean mas de 3 nombres.

· Apellido: este se determina según el estado de la persona. 

· Hijo matrimonial: lleva el apellido del padre.

· Hijo extramatrimonial: lleva el apellido del progenitor que lo halla reconocido.

· Hijo adoptivo: lleva el apellido del adoptante.

· La mujer casada: puede agregar a su apellido el del marido, procedido por la preposición “de”. 

Tanto uno como el otro resultan de la partida de nacimiento y son inmutables, o sea, no pueden ser cambiados, salvo orden judicial, a pedido del interesado y por causas graves.

· Domicilio

Es el espacio geográfico donde se ubica una persona para ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones.
· Domicilios Generales: se refiere al ejercicio de la totalidad de los derechos y obligaciones de la persona.

Domicilio de origen: es el lugar del domicilio del padre en el día del nacimiento del hijo.

Domicilio real: lugar de residencia de la persona.

Domicilio legal: es el que la ley atribuye a ciertas personas para el ejercicio de sus derechos y cumplimientos de sus obligaciones, aunque allí no vivan.

· Domicilios especiales: son los que se refieren al ejercicio de ciertos derechos y obligaciones en particular.

Domicilio contractual: se designa en un contrato para todos los efectos de ese acto.

Domicilio procesal: se debe señalar en un juicio para todos los efectos de este proceso.

Domicilio comercial: es el que tienen los comerciantes a los fines de su actividad mercantil.

· Patrimonio 

Es el conjunto de los bienes y deudas de una persona.
Convenciones sobre los derechos humanos

Luego de la segunda Guerra Mundial (1939-1945)  se cometieron crímenes terribles. Los países miembros de las Naciones Unidas se propusieron detallar por primera vez los derechos y libertades que debían gozar todas las personas en el mundo. Declaración Universal de Derechos Humanos: resolución adoptada por unanimidad el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas.

El objetivo de esta declaración es promover y potenciar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Dicha declaración proclama los derechos personales, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales del hombre. Entre los derechos citados por la Declaración se encuentran el derecho a al vida, a la libertad, a la seguridad personal, etc.

La declaración fue concebida como parte primera de un proyecto de ley internacional sobre los derechos del hombre.

En 1955 la Asamblea General autorizó dos pactos de DDHH, uno relativo a los derechos civiles y políticos y el otro a los derechos económicos, sociales y culturales. Ambos pactos entraron en vigor en enero de 1966, tras una larga lucha para lograr que fueran ratificados.

Estos derechos poseen las siguientes características:

· Universales: para todos por igual.

· Inalienables: no se pueden enajenar.

· Inviolables: no se pueden violar.

· Obligatorios: deben garantizarse.

· Indivisibles: no pueden ser divididos.

La convención Americana sobre los Derechos Humanos (Pacto De San Jose de Costa Rica)

Los Estados Americanos reafirman su propósito de consolidar en este continente, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre. Reconocen que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de a que ofrece el derecho interno de los Estados americanos.

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional. Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los DDHH, solo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean culturales, tanto como de sus derechos económicos, sociales y considerando que la 3º Conferencia Interamericana Extraordinaria (Bs. As. 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas mas amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre los DDHH determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia.
Los derechos humanos y la Constitución Nacional

Los tratados, pactos y convenciones son acuerdos ere estados. A su vez son obligatorios para los estados que los ratifican, es decir, son legalmente vinculantes.
Una declaración es un documento firmado por representantes de los estados, implican por lo general obligaciones morales, es decir, que no son legalmente vinculantes a excepción de la Declaración Americana de derechos y deberes del hombre.

Artículo 75 Inciso 22

“Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás acciones y con las organizaciones internacionales y los concordados con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los derechos y deberes del Hombre; la Declaración Universal de DDHH; la Convención Americana sobre DDHH; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Derecho de Genocidio; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan articulo alguno de la 1º parte de esta constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Solo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder ejecutivo nacional, previa probación de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada cámara.
Los demás tratados y convenciones sobre los DDHH, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.”
Este inciso indica las atribuciones que posee el Congreso por las cuales puede aprobar o desechar tratados concluidos con las organizaciones internacionales, las otras naciones y los concordatos con la Santa Sede. Además se vuelve a mencionar que los tratados y concordatos poseen jerarquía superior a las leyes. 

También puede observarse la lista de Tratados de Derechos Humanos, allí se menciona que éstos poseen jerarquía constitucional, es decir, que se hallan en el mismo nivel jerárquico que la Constitución Nacional puesto que complementan los derechos y garantías que en ella se establecen.

Para que los demás tratados y convenciones sobre los DDHH puedan gozar de jerarquía constitucional, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Este tipo de tratados solo podrán ser anulados por el Poder Ejecutivo Nacional con la previa aprobación de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.
Unidad 2: El Estado y La Constitución
El Estado: concepto

Organización jurídica que se asienta en un territorio y ejerce soberanía sobre la población que en él reside.

Es la conjunción de 3 elementos: pueblo, territorio y soberanía. El Estado representa, dirige y regula la vida de la sociedad, también es la encargada de garantizar la satisfacción de sus necesidades públicas, así como facilitar y vigilar el adecuado suministro de los bienes privados y públicos.

Elementos (Población y territorio)

El Estado esta conformado por la población asentada en una porción de territorio, y el interés de unirse para funcionar de manera organizada o en soberanía.
Elementos constitutivos del Estado: 
· Población: fusión de diversos pueblos o grupos étnicos, que actúa bajo la influencia de un núcleo organizado y con cierto poder y que en conjunto ha desarrollado características propias (idioma, costumbres), que son las que le dan el sentido de unidad que da forma al Estado.
Pueblo es el conjunto de habitantes de un Estado, que tiene derechos políticos. Este esta constituido por los ciudadanos

Desde el punto de vista jurídico: la población revelase como un conjunto de elementos subordinados a la actividad del Estado; en cuanto a sujetos, los individuos que la forman aparecen como miembros de la comunidad politica, en un plano de coordinación.

El conjunto de derechos que el individuo puede hacer valer frente al Estado constituye lo que en la terminología jurídica recibe la denominación de status personal. Las facultades que lo integran son de 3 clases: 

· Derechos de libertad

· Derechos que se traducen en la facultad de pedir la intervención del Estado a favor de intereses                individuales 

· Derechos políticos 

· Territorio: es la base física o geográfica sobre la cual se asienta el Estado. Constituye uno de los elementos indispensables, ya que no se podría concebir la existencia de un Estado sin territorio. Es el escenario sobre el cual se desarrolla su actividad jurídico-política. En la ciencia política, se lo vinculo con el ejercicio del poder, por eso debe ser interpretado como una relación jurídica.

El territorio comprende además del espacio terrestre, el marítimo y el aéreo:

· Espacio Terrestre: comprende el suelo, subsuelo, lecho de mar y el subsuelo del mar territorial. El suelo constituye el territorio firme del Estado, encerrado dentro de sus límites o fronteras. El subsuelo abarca, del sueño hacia el centro de la tierra. Además el espacio terrestre comprende a islas y aguas nacionales o internas.
· Espacio Marítimo: es la prolongación del espacio terrestre hacia el mar. Comprende el Mar Territorial y mas Patrimonial. El Mar Territorial es la extensión de la soberanía de un Estado a una franja de mar adyacente a sus costas, incluyendo el lecho y subsuelo marino. Abarca una zona comprendida entre la costa y las 12 millas marinas. La Zona Contigua es una zona donde el Estado ejerce jurisdicción y se extiende hasta las 24 millas marinas. El Mar Patrimonial es una Zona Económica Exclusiva de 200 millas marinas, donde los Estados ribereños o costaneros tienen la facultad de explotar sus riquezas.
· Espacio Aéreo: es aquél que se encuentra sobre el espacio terrestre y mar territorial

Poder: el poder del Estado es un poder sobre hombres, un mando de uno o pocos individuos sobre muchos individuos,  que distingue al grupo gobernante de la comunidad gobernada, en la irreductible realidad dicotómica del mando y la obediencia. 

Formas de Estado y de Gobierno: concepto y clases

Formas de Estado: nos referimos a las formas de organización, distribución y orden que este puede adoptar. Mediante ellas se estudia como es ejercido el poder teniendo en cuenta los principios como centralización y descentralización.  El Estado designa al conjunto de personas e instituciones que forman la sociedad jurídicamente organizada sobre un territorio determinado. El poder del Estado puede organizarse con respecto al territorio y la población, que dará lugar a diferentes relaciones que se toman como formas de Estado. 
Relación poder-territorio:

· Estado Unitario: solo existe un centro de poder y autoridad que abarca toda la geografía del país. Si bien puede existir divisiones estas no son autónomas y son únicamente administrativas, burocráticas, sin poder alguno. Son también llamadas centralización política (Uruguay, Chile, Francia).

· Estado Confederal: denominados Confederación a un pacto o tratado entre los estados independientes con el fin de defender sus intereses para con el exterior y poder mantener el orden dentro de su territorio. El Estado Confederal implica descentralización política. Cada uno posee la soberanía de su geografía, pudiendo ejercer nulificación (declarar nula una disposición que haya sido dictada por un órgano común) o secesión (derecho que se reservan los estados por el hecho de ser soberanos de retirarse libremente de la Confederación de Estados).
· Estado Federal: reside en una capital federal. Responde al poder descentralizado sobre la política y el territorio con autonomías provinciales. Existe una Constitución bajo la cual se unen varios Estados miembros (provincias) que no posee la soberanía de sus tierras pero que funcionan de forma autónoma. Estas no tienen derecho a la nulificación ni secesión (Argentina, México, Alemania).
· Estado Centralizado: el podes de decisión y de mando quedan reservados para la Autoridad Central. Los órganos inferiores realizan simplemente actos materiales necesarios para auxiliar a la Autoridad Central. La fuerza pública queda únicamente a la disposición del Poder Supremo. La Centralización es un sistema que retiene el ejercicio de la potestad pública en sus 2 aspectos; gobierno y administración. Las funciones del poder nunca son cedidas a otras autoridades.
· Estado Descentralizado: Estado dividido en órganos públicos. La suprema autoridad central se reserva un derecho de control sobre la estructura y funcionamiento de los órganos descentralizados, hay autoridades secundarias que realizan actos de gobierno y administración, judiciales y legislativos. Los órganos descentralizados colaboran con la autoridad central y participan del poder político. 

Relación poder-población (con los hombres):

· Totalitarismo: no reconoce las libertades y derechos que posee cada ciudadano.

· Autoritarismo: no respeta la libertad, los derechos el hombre, y tampoco garantiza el ejercicio de los mismos. La titularidad y ejercicio del poder recaen en una o pocas personas, quienes lo utilizan a voluntad, o bien conforme a normas que ellas mismas han elaborado. 

· Democracia: respeta la dignidad humana y de las instituciones, reconociendo sus libertades y sus derechos, en las decisiones de importancia que afectan al Estado, interviene la mayoría de los ciudadanos. El pueblo es titular del poder o capacidad de mando y sus modalidades. 

Formas de gobierno: el gobierno es un elemento del Estado. El cual es un conjunto de funcionarios públicos, encargados de regir y administrar un estado o nación. También, es un conjunto de órganos, encargados de aplicar la política del Estado. 

Las formas de gobierno tienen relación con la modalidad adoptada por los órganos directivos que formulan, expresan y realizan la voluntad del Estado. 

· Forma Representativa: el pueblo gobierna a través de sus representantes.

· Forma Republicana: es aquella en la cual los gobernantes tienen un ejercicio del poder limitado legal y temporalmente. 

Nuestro sistema adopta la forma representativa y republicana. Sus rasgos principales son:

· División de poderes

· Elección popular de gobernantes

· Renovación periódica de los gobernantes

· Publicidad de los actos de gobierno

· Responsabilidad de los gobernantes

· Igualdad ante la ley

· Forma Federal: se encuentra descentralizada en órganos. Todo gobierno posee un poder para hacer las leyes, es el poder legislativo. Un órgano para exigir su cumplimiento, es el poder ejecutivo, y otro para interpretarlas y decidir sobre su aplicación, el poder judicial. 

Se encuentra institucionalizado en: 

· Poder Ejecutivo: representado por el presidente, Vicepresidente, Jefe de Gabinete de Ministros. Es el encargado de actuar, de hacer cumplir las leyes y de ejecutar los fallos de los tribunales. Es administrador y al mismo tiempo responsable, de los intereses del Estado, tanto nacional como internacional.

· Poder Legislativo: el Congreso de la Nación (cada autonomía envía a sus representantes y autoridades, como senadores).

· Poder Judicial: la Corte Suprema de Justicia y tribunales inferiores. 

Clases de gobierno: 
· Presidencialismo: el jefe de Estado y de Gobierno son la misma persona, el presidente, cuya funcion y duracion en el cargo esta limitada.

· Parlamentarismo: se caracteriza por que hay un Jefe de Estado y un Jefe de Gobierno, es decir hay doble jefatura.

· Clases Puras de Gobierno: los poseedores del poder, gobiernan para el interés general, para el bien de todos. 

· Monarquía: una persona tiene la soberanía y la ejerce. Su responsabilidad política es vitalicia y hereditaria. 

· Monarquía Absoluta: si el soberano ejerce el poder en forma exclusiva. Sistema de Gobierno en el cual los poderes del Estado, se encuentran en manos de un solo elemento ejecutor que, frecuentemente consiste en un solo individuo
· Monarquía Constitucional: si otros órganos de gobierno, participan y colaboran con el Monarca; atendiendo lo dispuesto en una ley máxima. En las Monarquías Constitucionales, el rey es solo jefe de Estado, el Primer Ministro esta encargado del Gobierno. 

· Aristocracia: la soberanía reside en un sector o clase y es ejercida solo por ellos. Atiende al interés del grupo y no social. 

· Democracia: la soberanía reside en el pueblo y es ejercida por éste, a través de representantes, para lo cual se requiere pluralidad política en un gobierno organizado que permita el ejercicio de la libertad. 

Es importante la presencia de la “oposición”, ya que le corresponde vigilar la integridad de las libertades públicas, la honradez de los actos de su gobierno y el acierto administrativo, formulará críticas y controlará la gestión. La Democracia puede dividirse en:

· Directa (clásica o pura): es aquella en que la ciudadanía tiene a su cargo el ejercicio de todas las funciones de gobierno, inclusive las funciones jurisdiccionales, no hay intermediarios entre la voluntad popular y los actos del gobierno. 
· Indirecta (representativa): el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por la Constitución. Las autoridades elegidas son prestatarias de un poder que no les pertenece y que solo pueden ejercer por el periodo de duración preestablecido para sus cargos, hasta que vuelvan a la vida civil, momento en el que recuperan la titularidad de una cuota parte del poder, que comparten con el resto de la ciudadanía. 

· Clases Impuras de Gobierno: es el caso en que los gobernantes no obedecen las leyes ni atienden el interés colectivo. El Estado atiende al poder particular, y no tiene en cuenta el bienestar común. 

· Tiranía: parecida a la Monarquía, en cuanto que el poder lo ejerce una sola persona, pero el tirano no atiende al interés general, si no a su interés personal. 

· Oligarquía: regeneramiento de la Aristocracia. Atiende el interés de un grupo y no el interés general. Es el gobierno de un grupo pequeño.

· Demagogia: regeneramiento de la democracia. Tutela solo en interés de un núcleo de la población (los que están en el poder). Parece democracia; es el gobierno de la multitud, pero sin orden, sin justicia, sin ley.

La confederación
Confederación Argentina, denominación de derecho que recibió Argentina desde 1853 hasta 1862, aún cuando dicho territorio se comportó de hecho como si de una confederación se tratara desde 1835.

La preocupación por la organización de las Provincias Unidas del Río de la Plata se remonta a la denominada Carta de Hacienda, en ella, Rosas explicaba la necesidad de esperar a que estuvieran dadas las condiciones para que el país pudiera organizarse y constituirse bajo el régimen federal de gobierno. La carta, no llego a destino por que a Facundo Quiroga (el cual la llevaba) lo asesinaron (1835). La muerte de Quiroga señaló la postergación de esa organización, y desde ese momento, el país vivió una Confederación de hecho, con espíritu federal, desplazando a los unitarios de la escena política, sobre todo a partir del 2º gobierno de Rosas (comenzó en 1835 por 17 años). La actitud conservadora del gobierno fue desarrollando una unidad nacional y creando un gobierno nacional en la práctica. Cuando el gobierno de Rosas se volvió inefectivo y sufrió la oposición del interior y del litoral, el general Justo José de Urquiza lo venció en la batalla de Caseros (1852), con la ayuda de los unitarios, liberales y federales. Con el propósito de iniciar la reorganización nacional, Urquiza reunió a los gobernadores de Bs. As., para firmar el llamado Protocolo de Palermo, que le confería el desempeño de las Relaciones Exteriores, con el objeto de ponerse de acuerdo sobre los intereses generales de la nación. El 31/05/1852, se celebro el Pacto de San Nicolás de los Arroyos. Constaba de 14 artículos y consideraba que había llegado el momento de arreglar la administración general por medio de un Congreso General Federativo. 
La Legislatura de la Pcia. De Bs. As. Discutió y rechazó el acuerdo, enfrentándose así Bs. As. A la Confederación (el resto del país). Meses después, se reunieron en santa Fe los delegados de las pcias., sancionando la Constitución Nacional, un Congreso y un Poder Ejecutivo con sede en la ciudad de Paraná; y otro, el estado de Bs. As., que si bien pertenecía a la República Argentina, era autónomo con respecto a la Confederación. Ambas entidades competían y se atacaban militarmente, y se diferenciaban desde el punto de vista cultural, económico y social. La unificación fue posible en forma violenta, después de 2 batallas: la de Cepeda (23/10/1859), afirmando el triunfo de la Confederación sobre Bs. As, y la batalla de Pavón (17/09/1861), que coronó el triunfo de Bs. As.  En 1862, se realizan las elecciones, y Bartolomé Mitre asumió la presidencia de la república. 
Bs. As. Ya estaba reincorporada al país y era su capital provisoria según la ley dictada por la Legislatura. Por primera vez desde 1820 existía un gobierno nacional, y se daba fin a la Confederación. 

Personalidad jurídica del Estado

Todo ser humano goza de personalidad jurídica, es decir, puede ser titular de derechos y obligaciones.

· Nacimiento: sólo se reputará nacido el feto que tuviere figura humana y viviere 24 horas enteramente desprendido del seno materno. 

· Extinción: la personalidad se extingue con la muerte. 

· Derechos de la Personalidad: serie de derechos inherentes a todo ser humano y que, por eso mismo, se encuentran fuera del tráfico jurídico, como son las libertades públicas (derecho a la vida, al honor personal y familiar) generalmente reconocidas en las constituciones.

El único de estos derechos que entra en el campo de estudio del Derecho internacional privado es el derecho al nombre. 

· Estado Civil: es la cualidad jurídica de a persona por si especial situación en la organización jurídica, y que caracteriza su capacidad de obrar y el ámbito propio de su poder y responsabilidad.  Cubre los aspectos siguientes: 
+ Nacionalidad

+ La filiación y el matrimonio

+ Las situaciones de dependencia o independencias jurídicas
Es una atribución constitucional, es decir q es la constitución la q le otorga al Estado sus características esenciales y lo dota de facultades para darse a si mismo una forma de gobierno y atribuciones especificas.
Poder de Policía  (Noción amplia y restringida)

Facultad que tiene el Estado de restringir o limitar derechos individuales en función de/para: bienestar general, bien común (para cumplir el fin del Estado).

Es la función de gobierno (no es una función administrativa, si no una función del legislador) por la cual opera el principio de limitación (el poder de policía es una facultad derivada de la Constitución), de forma tal que los derechos de los particulares se restringen a favor del interés público (esta no puede exceder el límite de razonabilidad y esta sujeta al respectivo controlador judicial).
Fundamentación: la policía no tiene como fin cesar la causa sino los efectos perturbadores del orden público; condiciona el ejercicio del derecho sin alterar su esencia; y es un medio de asegurar el ejercicio del derecho, para evitar que él sea restringido por causas ajenas al mismo derecho. 
Caracteres del poder de policía: es una función de: 

+ De gobierno: la limitación de los derechos individuales no puede ser llevada a cabo por la administración, está solo cumple lo dispuesto por la ley.

+ No sancionatoria ni nulificante: por medio de ella se impiden o se remueven los efectos de la violación a los derechos, pero no se aplican sanciones ni se decretan nulidades. En tal sentido la corte ha dicho que la restricción o prohibición de un derecho no importa la aplicación de una pena. 
+ Sujeta al control judicial de razonabilidad: los fines de interés público deben surgir de la Constitución, y los medios previstos en la ley e instrumentados para la administración pública, deben adecuarse a ella.

El control de razonabilidad se lleva a cabo cuando las restricciones no tienen relación con sus fines aparentes. 

+ Condicional o incondicional: porque o bien depende de un determinado comportamiento que se quiere suprimir, o bien substituye la negligencia o impotencia de los particulares: donde funciona el derecho como imperativo incondicionado y no como juicio hipotético. 

+ Que se traduce en prohibiciones o impedimentos o en obligaciones: pero nuca dicha prohibiciones u obligaciones pueden ser dispuestas por así resultar de un contrato; en todo casi deben resultar de una necesidad de orden público. 

+ Que pueda ser reglada o no reglada: se tratará de una facultad discrecional.
+ Indelegable e irrenunciable: el Estado no puede delegar en entes privados el poder de policía. .

+ Local: l poder de policía lo ejerce la Nación y las provincias en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. Las provincias tienen este poder como facultad delegada; la Nación lo ejerce para proteger en orden nacional, objetivos de bienestar general cuando le ha sido conferido expresamente por la CN, o es consecuencia necesaria de una atribución constitucional. 

Criterio Restringido: aparece vinculado centralmente con la protección del orden público, y dentro de él, en especial con el cuidado de la salubridad, la moralidad y la seguridad pública. 

Criterio amplio: es aquel que comprende todas las reglamentaciones o limitaciones razonables establecidas con el propósito de lograr el bienestar general. 
Concepto de policía administrativa

Se caracteriza por ser una actividad administrativa de limitación, por medio de la cual se controla el ejercicio de los derechos individuales de propiedad y libertad, a los efectos de adecuarlos a las exigencias de interés público. 
Es la herramienta ejecutiva, de las resoluciones de la administración que tiene como encomendado el correcto cumplimiento del orden jurídico, denunciando en cada caso su incumplimiento.

De esto surgen 4 elementos: 

· Es actividad administrativa: por que policía implica una actuación singular, concreta y operativa de la administración, es decir es una técnica de administración. 

· Tal actividad administrativa debe ser de limitación: significa que la iniciativa individual recibe un cercamiento cuya medida esta en relación con la intensidad de la técnica utilizada. 

· Subordinar a control los derechos individuales de propiedad y libertad: los objetos sobre los que recae la policía son: 

+ Los derechos de propiedad: por que tal derecho no puede ser utilizado contrariamente a los derechos de la comunidad. 

+ Los derechos de libertad: el cual no puede ser absoluto. Pero la intervención administrativa sobre estos derechos debe ser concreta, singular y transitoria. Esta técnica tiene por fin insertar en el ejercicio del derecho individual, un acto administrativo. 

· La intervención administrativa es a los efectos de adecuar los actos particulares a las exigencias del interés general: la intervención de la Administración controlando los derechos individuales de libertad y propiedad, se realizará siempre a los efectos de adecuar el ejercicio de los mismos a las exigencias del interés general. Esto implica que ya no se pondrá en marcha la policía cuando solamente haya una amenaza de perturbación del orden público, sino también toda vez que sea necesario acomodar al interés público las conductas privadas.  

Constitución: concepto

Ley fundamental que determina la forma de organizar Estado. La compone un tipo de reglas que conforman el armazón jurídico del Estado. Se suele también denominar “Carta Magna”, porque en ella se consignan los principios que regulan las relaciones de los individuos con los poderes públicos.  Por medio de la Constitución se estructura jurídicamente el Estado, se crean órganos de gobierno, y se establecen los derechos y obligaciones de cada uno de ellos, y se establecen los derechos, deberes y garantías de las personas que componen es Estado. 
Tipos y clases de Constitución

Tipos de Constitución 

· Racional –Normativo: la constitución es un conjunto de normas emanadas de la razón. Se da en un momento y para siempre.

· Histórico-Tradicional: con fuertes matices historicistas y conservadores. Considera que la constitución es una estructura, producto de una lenta evolución histórica de innumerables situaciones concretas y puntuales que resisten a reducirse a la unidad. 

· Sociológico: se vincula con él “ser” de la sociedad. Se preocupa por la infraestructura social, por la positividad de las conductas y el efectivo cumplimiento de las normas. Reclama la vigencia de las instituciones. Desdeña su aspecto jurídico-formal. 
Clases de Constitución
1. Formal: es un conjunto de normas escritas.

2. Real o Material: equivale un orden de conductas que en clave sociológica organizan al Estado, están incluidas o no en el texto y que tienen vigencia. Responde a los tipos histórico y sociológico.

3. Escrita: son aquellos formulados en un texto específico que condiciona su validez y vigencia con el carácter para impedir el proceso de discontinuidad gestado por hechos políticos. 

4. No Escrita: son aquellas cuyos contenidos resultan de la costumbre y de los actos de poder. Es posible que sus disposiciones en algún momento sean volcadas en un texto escrito, pero su calidad de norma constitucional no dependerá de esa formalidad. 

5. Codificada: es una especie de constitución escrita cuyos contenidos están sistematizados y consignados de una manera orgánica en un documento único. Sus formas son generales y flexibles.

6. Dispersas: son aquellas cuyos contenidos aparecen expuestos en una pluralidad de documentos jurídicos y costumbres, carentes de organizacionalidad. 
7. Reformables: admite posibilidad de ser reformadas mediante diferentes mecanismos. 

8. Flexibles: son aquellas donde no aparece la distinción entre el poder constituyente y los poderes constituidos, la reforma de estas se realiza por el órgano legislativo ordinario.

9. Rígidas: son aquellas en las cuales esta expresada la distinción entre el morder constituyente y los poderes constituidos (difícil de modificar).
10. Irreformables o Petreas: son aquellas cuyas disposiciones no puede ser reformadas jurídicamente.

11. Absolutas: la reforma de sus contenidos constitucionales esta prohibida y alterar el compromiso político que le otorga legalidad y legitimidad.

12. Relativas: son aquellas que prohíben su modificación total o parcial durante un lapso determinado.

13. Normativa: implica que el derecho es capaz de regular la vida social, que el documento es cumplido y respetado en la práctica. 

14. Nominal: se distingue de ser cumplida fielmente en la práctica y en propia de aquellos sistemas políticos en transición entre la democracia y el autoritarismo.
15. Semántica: son aquellas cuya estructura y finalidad responden a una visión transpersonalista, en la cual la libertad y dignidad del hombre son medios para alcanzar objetivos considerados trascendentes, y que incrementan el poder. 

Las Constituciones de 1819 y 1826 y la Constitución de 1853

La Constitución de 1819

El congreso que se había trasladado a Bs. As. Comenzó los pasos para dictar una Constitución definitiva. 

Todo sistema de la Constitución de 1819 giro alrededor del poder Legislativo, que además de sus funciones propias, era el encargado de designar al Director de Estado, y tenía competencia, con la mayoría calificada, para reformar la Constitución. Para la organización de este poder adopto la forma bicameral, con una Cámara de Representantes y otra de Senadores. Formaban parte de esta Sala, además de los Senadores de Provincia, 3 Senadores Militares, un Obispo y 3 Eclesiásticos, un senador por cada Universidad y el director de Estado saliente. 
El Poder Judicial desempeñado por una Alta Cámara compuesta por 7 jueces y 2 fiscales designados por el acuerdo entre el Director y el Senador.

Respecto a los gobernadores de las provincias, el artículo 85, habilita al Director para nombrarlos directamente. 

Los derechos y garantías enumerados en la parte dogmática son semejantes a las que se conocen en la Constitución vigente. Se incorporaron, disposiciones que reglaban el instituto de la expropiación y establecían sus requisitos. Se tomo como antecedente las constituciones francesas de 1791, 1793 y 1795, y a española de 1812: ambas monárquicas. Las provincias rechazaron esta constitución por su forma autoritaria, por no respetar las autonomías provinciales.  

La Constitución de 1826
Fue redactada teniendo a la vista la Constitución de 1819, consta de 10 secciones:
· Sección 1º: desecha las preocupaciones monárquicas y reconoce a la religión católica como religión del Estado.

· Sección 2º: trata de la ciudadanía, introduce reformas de importancia con respecto a las disposiciones dictadas anteriormente. 

· Sección 3º: s refiere a la forma de Gobierno: “La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa, republicana, consolidada en unidad de régimen”. 

· Sección 4º: establece un Poder Legislativo bicamarista: los Representantes, elegidos directamente por el pueblo, a simple pluralidad de sufragios, y los Senadores, 2 por provincia, nombrados por las Juntas Electorales, elegidos directamente por el pueblo. 

· Sección 5º: el Poder Ejecutivo es desempeñado por el Presidente de la República Argentina: dura 5 años en el cargo y es elegido indirectamente como los Senadores. 5 ministros forman el Consejo de Gobierno.
· Sección 6º: el Poder Judicial es ejercido por una Corte Suprema de Justicia Nacional, tribunales de justicia o de apelación.
· Sección 7º: ordena el régimen provincial. El Ejecutivo de las provincias es ejercido por gobernadores bajo la inmediata dependencia del Presidente de la República.

Con esta innovación desaparecía por completo la autonomía de las provincias.

· Sección 8º: enumera los derechos civiles.

· Sección 9º: establece los requisitos de la reforma de la Constitución reservada al Congreso.

· Sección 10º: trata de la aceptación de la Constitución por las provincias.

La decisión de las 2/3 partes de las provincias la hacían obligatorias.

Esta Constitución fue rechazada por las provincias y no pudo entrar a regir, dado que las provincias reafirmaron una vez más la defensa de sus autonomías. 

La Constitución de 1853
En 1852 la asamblea creo una Comisión de Negocios Constitucionales la cual estaba encargada de redactar el proyecto de Constitución, el mismo fue obra de Gorostiaga y puesto en discusión ante los congresales, los cuales aprobaron la mayoría de los artículos aunque en algunos introdujeron ciertas modificaciones.
La constitución fue aprobada el 01/05/1853., promulgada el 25/05/1853 y jurada el 09/07. 

El contenido esta compuesto por un preámbulo y 107 artículos divididos en 2 partes.
Los pactos preeexistentes 

El rechazo de la Constitución Unitaria de 1826 sirvió para poner de relieve el espíritu democrático que alentaba el país. 

Las provincias se oponían a las pretensiones hegemónicas de Buenos Aires.

Las provincias no aceptaban la perdida de sus autonomías, y el derecho que tenían de elegir a las autoridades que debían gobernarlas. Los caudillos encarnaban el sentimiento popular e interpretaban los ideales de sus provincias. 

Con el rechazo de la Constitución de 1826, se esfumo la concreción de un Régimen Nacional, se continuo en el federalismo de hecho y las provincias se mantuvieron vinculadas mediante pactos o tratados; los mismos mantuvieron la aspiración de concretar una organización federal, promover la realización de una convención constituyente, cuando la paz y la tranquilidad de los pueblos lo permitiera y reafirmar la misma nacionalidad Argentina.

· Pacto de Pilar: fue un acuerdo tripartito entre las provincias argentinas de Buenos Aires, Entre Ríos y Santa Fe el 23/02/1820, en la localidad de Pilar.
El gobernador provisorio de Buenos Aires (Sarratea), se traslado al campamento federal, para concretar la paz con los caudillos Estanislao López y Francisco Ramírez, representantes de la Provincia de santa fe y Entre ríos.

El tratado constaba de 12 artículos, según los cuales los contratantes proclamaban el sistema federal y se comprometían a enviar dentro de los posteriores 70 días, diputados a un congreso que se reuniría en el convento de San Lorenzo, en Santa Fe, al que serían invitadas las demás provincias para organizar la nación. Se establecería la libre navegación de los ríos, y se comprometía la ayuda de Buenos Aires al Litoral, a causa de la situación creada por la invasión de los portugueses a la Banda Oriental.  También se dispuso que aquellos individuos que por diferencia de opiniones se habían pasado a Buenos Aires, pudieran volver a sus provincias. Sería libre el comercio de armas y municiones de guerra en las provincias federales.

El Pacto lo que provocó fue una reacción generalizada entre los grupos de la elite porteña, debido a que se sentían enfrentados ante el avance de los caudillos del Litoral.

· Tratado del Cuadrilátero: los descontentos con el gobierno, desencadenaron nuevos enfrentamientos entre las provincias firmantes del tratado. 

Este tratado anulo lo dispuesto en el tratado de Pilar referente al Congreso de San Lorenzo.

La muerte de Ramírez permitió el acercamiento político de las providencias del Litoral con Buenos Aires, cuyo gobierno se inclino a establecer la paz y la unión con las primeras. 
La conclusión de este proceso fue la firma del tratado del cuadrilátero (25/01/1822), entre las provincias de Buenos Aires, Santa Fe, Entre Ríos y Corrientes, en la ciudad de Santa Fe.

El objetivo principal fue consolidar la paz, la amnistía y la armonía entre las provincias componentes, acordando: 


+ Paz firme, verdadera amistad y unión permanente entre las provincias componentes del tratado.


+ Garantizar la integridad del territorio nacional anta la invasión de potencias extranjeras.


+ Fijar en forma provisoria los límites de Entre Ríos y Corrientes.


+ Enjuiciar a cualquiera de las provincias firmantes en caso de haber dado merito para ser invadida y prestar la colaboración necesaria acorde según lo determinado por el resto de las provincias. 

+ Asegurar la libre navegación de los ríos y el comercio interprovincial. 

· Pacto Federal de 1831: fue suscripto, en un principio por las provincias de Bs. As., Santa Fe y Entre ríos; luego en 1840, lo hicieron las restantes.

En cuanto a la defensa, establece una alianza ofensiva-defensiva, y obliga a las provincias a no celebrar tratados sin avenimiento de las demás provincias.
En cuanto al comercio, se convenía una zona libre de tránsito, suprimiendo las aduanas internas y los derechos diferenciales. 

Los habitantes de las provincias podían ejercer la industria en cualquier provincia con libertad, justicia y protección y, además, las provincias debían conceder iguales derechos, gravamen, privilegios y exención a sus habitantes y a los pertenecientes a las otras provincias.

· Acuerdo de San Nicolás: el acuerdo fue celebrado por Urquiza y 11 representantes de las provincias (20/05/1852), en la ciudad de San Nicolás, el mismo consta de 19 artículos y una adicional.

La tarea fundamental del acuerdo era la de convocar a un Congreso Constituyente para sancionar una Constitución política Federal. En cuanto al congreso, los representantes se elegirían según las leyes locales y serían 2 los representantes de cada provincia. Una de las tareas del director de la Confederación era la de crear un gobierno provisional. 

Este acuerdo pone en ejercicio el Pacto Federal; los gobernadores deben promover la paz y la armonía a su provincia, y nombra a Urquiza como Director Provisional de la confederación.

El acuerdo no fue aceptado por las provincias de Buenos Aires por que establecía que para sufragar los gatos nacionales las provincias concurrían con el producto de sus aduanas y, la igualdad de representación de las provincias del Congreso. Esta provincia se separo de la confederación y en 1854 dicto la Constitución del Estado de Buenos Aires. 
· Pacto de San José de Flores: luego de la batalla de Cepeda, se consigue que los gobiernos Unitarios y Federales designen a sus representantes para formar un convenio de paz entre ambos bandos.

El General Urquiza quería someter a Buenos Aires por la fuerza para poder destituir a Alsina, al acceder Urquiza a Buenos Aires se encontró que Alsina había renunciado a su cargo y que este estaba siendo ocupado por Felipe Lavallol. Una vez salvados estos inconvenientes el 10/11/1859 se firma el Pacto de San José de Flores.

En el mismo se citaba, la integración de Buenos Aires a la Confederación Argentina y la aceptación y jura de la constitución Nacional.

· Pacto de Olivos y la Rosada: fue firmado por los Doctores Raúl Alfonsín y Carlos Menem, ambos presentaron al pueblo Argentino un proyecto de reforma Constitucional.
Algunos de los temas aquí tratados son: la reducción de mandato a 4 años, con reelección inmediata, la elección directa o por doble vuelta del Presidente y del Vice.

Para complementar este pacto, en 1993 fue firmado el Pacto de la Rosada, que sirvió de base para el proyecto de ley que declaraba la necesidad de reforma.

Fuentes de la Constitución Nacional

La Constitución de 1853 no es producto de la casualidad, se tuvieron en cuenta la Constitución de 1819 y 1826, y demás constituciones extranjeras.
Las Constituciones de 1819 y 1826,  dieron origen a la estructura actual de los Poderes Legislativo y Judicial, además se tomaron decretos de la Asamblea del año XIII, plasmándose en declaraciones, derechos y garantías de Nuestra Ley Fundamental.

Son fuentes también, los pactos interprovinciales o confederacionales, en ellos están dados los principios fundamentales del Federalismo y de República, la Constitución de los Estados Unidos de América.

Unidad 3: el Estado Argentino. Función Pública
El preámbulo y su contenido

El preámbulo se basa en: 

+ Constituir la unión nacional: al independizarse de España, el antiguo Virreinato del Rió de la Plata había nacido a la vida como Estado soberano miembro de la comunidad internacional. Pese a ello, a partir de 1820, las provincias argentinas no integraban un Estado Nacional.

+ Afianzar la justicia: consolidar la vigencia del valor justicia en las relaciones entre los gobernantes y los gobernadores y de éstos entre sí, ya que la vigencia de este valor es condición necesaria de la vida social. 

+ Consolidar la paz interior: se pretende garantizar la paz para no caer en luchas absurdas. 

+ Promover a la defensa común: preservar la identidad política y de la seguridad del pueblo, frente a eventuales agresiones extranjeras.

+ Promover el bien general: obtención del bien común.

+ Asegurar los beneficios de la libertad: reconocimiento de que toda la ingeniería constitucional tiene como objetivo proteger el espacio de la libertad frente al poder.  

+ Para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino: marca los beneficios para los argentinos, también invita a los hombres del mundo a que integren nuestra República.

+ Invocando la protección de Dios: se le implora protección para que guíe a la Nación hacia un destino de grandeza.

+ Ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Nación Argentina: manifestación de voluntad concreta que adopta el Soberano Congreso, sancionando el texto normativo.

El preámbulo tiene 2 objetivos:

1- Apunta a explicar el fundamento de legitimidad del nuevo orden constitucional que sanciona.

2- Según Alberdi: Establece los fines a que apunta la Constitución. 

La reforma constitucional y sus limitaciones materiales y formales

La reforma constitucional

Art30:” La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto.” 

La Constitución Nacional, además de un instrumento para garantizar la libertad individual, es un pacto de convivencia de los diversos sectores que integran la sociedad. Contiene las reglas de juego básicas, por las cuales se hace posible la convivencia civilizada. Cualquier modificación de ellas debe obtener el consenso, al menos mayoritario, de los diversos sectores de la sociedad. Las constituciones prevén el procedimiento para su reforma.  Con relación a ésta, casi todas las constituciones contemporáneas establecen un procedimiento especial, conforme con el concepto de rigidez de las normas constitucionales. 

Cuando la Constitución real no es correspondiente con la constitución narrativa, una de las formas de solucionar este desajuste es recurrir a la reforma de la constitución.

El poder constituyente es el que se ejerce para modificar la constitución normativa vigente.

Limitaciones materiales y formales

La reforma es efectuada por una Convención Reformadora. El artículo 30 dice: la Constitución puede reformase en todo en alguna de sus partes, debe ser declarada en el Congreso con el voto de dos de las terceras partes.

La reforma constitucional es una modificación formal y material de la Constitución. Formal, por que sigue con el procedimiento y cumple los requisitos que la propia Constitución exige, y Material, por que cambia el texto.

Poder reformador de la Constitución Argentina

El poder reformador ofrece las características de los poderes constituidos. Su potestad es parcial y reglamentada. Esta reglamentada la competencia y el procedimiento para su reforma e incluso puede fijar límites a su posible contenido o prohibir absolutamente su reforma durante cierto tiempo. La rigidez consiste ordinariamente en la fijación de un procedimiento especial.

Hay limitaciones mas drásticas: cuando se prohíbe toda reforma durante cierto tiempo o ciertas reformas durante todo tiempo. Las primeras procuran facilitar el ensayo de las nuevas instituciones, poniéndolas a cubierto de actitudes impacientes; las últimas procuran preservar algunos principios estimados.

La infracción de las normas reglamentarias y limitativas de la reforma torna a ésta inconstitucional.

Es sistema Federal Argentino y sus relaciones con los Estados Provinciales: coordinación, participación y subordinación

La nación Argentina adopta para su gobierno el sistema federal. Esto significa que las funciones del poder están distribuidas territorialmente en órganos regionales. Estas entidades son denominadas provincias.

Un sistema federal supone una distribución territorial de competencias, de modo que:

1- Exista un gobierno central o federal, que ejerce su poder sobre todo el territorio nacional y cuya esfera de competencia apunta a los asuntos que interesan a toda la nación.

2- Existen gobiernos locales o provinciales, que ejercen su poder sobre el territorio de sus respectivas provincias y cuyo ámbito de acción se dirige a los asuntos de interés local.

Relación entre el Estado Federal y las provincias

Las relaciones jurídico-políticas entre el estado federal y los estados provinciales se dividen en 3 tipos:

· Relaciones de Subordinación: el orden jurídico federal tiene relación sobre los órdenes jurídicos provinciales. Las constituciones provinciales deben seguir las pautas fundamentales fijadas en la Constitución Nacional. Las normas provinciales no pueden contener disposiciones contrarias a las normas federales y las autoridades de las provincias son consideradas agentes delegados del gobierno federal, para la aplicación de la normas y de las políticas de este. Es decir, que existe un ámbito federal en el cual las provincias están obligadas a aceptar la uniformidad de regulación y de ejercicio impuesta por el Estado Central. 

· Relaciones de Participación: las provincias se reservaron el derecho a participar permanentemente en la formación de la voluntad federal, en el Senado, el cual esta integrado por representantes de cada provincia. Tal representación es igualitaria. 

· Relaciones de Coordinación: esta regulada por la Constitución Nacional. Esta fija. Distribuye la competencia del gobierno federal o nacional y de los gobiernos locales o provinciales, estableciendo un régimen indisoluble.

La superlegalidad y el control constitucional

La superlegalidad

Es una constitución escrita, rígida, a cuyas normas se procura dar mayor perdurabilidad exigiendo procedimientos dificultados para su reforma. O sea, que ocupa un nivel supremo en el ordenamiento jurídico. 

En los regímenes de constitución flexible no deja de tener vigencia el principio de supremacía. La posibilidad jurídica de modificar la constitución por medio de leyes ordinarias, priva a ese principio de la fuerza y los alcances que tiene en los países con la constitución escrita y rígida.

Control constitucional

Esta a cargo de todos los magistrados que integran el Poder judicial de la Nación y los Poderes Judiciales Provinciales.

El control constitucional de las leyes y de los actos del Poder Ejecutivo es una de las funciones más importantes en el Estado de derecho.

Se pueden clasificar en:

· Con relación al órgano que lo ejerce, el sistema político o judicial, y éste, a su vez, puede ser difuso o concentrado.

· Teniendo en cuenta el procedimiento, el sistema puede ser instrumentado por vía de acción o de excepción.

· Con relación a los efectos que produce el acto invalidante de la norma inconstitucional, el sistema puede ser erga omnes o interpartes. 

La autonomía provincial: análisis de los artículos 121 al 129.

Autonomía Provincial

Las provincias crean su propio derecho y eligen a sus autoridades: una de las consecuencias de la autonomía es que el estado federal no anula ni deroga las leyes locales ni en el caso de que estas excedieran sus competencias constitucionales. La autonomía es irrenunciable, una provincia no puede ser federalizada ni contando con su consentimiento. 

Art. 121.- Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. 

Art. 122.- Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal. 

Art. 123.- Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5° asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.

Art. 124.- Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno federal o el crédito público de la Nación; con conocimiento del Congreso Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se establezca a tal efecto.
Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio. 
Art. 125.- Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del Congreso Federal; y promover su industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad provincial, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines, y con sus recursos propios.
Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales; y promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura. 
Art. 126.- Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden celebrar tratados parciales de carácter político; ni expedir leyes sobre comercio, o navegación interior o exterior; ni establecer aduanas provinciales; ni acuñar moneda; ni establecer bancos con facultad de emitir billetes, sin autorización del Congreso Federal; ni dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, después que el Congreso los haya sancionado; ni dictar especialmente leyes sobre ciudadanía y naturalización, bancarrotas, falsificación de moneda o documentos del Estado; ni establecer derechos de tonelaje; ni armar buques de guerra o levantar ejércitos, salvo el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal; ni nombrar o recibir agentes extranjeros. 

Art. 127.- Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella. Sus hostilidades de hecho son actos de guerra civil, calificados de sedición o asonada, que el Gobierno federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley. 

Art. 128.- Los gobernadores de provincia son agentes naturales del Gobierno federal para hacer cumplir la Constitución y las leyes de la Nación. 

Art. 129.- La ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad.
Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, mientras la ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación.
En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a los habitantes de la ciudad de Buenos Aires para que, mediante los representantes que elijan a ese efecto, dicten el Estatuto Organizativo de sus instituciones. 

La autonomía de la Ciudad de Buenos Aires

La ciudad Autónoma de Buenos Aires, tiene autonomía propia, dicta su propia constitución, elige sus representantes. Pero tiene como elemento esencial la elección de Senadores que la representa en el Senado de la Nación al igual que las provincias. Puede interpretarse que no es una provincia por que no esta contemplada dentro del artículo 21, pero en algunos aspectos se asimila a estas; puede celebrar convenios con entes públicos nacionales, provinciales, extranjeros, en todos los casos con aprobación de la Legislatura.

No se la puede considerar municipio por que no esta contemplada en el articulo 123, ya que cada provincia está obligada a dictar la autonomía municipal, y aquí no se da el caso que la Provincia de BS. As. Tenga injerencia sobre la Ciudad Autónoma de Bs. As. 

Los habitantes de la Ciudad  Autónoma de Bs. As., tienen derecho a elegir sus propios gobernantes y representantes., cosa que no ocurre en un municipio. 

Igualdad entre el hombre y la mujer, como es el caso de las listas de candidatos a cargos electivos que no pueden ser mas del 70% del mismo sexo con posibilidades de ser electas. Tampoco pueden incluir a 3 personas del mismo sexo en orden consecutivo. El Tribunal superior debe estar conformado por 5 miembros designados por el Jefe de Gobierno, en ningún caso podrán ser todos del mismo sexo, como así también los tribunales de vecindad que contienen el mismo requisito. 

Características del Status Jurídico Político:

· Continúa como Capital Federal, por que ella no ha salido del ámbito territorial.

· Actúa como Estado Local.

· No es municipio, pero ha captado todo lo del anterior municipio.

· Cuenta con un presupuesto elevado.

· Tiene una amplia participación democrática y privilegia el derecho a la información.

· El Jefe de Gobierno se entiende como un Poder Ejecutivo Local.

· El Estatuto contiene el Preámbulo, la parte dogmática. Buenos Aires está en igualdad de condiciones que las provincias en representación en el Senado, llevado a dicha cámara 3 representantes, como todas las provincias.

La legislatura de la ciudad autónoma de Buenos Aires sanciona:

· Art. 1º: 10 de octubre Día de la Autonomía de la ciudad de Buenos Aires en el territorio de la ciudad Autónoma de Buenos Aires.

· Art. 2º: se embanderarán todos los edificios del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y se invitará a hacer lo mismo a los organismos nacionales y a los particulares.

· Art. 3º: se dictarán clases en todos los establecimientos educacionales del Gobierno de la Ciudad, con el objetivo de contribuir a la formación ética y cívica de los niños y jóvenes, fortaleciendo la vigencia y continuidad de los valores, la creencia y el estilo de vida democrático. 

Empleo Público: naturaleza jurídica, contenido, caracteres y categorías

Lo que caracteriza al empleado público es la naturalidad de la actividad que ejerce. Es decir, la realización de funciones esenciales y propias de la administración Pública. Funcionario público y empleo público es toda persona que ejecuta funciones esenciales y específicas del Estado.

Caracteres 

· Ejercicio personal: el empleado es un órgano-persona, que no puede delegar en otro el desempeño de sus funciones. Esto es así por que la competencia le ha sido conferida expresamente al órgano-institución, siendo ejercida por el órgano individuo. 

· Persona física: solo puede ser empleado público las personas físicas, no las personas jurídicas.

· Efectos futuros: la relación de empleo público produce efectos para el futuro. Se rechaza la posibilidad de efectos retroactivos de la designación, por que estaríamos en presencia de una persona que habría cumplido funciones en la  Administración Pública sin estar regularmente designada, o sea ejerciendo ilegalmente.

Naturalaza jurídica

La relación jurídica entre la organización administrativa y el sujeto particular es de carácter contractual. Esta relación guarda equivalencia con el contrato de trabajo y con la locación del servicio. La relación es contractual desde su origen, se proyecta como tal a lo largo de la ejecución del contrato y se perfecciona por el acuerdo de voluntades q dan a la Administración y el empleado publico.

El objeto del contrato son las funciones que tienen que desempeñar el agente, quien además de cumplir su función, tiene un conjunto de derechos.

Requisitos para el ingreso a la relación de empleo público

Requisitos: 

1- Ser argentino

2- Condiciones de conducta e idoneidad

3- Aptitud física

Causas impedientes del acceso:

1- Quien ha sido condenado por delito doloso, hasta el cumplimiento de la pena primitiva de la libertad

2- El condenado por delito cometido en perjuicio de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal

3- El que tenga proceso de pena pendiente por alguna de las causas citadas

4- El inhabilitado para ejercer cargos públicos

5- El que tenga la edad prevista en la ley para jubilarse o que gozare de un beneficio provisional

La estabilidad del empleado público

La estabilidad puede ser propia o impropia.

Propia: es la estabilidad absoluta, por la cual no cabe  la indemnización como sustitución por el cargo; 

Impropia: es la estabilidad relativa; por la cual procede la indemnización sustitutiva.

Por regla general, los agentes gozan de estabilidad propia: sin embargo, no todos los empleados y funcionarios la gozan. Entre los casos de excepción podemos encontrar: el personal durante el período de prueba, el personal interino o suplente y el personal que goza de jubilación o retiro. 

Clases y categorías

· Funcionarios de la administración central: están los que están sometidos al estatuto vigente y aquellos que están excluidos del mismo.

· Funcionarios civiles y militares

· Funcionarios políticos y no políticos: los primeros dejan sus cargos al renovarse el poder ejecutivo.

· Funcionarios contractuales y estatutarios: los primeros están ligados a la administración por un contrato de derecho público

· Funcionarios eventuales, desempeñan puestos de trabajo considerados como de confianza o asesoramiento especial e interinos que por razones de necesidad o urgencia, desempeñan una función hasta no se proveen los funcionarios de carrera. 

Responsabilidad de funcionarios y agentes

Tipos de responsabilidad: 

· Responsabilidad Disciplinaria: es la violación del deber del funcionario, cuando solamente alcanza el aparato administrativo, al orden y la disciplina establecidos, a la competencia.

· Responsabilidad Civil: cuando la actividad del funcionario puede causar daño al patrimonio.

· Responsabilidad Penal: cuando el acto efectuado por el funcionario que no cumple con sus deberes puede representar una figura delictiva por el derecho penal. Esta responsabilidad es del funcionario y deben aplicársele sanciones penales. Merecen en la responsabilidad penal, los funcionarios que en el ejercicio de su cargo realizan actos u omisiones que constituyen delito provisto y penado por las leyes

Las 3 responsabilidades no son excluyentes, ya que un mismo hecho violatorio de un deber jurídico del agente público, puede dar lugar a las 3 clases de responsabilidades y originar 3 sanciones distintas. 

Las 3 responsabilidades tienen finalidad específica e inconfundible.

La trasgresión del funcionario que da origen a su responsabilidad penal, afectará la disciplina del servicio, como también el orden público y el ambiente social.

Habrá en consecuencia: infracción de un deber por el funcionario público en el ejercicio de su cargo, ya sea por acción u omisión; la intervención de dolo o culpa; la previsión del delito y de la pena por las leyes.

Deberes del funcionario:

Se clasifican en:

· Deberes Generales: obligan al funcionario como tal sin tomar en cuenta lo que le corresponden. 

· Deberes Particulares: aquellos que están obligados de llenar, por razón del cargo, que se le ha recomendado.

· Deber de Lealtad: el funcionario público tiene una obligación moral y jurídica de fidelidad a la Constitución Nacional y a las leyes que integran el ordenamiento jurídico positivo. Es un deber general implícito, aunque deban prestar juramento en la Asunción. 

La lealtad es un deber de carácter moral y la doctrina reconoce 3 categorías de lealtad:

· Lealtad Personal: implica una fidelidad política activa aun fuera de las obligaciones del servicio, hacia la persona del jede de Estado, ya se trate de un rey, un emperador o un dictador.

· Lealtad Gubernamental: implica que todos los funcionarios están obligados primordialmente a la lealtad con referencia al gobierno.

· Lealtad Nacional: el funcionario debe ser fiel al estado, ya que esta al servicio de el. Por lo tanto deberá respetar la ley y las instituciones del país. 

· Deber de Obediencia-Jerárquica: el deber de obediencia se vincula con los conceptos fundamentales, el de jerarquía y el de competencia. La jerarquía justifica la obediencia jerárquica y la competencia trata de establecer los límites jurados.

El deber de obediencia es la consecuencia lógica y práctica del deber que tienen todos los habitantes de respetar la ley. La obediencia jerárquica, se hace efectiva cuando el superior da las órdenes para la  ejecución de una actividad.

Cabe aclarar que no puede haber órdenes interministeriales.

Limites de la obediencia jerárquica: cuando hablamos de límites nos referimos al incumplimiento de un deber por parte del funcionario sin que a este le impute la responsabilidad. A tal efecto existen distintas teorías: 


+ Obediencia Absoluta: el inferior tiene la obligación de obedecer sin limitaciones las órdenes de su superior, lo cual le quita toda la responsabilidad administrativa y penal, si las órdenes fueran ilegítimas.


+ Obediencia a la ley: el inferior puede no ejecutar una orden ilegal y quedar libre de responsabilidad.

· Deber de dedicación: La incompatibilidad: la incompatibilidad es el deber que nace de la imposibilidad de acumular a un mismo funcionario varios empleos. La doctrina señala 3 objetivos fundamentales:

+ La defensa y garantía del interés público en la actuación de las autoridades.

+ La dedicación de los funcionarios al cargo público y a sus exigencias.

+ La ordenación del mercado de trabajo.

La incompatibilidad puede ser:

· Absoluta: cuando deriva de la constitución o de la ley y el superior jerárquico no puede eliminarlo.

· Relativa: cuando la acumulación de cargos no esta en oposición con la administrativa pública o sus intereses ni con su función. Se puede autorizar por ley o reglamento.

· Expresa: cuando se halla establecida en la ley formal o material.

· Virtual: se ajusta a un examen previo, para decidir su existencia o su inexistencia. 

· Deberes de residencia: es deber que los funcionarios públicos tengan su residencia en el sitio donde ejercen su empleo. 

· Deber de Dignidad: implica la obligación del funcionario de ser honorable y mantener las buenas costumbres, tanto en el ejercicio de su función como fuera del cargo.

· Deber de prestar fianza: la fianza es una garantía económica que la administración exige de parte de los funcionarios que manejan los dineros públicos. Es una medida de precaución que busca proteger al patrimonio del estado. 

El régimen Municipal

Municipalidad: es un órgano político y administrativo que gobierno en la extensión territorial de la ciudad.

Los cabildos eran el gobierno de las ciudades en la época colonial. En 1921 se aplica la reforma legislativa que destruye a los cabildos para implementar mediante la CN la obligación impuesta en las provincias de asegurar un régimen municipal.

El artículo 5 se refiere al régimen municipal de las provincias:

Art. 5º.- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. 

Régimen Municipal de cada provincia

El régimen municipal de cada provincia se organizó de acuerdo con sus Constituciones y sus respectivas leyes Orgánicas, donde se presenta la división de los siguientes poderes:

· Poder Ejecutivo: el intendente municipal es el jede del Departamento Ejecutivo. Es designado directamente por el pueblo. El intendente puede ser reelecto. Algunas funciones son: dictar decretos y elegir a los secretarios y a los jefes municipales, entre otras.

· Poder Legislativo: se encuentra a cargo del consejo deliberante. Los concejales son elegidos directamente y en forma proporcional a los votos obtenidos por los partidos políticos intervinientes en la elección. El mínimo de edad es 25 años, 4 de ejercicio de ciudadanía y 2 de residencia en el municipio. Algunas funciones son: dictar ordenanzas y además dictar su reglamento interno y el de las dependencias. 

· Poder Judicial: los jueces del tribunal son elegidos por el Poder Ejecutivo con acuerdo de los concejales. 

Residencia de las Autoridades federales

Las autoridades que ejerce el gobierno federal residen en la ciudad que se declare capital de la república por una ley especial del congreso, previa cesión hecha por una o más legislaturas provinciales del territorio que haya que federalizar.

En 1852, Buenos Aires se separa de las siguientes provincias que forman la confederación. Sin embargo, el artículo 3 de la Constitución Nacional de 1853 declara a la ciudad de Buenos Aires residencia de gobierno federal, pero este mismo congreso, establece que esa misma ciudad es la capital de esa confederación, la cual no fue aceptada por Buenos Aires. Sin embargo, el congreso nacional instalo en Buenos Aires sancionar la ley  12 de 1862, la cual dispone que durante el plazo de 3 años, las autoridades nacionales residirán de dicha ciudad. Al ser rechazada esta ley por la legislatura porteña, se sanciona ley 1º denominada ley de compromiso; que declara a Buenos Aires asiento de gobierno federal por 5 años coexistiendo con el gobierno provincial que mantendría allí su sede.

Después de varios y arduos debates, la solución del complicado problema llega, sobre el término del período presidencial de Avellaneda; el cual envía el proyecto de federalización de Buenos Aires, que el congreso convierte en la ley 1029, en 1880.

En el status especial, que la reforma de 1994 confirió a la ciudad de Buenos Aires, significa que ella no quedará regida con una constitución local, como lo establece para las provincias, sino por un estatuto organizativo de sus instituciones. También se dispuso que el jefe de gobierno de la ciudad de Buenos Aires sea elegido por el pueblo de la ciudad.

En síntesis, la capital de la república es el lugar donde residen las autoridades que ejerce el gobierno federal. La autonomía de Buenos Aires es el carácter municipal, siempre que sea capital de nuestro estado nacional.

Ley 1029

Fue sancionada por el Congreso Nacional el 20/09/1880 y promulgada al día siguiente por el Poder Ejecutivo, presidido por Nicolás Avellaneda.

Art. 1º: declárese capital de la República Argentina el municipio de la ciudad de Buenos Aires.

Art. 2º: todos los establecimientos y edificios públicos situados en el municipio quedarán bajo jurisdicción de la Nación.

Art. 3º: el Banco de la provincia, el hipotecario y el Montepío permanecerán bajo la dirección y propiedad de la provincia.

Art. 4º: la Provincia mantendrá igualmente la administración y propiedad de sus ferrocarriles y telégrafos.

Art. 5º: la Nación tomará sobre sí la deuda exterior de la Provincia de Buenos Aires, previos arreglos necesarios.

Art. 6º: el Gobierno de la Provincia podrá seguir funcionando sin jurisdicción en la ciudad de Buenos Aires.

Art. 7º: mientras el Congreso no organice en la Capital la Administración de la justicia, continuarán desempeñándola los Juzgados y Tribunales provinciales con su régimen presente.

Art. 8º: esta ley solo regirá una vez que la Legislatura de Buenos Aires haya hecho la cesión competente prestando conformidad a sus cláusulas.

Art. 9º: comuníquese al poder ejecutivo. 

La Capital Federal

La federalización de Buenos Aires ya no enfrentó obstáculos serios después de ser derrotado Carlos Tejedor, y disuelta la Legislatura Bonaerense. El 21/09/1880, el Congreso aprobó la ley. Una época de fuertes conflictos llegaba a su fin, dejando como resultado un estado nacional consolidado.

En septiembre de 1887 la legislatura de la provincia de Buenos Aires cedió mediante la ley provincial 1889, los municipios de San José de Flores y Belgrano para ensanchar la capital federal; la Ley nacional 2089 federalizó esos territorios incorporándolos al municipio de la Capital de la Nación. 

La intervención Federal

Es la facultad extraordinaria del gobierno federal destinada a hacer efectivas las seguridades ofrecidas a las provincias en cuanto a goce y ejercicio de sus instituciones.

El Art. De la C. N. declara que el gobierno federal garantiza a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones bajo las precisas consignas:

+ Adecuación de la constitución provincial a la forma representativa republicana, y a los principios, declaraciones y garantías de la constitución federal.

+ Aseguramiento de la administración de justicia, del régimen municipal y de la educación primaria por parte de las provincias.

La garantía federal significa que el estado federal asegura, protege y vigila la integridad, la autonomía y la subsistencia de las provincias.

Las causas que la autorizan

· Invasión exterior: se da la particularidad que entre los remedios de la constitución exhibe para la defensa y seguridad del estado, la prevista intervención federal y el estado de sitio.

· Sedición: es la reunión que se atribuye a los derechos del pueblo y peticionan a su nombre. Es una situación en que se alimenta una conmoción interior, y también la misma se da en el estado de sitio.

· Invasión de otra provincia: esta expresión se puede entender en 2 sentidos:

+ Invasión de una provincia por otra

+ Invasión de una provincia desde otra en grupos irregulares. 

Según su objeto

· Intervención a requerimiento: cuando la causa es la invasión de otra provincia y la finalidad de ella consiste en sostenerla o restablecerla las autoridades depuestas o amenazadas resulta imprescindible el requerimiento de la provincia que va a ser intervenida. Este acto consiste en la solicitud del estado provincial al gobierno central que declare intervenido su territorio. 

Acto de intervención: la intervención se hace mediante un funcionario federal, que representa al gobierno federal y actúa como delegado del presidente de la republica. Su marco de atribución depende del marco de intervención, de la finalidad y alcance que le ha asignado el órgano q la dispuso. Cuando la intervención alcanza al ejecutivo, el interventor reemplaza a la legislatura y podrá dictar leyes. Si la intervención alcanza los 3 poderes, ello implica que tal extensión tolere la necesaria intervención de los municipios.   

Unidad 4: Instituciones Constitucionales Argentinas

Los tratados internacionales

Los tratados son acuerdos de voluntad entre 2 o más derechos internacionales, celebrados por escrito entre Estados y regidos por el derecho internacional.
Un criterio para distinguir un tratado de un convenio es: cuando un acuerdo queda sometido a derecho interno de un Estado para regirse por sus disposiciones, ese convenio no es un tratado internacional. Este criterio es útil para: examinar a los convenios internacionales que no son tratados del mecanismo de celebración de tratados, y para considerar que las provincias pueden celebrar convenios internacionales que no son tratados.

Etapas de un tratado en el derecho constitucional

1- Negociación (Poder Ejecutivo)

2- Firma (Poder Ejecutivo)

3- Aprobación o rechazo (Congreso)

4- Ratificación (Poder Ejecutivo)

Una etapa no obliga a cumplir la siguiente.

Existen otras modalidades: hay tratados a los que un Estado puede “adherir”, sin haberlo negociado o firmado. El Estado Adherente se incorpora al tratado negociado y firmado por otros Estados.

La adhesión es una figura frecuente en tratados cuyos Estados signatarios los dejan “abiertos” para que otros Estados se incorporen a ellos posteriormente. 

El acto de celebración de un tratado requiere la concurrencia de voluntades de 2 órganos: Presidente y congreso. 

Clasificación de los tratados
· Con Respecto al número de Estados participantes:
· Bilaterales: son los que ligan a dos sujetos de derecho internacional.

· Multilaterales: son los concluidos entre más de dos sujetos de derecho internacional. 

· Con respecto a las formas de dar consentimiento para obligarse:

· De debida forma: son aquellos en los que la voluntad de obligarse se expresa por un acto del jefe de Estado.

· De forma simplificada: son aquellos en los que obliga al Estado un funcionario de categoría inferior al jefe de Estado, mediante la sola firma. 
· Con respecto al objeto del tratado: 

· Tratados de paz

· Tratados de extradición

· Tratados culturales

· Tratados fiscales

· Tratados sociales

· Tratados económicos

· Tratados copulares

· Tratados de amistad

· Tratados de navegación
· Tratados de tráfico aéreo

· Con respecto al tipo de obligaciones que crea la doctrina:
· Tratados Ley: son aquellos en los que existen dos o más voluntades comunes con un mismo objeto.

· Tratados Contrato: son aquellos en los que existen 2 voluntades opuestas pero complementarias, una quiere vender una cosa mientras que la otra quiere comprar la misma cosa.
· Con respecto al criterio para su participación:

- Tratados Abiertos: son aquellos tratados que prevén la participación de contratantes que no han participado en la negociación, mediante la adhesión o la firma. 
Artículos 31 y 75 Inc. 22 y 24 de la C. N.

Artículo 31

“Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de noviembre de 1859.”
Un tratado entra en vigencia una vez ratificado. Solo después de haberse ratificado puede hablarse de Dualismo y Monismo.

Monismo: coloca al derecho internacional por encima de la Constitución. El monismo absoluto facilita la supremacía del derecho internacional.
Dualismo: coloca a la Constitución por encima de los tratados internacionales.
En nuestro Régimen el derecho internacional jamás puede prevalecer sobre la Constitución puesto que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha tomado un enfoque dualista.

La Ley suprema de nuestra Nación es la Constitución Nacional, luego le siguen los tratados internacionales y las leyes.

Artículo 75 – La competencia del Congreso – 

Inciso 22 (Pág. 3)
Este inciso indica las atribuciones que posee el Congreso por las cuales puede aprobar o desechar tratados concluidos con las organizaciones internacionales, las otras naciones y los concordatos con la Santa Sede. Además se vuelve a mencionar que los tratados y concordatos poseen jerarquía superior a las leyes. 

También puede observarse la lista de Tratados de Derechos Humanos, allí se menciona que éstos poseen jerarquía constitucional, es decir, que se hallan en el mismo nivel jerárquico que la Constitución Nacional puesto que complementan los derechos y garantías que en ella se establecen.

Para que los demás tratados y convenciones sobre los DDHH puedan gozar de jerarquía constitucional, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Este tipo de tratados solo podrán ser anulados por el Poder Ejecutivo Nacional con la previa aprobación de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.
Inciso 24

“Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e igualdad, y que respeten el orden democrático y los derechos humanos. Las normas dictadas en su consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes.
La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de la Nación, con la mayoría absoluta de los miembros presentes de cada Cámara, declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser aprobado con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, después de ciento veinte días del acto declarativo.
La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.”
En este inciso podemos observar que se hace referencia a la atribución del Congreso en cuanto a la aprobación de Tratados de Integración, que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales. 
En el caso de que los tratados sean como Estados de Latinoamérica la aprobación de los mismos requerirá la aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Un ejemplo claro es el MERCOSUR.

Con respecto a Tratados  con otros Estados éstos se aprobarán si se cuenta con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, luego de 120 días del acto declarativo.
Relaciones del Estado Argentinos con los demás Estados y con las organizaciones internacionales

El Estado se relaciona con los demás Estados a través de tratados y acuerdos. En el artículo 99 menciona que el poder ejecutivo tiene la atribución de concluir y formar tratados, concordatos y otras negociaciones requeridas para el mantenimiento de buenas relaciones con las organizaciones internacionales y las naciones extranjeras, recibe sus ministros y admite sus cónsules.
En el artículo 27 también se hace referencia a las potencias extranjeras. El mismo establece que el Gobierno Federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y comercio con las mismas por medio de tratados, que estén en conformidad con los principios de derecho público establecidos en la Constitución.

Esto quiere decir que en el caso de que haya un tratado anterior a una ley, ésta no puede prevalecer porque se impide que nuestro país altere unilateralmente al tratado, lo que equivale a una denuncia al mismo. Si hay una ley anterior a un tratado también prevalece el tratado, ya que es la última expresión de voluntad del Estado.
La Nacionalidad y la Ciudadanía
El Estado Argentino surge en el año 1853 y se organiza con la constitución de ese mismo año, su ciclo de poder constituyente permanece abierto hasta 1860 y se clausura con la incorporación de la provincia de Buenos Aires.

Nuestro Estado se compone de 4 elementos: 

· Territorio: es la base física o el espacio geográfico sobre la cual se asienta la población. El territorio abarca el suelo, subsuelo, el espacio aéreo y un espacio marítimo.

· Poder: es la capacidad, competencia o energía de que el Estado dispone para cumplir su fin.

· Gobierno: es el conjunto de órganos que ejercen el poder del Estado a través de sus diversas funciones.

· Población: es el conjunto de hombres, que en su convivencia forman grupos, asociaciones, instituciones y se relacionan en interacciones y procesos sociales. El hombre constituye la nación.

La población se compone de 2 clases de hombres:


+ Los nacionales o ciudadanos


+ Los extranjeros no naturalizados

Los habitantes pueden ser: Extranjeros (personas de otros países que no se “naturalizan” argentinos) o Argentinos (nacionales y ciudadanos), los mismos se dividen en Nativos (personas que pertenecen al lugar donde nació) y Naturalizados (son originalmente los extranjeros que se naturalizan argentinos).
Conceptos y diferencias
La nacionalidad alude a la pertenencia de la persona a la nación.
Se trata por lo tanto de un vínculo sociológico; nacional es el natural de una nación.

La ciudadanía se refiere a la pertenencia de la persona a determinada comunidad política o estado. En la práctica, se la vincula con el ejercicio de los derechos políticos.
Artículos 75 Inc. 12 “in fine” de la C. N - Principio Constitucional y régimen legal

“Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina; así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados.”
Este artículo faculta al Congreso a dictar los llamados “Códigos de Fondo”: el Código Civil, Código de Comercio, Código Penal, Código de Minería, y el Código del Trabajo y la Seguridad Social.
La reforma constitucional de 1994 agregó una nueva atribución: los códigos pueden hacerse en textos unificados o separados.

Esto quiere decir que pueden unificarse materias comunes a 2 códigos.

En nuestro país el congreso es el que dicta la legislación de fondo. Por este motivo, es la misma para toda la nación.
A las provincias les corresponde dictar los llamados Códigos de Forma, es decir, los códigos de procedimiento judicial que regulan las formas de los juicios, por lo que cada provincia tiene un código procesal diferente.

Los códigos de fondo dictados por el Congreso de la Nación son aplicados por tribunales provinciales, también llamados locales, de acuerdo con el procedimiento judicial que cada provincia establezca
“Los constituyentes de 1853 entendían por principio de nacionalidad natural el sistema de ius solii (derecho de suelo): se consideran argentinos los nacidos en el suelo argentino. 
El otro principio de la nacionalidad es el ius sanguinis (derecho de la sangre), por el cual se considera naturales de un país a los hijos de padres naturales de ese país, sin importar el lugar donde hayan nacido, esta es la regla seguida por los países americanos que, como la argentina, recibían a los inmigrantes, adoptaron el principio de ius solii.

Con la reforma de 1994, los hijos de argentinos nativos (nacidos en el territorio de la República) que nazcan en el extranjero pueden optar por la nacionalidad argentina. “
Ley 346 – Ley de Ciudadanía
La norma estableció quienes son argentinos y quienes ciudadanos por naturalización, los procedimientos y requisitos para adquirir la carta de ciudadanía y los derechos políticos de los argentinos. La ley siguió el criterio de la constitución y no diferencio los conceptos de nacionalidad y ciudadanía. 
· De los Argentinos
Son argentinos:

· Todos los individuos nacidos, o que nazcan en el territorio de la república, sea cual fuere la nacionalidad de sus padres, con excepción de los hijos de ministros extranjeros y miembros de la legación residentes en la República.

· Los hijos de argentinos nativos, que habiendo nacido en país extranjero potaren por la ciudadanía de origen.

· Los nacidos en las legaciones y buques de guerra de la República.

· Los nacidos en las repúblicas que formaron parte de las Provincias Unidas del Río de la Plata, antes de la emancipación de aquéllas, y que hallan residido en el territorio de la Nación manifestado su voluntad de serlo.

· Los nacidos en ares neutros bajo el pabellón argentino.

· De los ciudadanos por naturalización

Son ciudadanos por naturalización:
· Los hijos de argentino nativo y los extranjeros que están actualmente en el ejercicio de la ciudadanía argentina, inscriptos en el registro cívico nacional. 

· Los extranjeros mayores de 18 años, que residiesen en la República 2 años continuos y manifestasen ante los jueces federales de sección su voluntad de serlo.

· Los extranjeros que acrediten ante dichos jueces haber prestado, cualquiera que sea el tiempo de su residencia alguno de los servicios siguientes:

1. Haber desempeñado con honradez empleos de la Nación o de las provincias, dentro o fuera de la república.

2. Haber servido en el ejercicio o en la escuadra o haber asistido a una función d guerra en defensa de la Nación.

3. Haber establecido en el país una nueva industria, introducido una invención útil.

4. Ser empresario o constructor de ferrocarriles en cualquiera de las provincias. 
5. Hallarse formando parte de las colonias establecidas o que en adelante se establecieran, ya sea en territorios nacionales o en los de las provincias, con tal que posean en ellas alguna propiedad raíz.

6. Habitar o poblar territorios nacionales en las líneas actuales de frontera o fuera de ellas.
7. haberse casado con mujer argentina en cualesquiera de las provincias.

8. ejercer en ellas el profesorado en cualesquiera de los ramos de la educación o de la industria.

La nacionalidad por naturalización es voluntaria: el artículo 20 estipula que los extranjeros no están obligados a admitir la ciudadanía, pero obtiene la nacionalización residiendo 2 años continuos en el país, pudiendo la autoridad acortar ese término a favor de quien lo solicite, alegando y probando servicios a la República. 

Esto quiere decir que no hay adquisición automática ni obligatoria de la nacionalidad para los extranjeros. Es un derecho que se les depara a ellos desean ejercerlo, pero no un deber que se les impone, y es inconstitucional toda norma que en forma compulsiva o automática tenga por efecto naturalizar a extranjeros como nacionales argentinos.

· Procedimientos y requisitos para adquirir la carta de ciudadanía

Art. 3: el hijo del ciudadano naturalizado que fuere menor de edad, al tiempo de la naturalización de su padre, y hubiese nacido en país extranjero, puede obtener del juez federal la carta de ciudadanía por el hecho de haberse enrolado en la Guardia

Art.4: el hijo de ciudadano naturalizado en país extranjero, después de la naturalización de su padre, puede obtener su carta de ciudadanía si, viniendo a la república, se enrola en la guardia nacional a la edad que la ley ordene.

Art. 5: los hijos de argentinos nativos, nacidos en el extranjero que optaren por la ciudadanía de origen, deberán acreditar ante el juez federal respectivo, su calidad de hijo de argentino.

Art. 6: los extranjeros que hubiesen cumplido las condiciones de que hablan los artículos anteriores, obtendrán la carta de naturalización que le será otorgada por el juez federal de sección ante quienes la hubiesen solicitado.

· De los derechos políticos de los argentinos

Art. 7: los argentinos que hubiesen cumplido la edad de las 18 años, gozan de todos los derechos políticos conforme a la constitución y a las layes de la república.

Art. 8: no podrán ejercerse en la república los derechos políticos por los naturalizados e país extranjero; por los que hayan aceptado empleos u honores de gobiernos extranjeros sin permiso de congreso; por los quebrados fraudulentos ni por los que tengan sobre sí sentencia condenatoria que imponga pena infamante o de muerte.

Por otra parte podemos mencionar casos de nacionalidad y ciudadanía que no son amparados por ninguna ley:

1. La Pérdida de nacionalidad: nuestra constitución impone una nacionalidad natural que no puede perderse, por lo tanto no hay ninguna Ley que pueda establecer la privatización o pérdida de la nacionalidad, si ello ocurriera estaríamos ante soluciones inconstitucionales. 

2. La pérdida de la ciudadanía: si no puede perderse la nacionalidad nativa, es imposible crear causales de pérdida de la ciudadanía nativa.

3. La doble nacionalidad; excluyendo la nacionalidad argentina nativa: se puede tener una doble o múltiple nacionalidad, pero no puede excluirse la nacionalidad natural.

4. la ciudadanía provincial: la nacionalidad o ciudadanía es una sola para todo el país, por eso no hay nacionalidad ni ciudadanía provinciales. Las provincias no pueden modificar la condición de ciudadano en perjuicio de los ciudadanos de otras, ni en beneficio de los ciudadanos de ella, porque en definitiva todos tienen una sola ciudadanía o nacionalidad que es provincial si no estatal o federal.
5. Nacionalidad por matrimonio: no es constitucional el principio de que la mujer casada adquiere la nacionalidad de su marido.
Régimen constitucional de los extranjeros

El derecho constitucional de los extranjeros
Los extranjeros gozan de los mismos derechos civiles que los nacionales. El artículo 14 dice que al reconocer esos derechos los titulariza a los “habitantes”.

“Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente culto; de enseñar y aprender”
“Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciudadanía, ni a pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización residiendo 2 años continuos en la Nación; pero la autoridad puede acortar éste término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República.”
El ingreso y la admisión

El derecho de ingreso, y el consiguiente de admisión, no son absolutos. El ingreso no consiste en una mera entrada física que coloca al extranjero material y geográficamente dentro del territorio. El ingreso se institucionaliza, al contrario mediante condiciones razonables que la ley establece, y con cuya verificación y aceptación y aceptación se produce la admisión con fines de una cierta permanencia. 
La entrada y admisión de extranjeros se relaciona con la inmigración. Nuestra constitución implanta una política inmigratoria amplia y humanista, a tono con las pautas del preámbulo. El artículo 25 impone al gobierno federal la obligación de fomentar la inmigración, y prohíbe restringir, limitar o gravar con impuestos la entrada de extranjeros que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar las industrias, e introducir y enseñar las ciencias y las artes. 

Ley 25871 – “Política Migratoria Argentina – Derechos y Obligaciones”
Del ingreso y egreso
Art. 34: el ingreso y egreso de personas al territorio Nacional se realizará exclusivamente por los lugares habilitados por la Dirección Nacional de Migraciones, sean éstos terrestres, fluviales, marítimos o aéreos, oportunidad y lugar en que serán sometidos al respectivo control migratorio.
La admisión de extranjeros a la República Argentina y sus Excepciones
· Las categorías y plazos de admisión: los extranjeros serán admitidos para ingresar y permanecer en el país en las categorías de: 

· Residentes Ilegales: son los que ingresan y permanecen en territorio argentino sin haberse sometido a los controles de admisión reglamentarios y razonables, o que se quedan en él después de vencer el plazo de la autorización de permanencia concedida al entrar.

· Residentes Permanentes: todo extranjero que, con el propósito de establecerse definitivamente en el país, obtenga de la Dirección Nacional de Migraciones una admisión en tal carácter. Asimismo, se consideran residentes permanentes los inmigrantes parientes de ciudadanos argentinos, nativos o por opción, entendiéndose como tales cónyuges, hijos y padres. A los hijos de argentinos nativos o por opción que nacieran en el extranjero se les reconoce la condición de residentes permanentes. Las autoridades permitirán su libre ingreso y permanencia en el territorio. 
· Residentes Temporarios: son todos aquellos extranjeros que, bajo las condiciones que establezca la reglamentación, ingresen al país en las siguientes subcategorías: 

· Trabajador Migrante: que ingresan al país para dedicarse al ejercicio de alguna actividad lícita, remunerada, con autorización para permanecer en el país por un máximo de 3 años.
· Rentista: quien solvente su estadía en el país con recursos propios traídos del exterior, de las rentas que estos produzcan. Puede residir hasta un término de 3 años.
· Pensionados: quien perciba de un gobierno u organismo por servicios prestado al exterior, una pensión cuyo monto le permita un ingreso pecuniario regular y permanente en el país. Se conceden hasta 3 años de residencia.
· Inversionista: quien aporte sus propios bienes para realizar actividades de interés para el país. Podrá residir por un término de hasta 3 años.
· Científicos: quienes se dedique a actividades científicas e investigación contratados por entidades públicas o privadas para efectuar trabajos de su especialidad. Residencia de hasta 3 años.
· Deportistas y artistas: contratados en razón de su especialidad por personas físicas o jurídicas que desarrollan actividades en el país. Residencia hasta 3 años.
· Religiosos de culto: quienes ingresen al país para desarrollar en forma exclusiva actividades propias de su culto. Residencia hasta 3 años.
· Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender problemas de salud en establecimientos públicos o privados, con autorización para permanecer en el país por año. En caso de personas menores de edad, discapacitados o enfermos deberán permanecer con acompañantes, ésta autorización se hará extensiva a los familiares directos, representantes legal o curador.
· Académicos: para quienes ingresen al país en virtud de celebrar entre instituciones de educación acuerdos académicos. Su vigencia será por un término de un año.
· Estudiantes: quienes ingresen al país para cursar estudios secundarios, terciarios o universitarios, como alumnos regulares en establecimientos educativos públicos o privados reconocidos oficialmente. La autorización es de 2 años.
· Asilados y refugiados: aquellos que fueren reconocidos como asilados o refugiados de les concederá autorización para permanecer en el país por el término de 2 años.
· Nacionalidad: ciudadanos nativos de Estados Parte del MERCOSUR, Chile, Bolivia, con autorización para permanecer en el país por 2 años.
· Razones Humanitarias: extranjeros que invoquen razones humanitarias que justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial.

· Especiales: quienes ingresen al país por razones no contempladas en los incisos anteriores y que sean consideradas de interés por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Relaciones Exteriores, comercio internacional y culto.

· Residentes Temporarios: podrán ser admitidos en algunas de las siguientes subcategorías: turistas, pasajeros en tránsito, tránsito vecinal fronterizo, trabajadores migrantes estacionales, académicos, tratamiento médico y especiales: extranjeros que invoquen razones que justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial.

· Residentes Precarios: es la residencia otorgada hasta tanto se formalice el trámite correspondiente para obtener la residencia permanente, temporaria o transitoria. Su validez será de hasta 180 días corridos, pudiendo ser renovables hasta la resolución de la admisión solicitada y habilitará a sus titulares para permanecer, salir y reingresar al territorio nacional, trabajar y estudiar durante su período de vigencia.

· Excepciones: serán causas impedientes del ingreso y permanencia de extranjeros al territorio nacional.
· La presentación ante la autoridad de documentación nacional o extranjera que sea falsa o adulterada

· Tener prohibido el ingreso por haber sido objeto de medidas de expulsión o de prohibición de reingreso a la nación.

· Haber sido condenado en la Argentina o en el exterior, tener antecedentes por tráfico de armas, de personas, de estupefacientes, por lavado de dinero o inversiones en actividades ilícitas.

· Haber participado en actos de gobierno o de otro tipo, que constituya genocidio, crímenes de guerra, actos de terrorismo o delitos.

· Tener antecedentes por actividades terroristas.
· Haber sido condenado en argentina por haber presentado documentación falsa para obtener para sí o para un tercero un beneficio migratorio.

· Promover la prostitución, lucrar con ello en la argentina o en el exterior.

· Intentar ingresar al territorio nacional eludiendo el control migratorio por lugares no habilitados.

· Por incumplimiento de los requisitos establecidos por la presente ley.

· Los Documentos
· Podrán obtener el documento nacional de identidad, los extranjeros con residencia permanente o temporaria.

· Los solicitantes de refugio podrán obtener su documento nacional de identidad una vez reconocidos como “refugiados” o “aislados” por la autoridad competente.

· En los casos precedentes en el documento identificatorio otorgarse, debe dejarse expreso:


+ La nacionalidad del titular


+ El carácter permanente o temporario de la residencia en el país


+ Actuación en la que se otorgo el beneficio y número de resolución


+ Plazo de la residencia autorizada y vencimiento

· Los Derechos
· El estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección y ampara que gozan los nacionales.

· En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión en establecimientos educativos ya sean públicos o privados, primario, secundario, terciario o universitario.
· No podrá negársele en ningún caso, el acceso al derecho a la salud asistencia social o atención sanitaria.

· Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el estado les proporcione información sobre:


+ Sus derechos y obligaciones


+ Los requisitos establecidos para su admisión, permanencia y egreso.

· Los extranjeros que sean admitidos en el país como “residentes permanentes” podrán introducir sus efectos personales artículos para su hogar y automóvil, libres del pago de impuestos, recargos, tasa de importación y contribuciones.
Su expulsión

El término expulsión se refiere a toda la salida de una persona que se encuentra en territorio argentino

· La expulsión de extranjeros es considerada por nosotros como inconstitucional, por que implica violar la igualdad civil de los derechos que la Constitución reconoce a nacionales y extranjeros. 

· Si el extranjero ha entrado ilegalmente al país sin cumplir o violando reglamentaciones razonables sobre el ingreso, no es inconstitucional que, previa declaración administrativa sobre la ilegalidad del ingreso o de la permanencia, se ordene la expulsión.

· Pese el ingreso ilegal o clandestino, el extranjero que ha adquirido la calidad de habitante no puede ser posteriormente expulsado.
· Si el extranjero entra y es admitido legalmente con residencia y radicación transitorias, el Estado puede negar a su vencimiento la radicación definitiva, pero su decisión de no autorizar la permanencia debe satisfacer mínimamente los siguientes requisitos: la razonabilidad de la denegatoria; oportunidad de defensa y prueba para el interesado y posibilidad de revisión judicial de la denegatoria.
Supuestos previstos por la ley 25871

Art. 63: la expulsión lleva implícita la prohibición de reingreso permanente o por un término que en ningún caso podrá ser inferior a 5 años. Se graduará según la importancia de la causa. Dicha prohibición podrá ser dispensada solo por la Dirección Nacional de Migraciones.

Art. 66: los extranjeros y sus familias no podrán ser objeto de medidas de expulsión colectiva. Cada caso de expulsión será decidido y examinado individualmente.

Art. 67: la expulsión no menoscabará por si sola ninguno de los derechos que haya adquirido el mígrate de conformidad con la legislación nacional, incluido el derecho a recibirlos salarios y toda otra prestación que le pudiere corresponder. 

Unidad 5: los derechos civiles y sus Garantías. Dominio del Estado.
Análisis del artículo 14 de la C. N.
“Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio; a saber; de trabajar y ejercer toda industria lícita: de navegar y comerciar: de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio, de publicar sus ideas sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad: de asociarse con fines útiles: de profesar libremente su culto; de enseñar aprender.”

Se entiende  que “habitante” incluye tanto a los argentinos como a los extranjeros que se encuadren en algunas de las siguientes situaciones:
· Argentinos, residan o no en el país

· Extranjeros residentes permanentes en el país; tienen igual amplitud que los argentinos

· Extranjeros residentes en el país extranjero, que habiendo ingresado legalmente se hallen ocasionalmente en el territorio argentino

· Extranjeros residentes en el extranjero, que no se encuadren en las circunstancias del punto anterior, cuando tengan en el territorio argentino algún interés que sea objeto de protección jurídica (inmueble)

· Extranjeros ingresados clandestinamente en el país

Clasificación de los derechos civiles

1- Derechos personales: divididos en derechos personalísimos y los restantes derechos personales.
2- Derechos patrimoniales

Dignidad humana: es el derecho que tiene todo hombre a ser respetado como tal, como ser humano y con todos los atributos de su humanidad.

Entonces, de esta manera la clasificación se subdividía así:

1- Derecho a la dignidad y sus derivados (conciencia, intimidad)

2- Derecho a la vida y sus derivados (salud, integridad física y psicológica)

3- Derechos a libertad física

4- Los restantes derechos personalísimos (propia identidad, imagen, domicilio)

5- Derecho a la información

6- Derecho de asociación

7- Los restantes derechos personales, primero los derechos fines en relación los derechos medios

8- Los derechos patrimoniales

Libertades reconocidas en el artículo

Las libertades reconocidas son: de trabajar, de ejercer toda la industria lícita y de comerciar. Las 2 últimas representan expresiones particularizadas de la primera, desde que necesariamente involucran una actividad personal.

Derecho de trabajar: significa llevar a cabo, temporaria o permanentemente, cualquier actividad física o intelectual, o una combinación de ambas, con el objeto de satisfacer las necesidades de quien la ejecute ya fueran ellas de índole económica. La persona humana es la única tenedora de este derecho y lo utiliza actuando tanto en forma individual como dentro de una organización; esta última  usa el derecho de comerciar o del de desarrollar alguna actividad industrial.
El beneficiario de este derecho, es ante todo el individuo, obligado a proveer a su propia subsistencia; y luego su familia, puesto que al usar del derecho a formarla los titulares asumen la responsabilidad por la crianza y educación de sus hijos.

Las libertades de comercio y de industria constituyen manifestaciones especiales de la libertad de trabajar.

· Comercio, industria y navegación

Comercio: trafico de todo tipo de mercaderías, el transporte de personas y de bines, la transmisión de noticias de fluido eléctrico, etc., así como la prestación de los distintos servicios que requiere la comunidad contemporánea, a excepción de los que se llevan a cabo en relación de dependencia y de aquellos que traducen el servicio de profesionales liberales.
Industria: equivale a la fabricación de bienes de la más diversa índole.

La libertad de industria debe ajustarse con el interés público y no afectar la higiene, seguridad y moral pública y los derechos de terceros.

La C. N. se refiere a la navegación comercial, es decir, a aquella que realiza una persona denominada armador o naviero (que pone un buque equipado a disposición de otras personas para transportar mercaderías, personas, u otras cosas). El derecho de navegación, otorga la libertad de navegación de los ríos interiores, sujeta con la reglamentación del congreso.

· Libertades religiosas

La libertad religiosa admite un desdoblamiento entre la libertad de conciencia y la libertad de culto. 

La libertad de conciencia pertenece al fuero íntimo de cada ser humano, debido a que aunque se ejerzan presiones de cualquier índole aún subsiste la libertad de conciencia

La libertad de culto, significa que la fe religiosa trasciende del fuero íntimo de sus titulares y se manifiesta hacia fuera, pudiendo hacerlo de muy diversas maneras; desde la concurrencia a templo y otros lugares visitados, hasta los rasgos de adornos y vestimenta de una persona.

Deben reconocerse como incluidos en este derecho el de educar a sus hijos menores en las propias creencias el de no padecer discriminaciones en motivos religiosos; el de contraer matrimonio y disolverlo según aquellas creencias, etc.
· Libertad de prensa

Es el derecho a transmitir noticias, ideas, opiniones, etc., por cualquier medio de difusión, esto es por: escrito, verbalmente o mediante imágenes.

Censura previa es la revisión por alguna autoridad de los originales de cualquier material destinado a ser impreso y difundido.

Esta privilegiada tutela de la libertad de prensa puede quedar temporariamente suspendida durante situaciones de emergencia, como lo son para nuestra constitución el estado de sitio y el estado de guerra.

La censura previa es una de las formas de reglamentar la libertad de prensa y, ha sido prohibida en forma absoluta.

Son asimismo ofensivos de la libertad de prensa la inequitativa distribución de la publicidad oficial, la prohibición de difundir determinadas informaciones, las amenazas o presiones a los periodistas, las obstrucciones en cuanto a la obtención de información y el monopolio de la prensa por parte del Estado.

· Libertad de enseñar y aprender

Las libertades de enseñar y de aprender consisten en el derecho de toda persona idónea a transmitir sus conocimientos sobre cualquier materia por cierto lícita con la correlativa libertad de recibirlos.
El derecho de educación se refiere a la capacidad y la necesidad que tiene el hombre de aprender, es decir, de incorporar permanentemente nuevas experiencias, propias o ajenas, ampliando su bagaje de conocimientos, tiene como complemento la capacidad y la necesidad del hombre de enseñar.

El aprendizaje puede ser unidireccional, por que admite la posibilidad de que el sujeto que aprende incorpore experiencias sin intervención de otra persona.

La enseñanza siempre es bidireccional, por que requiere de 2 personas: el educador que enseña y el educado que recibe la enseñanza. Los derechos individuales se dividen en derechos fines y derechos medios. El derecho de aprender es un derecho fin, y el de enseñar es un derecho medio. 

· El derecho de asociación

Este derecho involucra 2 aspectos fundamentales: el de la posibilidad de constituir agrupaciones con cualquier finalidad y la posibilidad de que esas asociaciones puedan desempeñarse como titulares de todos los derechos necesarios o convenientes para el cumplimiento de sus metas.
Es útil todo lo que no es ilícito, lo que no afecta a la moral, a las buenas costumbres ni a los derechos de terceros. 

· Derecho de entrar, transitar y egresar

Este derecho debe ser más restringido con respecto a los extranjeros, debido a que no es un “habitante” en el sentido estricto de la palabra.
La ley 22439, establece ciertos requisitos para el ingreso de los extranjeros, calificando de “ilegales” a los que entren sin cumplir aquellos recaudos.

El derecho de permanecer en el territorio lo gozan tanto los argentinos como los extranjeros entrados legalmente en el país. Durante su permanencia, el extranjero esta sujeto a la jurisdicción y a las leyes del estado argentino.
El derecho de permanencia en el territorio argentino no se limita a una simple presencia física en el, sino que esta íntimamente relacionado con el derecho de trabajar y de contratar; mientras la persona permanezca en el.

El derecho de salir del territorio argentino no se limita a la mera posibilidad física de cruzar la frontera, sino que debe incluir lo necesario para que el viaje y la estadía sean posibles.
Articulo 28 de la C. N.

“Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”

La restricción de los derechos debe ser hecha por ley del Congreso. Pero no basta solo este requisito para legitimar cualquier reglamentación, es necesaria otra condición de carácter sustancial.

Cuando la ley reglamentaría del derecho, lo desvirtúa o desnaturaliza, deja de ser válida.

La igualdad ante la Ley: Art. 16 de la C. N.
“La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ellas fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.”

· Igualdad

Cada parte tenga una situación de identidad, de modo tal que las oportunidades sean las mismas para todos.  Es la distribución equitativa de los espacios de libertad y como tal la condición necesaria del ejercicio de las potencialidades del hombre. Cada hombre tiene derecho a ejercer sus aptitudes vitales e los ámbitos sociales, culturales, económicos, políticos, etc., sin que haya privilegios apoyos que se le nieguen a otros individuos. Estos principios son esenciales en el sistema democrático.

El principio de igualdad no solo rige las relaciones entre los habitantes y el Estado, sino también las relaciones entre los particulares. Así como sostiene la igualdad ante la ley (P. L.), ante la administración (P. E.) y ante la jurisdicción (P. J.) y entre los habitantes que integran la comunidad.

· La igualdad en los tratados internacionales

El Pacto de san José obliga a los Estados a respetar los derechos y libertades de toda persona, sin hacer diferencia en sexo, edad, idioma, etc.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos extiende la prohibición de discriminar a hombres y mujeres, establece que todas las personas son iguales ante la ley, tribunales y cortes de justicia.

Entre otras normas y declaraciones internacionales que se refieren a la igualdad son: la Declaración Universal de los DDHH. y El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

· Fueros. Clases. Prohibición de los fueros personales

Los fueros eran privilegios que se otorgaban a determinadas categorías de individuos, en virtud de los cuales estos eran juzgados a cargos de tribunales especiales integrados por sus pares o colegas. Ej.: fuero eclesiástico, de la nobleza, el militar y el universitario. Todos estos menos el militar fueron abolidos.

En la asamblea del año XIII se ordena la extinción de títulos de condes, marques y barones en el territorio de las Provincias Unidas de la plata.

· Idoneidad en los empleos

No todos son iguales para acceder a los puestos públicos: debe preferirse a los más idóneos. A su vez los no idóneos no deben ser designados en tales cargos.

La ley puede establecer diversas condiciones para ingresar en los empleos públicos.
Los empleos a que se refiere el artículo son los públicos, los cargos que se hallan en la estructura orgánica de algunos de los 3 poderes del Estado federal, Estados provinciales, municipios, entes internacionales, etc.

La idoneidad es un concepto amplio que incluye aptitudes políticas, culturales, morales, etc. 

· Igualdad fiscal. Cargas públicas. Base imponible

Igualdad fiscal significa que se debe dar a las personas el mismo trato en las mismas condiciones, no se puede aplicar una suma igual a personas con distintas capacidades económicas, porque el atributo, que sería leve para unos, podría ser exclusivamente oneroso para otros. La base del tratamiento impositivo se funda en la capacidad contributiva.

Se prohíbe privilegiar a ciertas personas o categorías de personas con beneficios fiscales en deterioro de otras.

La alícuota o porcentaje del impuesto se va elevando a medida que aumenta el capital imponible, la tasa alícuota del impuesto es siempre la misma, cualquiera que sea el monto del capital gravado.
Las cargas públicas deben respetar el principio constitucional de la igualdad conforme a las pautas señaladas por la Corte Suprema.

El principio de igualdad de y en las cargas ha sido ensayado respecto de la necesidad de compensar, por parte del Estado, los mayores costos aparecidos en los contratos administrativos que este celebra con los particulares para concluir una obra pública. 
Articulo 14 bis de la C. N. El derecho de la propiedad y sus garantías
“El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor, jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital y móvil; igual remuneración por igual tareas; participación en las ganancias de la empresa, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado público, organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial.
Queda garantizado a los gremios, concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y el arbitraje; el derecho a huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias ara el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo.

El estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes, jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien de la familia, la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.”

· Condiciones dignas y equitativas de labor

Hay que respetar al trabajador en su condición de hombre, no se debe avasallar su dignidad en las tareas que cumple, en su vinculación con el empleador ni en sus relaciones laborales de todo tipo. Estas condiciones dignas y equitativas de trabajo deben comprender las siguientes circunstancias: todo trabajo y servicio, lugar y modo e que se realizan, valores humanos del trabajador propios de su condición de hombre y situaciones personales del trabajador, ya sea sexo, edad, capacidad laborativa.
· Cualquier trabajo debe cumplir requisitos de higiene y seguridad
· No exceder las posibilidades normales de esfuerzo

· Conclusión: no debe perjudicar la calidad de vida

· Jornada limitada

La duración de trabajo debe ser equitativa: que no exceda las probabilidades normales de esfuerzo. Esta jornada limitada se ha impuesto para evitar el agotamiento físico, moral e intelectual del trabajador.

· Descanso y vacaciones pagados

El descanso pago se refiere al reposo semanal obligatorio y remunerado. Toda persona tiene derecho al reposo.

También se interpreta que tal beneficio debe ser pagado por adelantado, antes de tomar las vacaciones.

· Retribución justa
La retribución debe atender 4 variables principales:

1- El trabajo o las tareas realizadas
2- El producto de ese esfuerzo

3- Las necesidades del trabajador y su familia

4- El bien común (el bien de todos en la sociedad)

El concepto de retribución justa incluye tanto a las remuneraciones como a los salarios. El derecho de retribución justa abarca tareas prestadas en relación de dependencia, como también tareas prestadas sin relación de dependencia.

· Salario mínimo, vital y móvil

El salario mínimo es un salario justo y razonable que no puede, ni debe ser reducido por acuerdos convencionales de cualquier naturaleza. Este salario debe ser vital para satisfacer las necesidades de el trabajador, de su familia, vivienda, alimentación, salud, indumentaria, etc. 

La movilidad de este salario obliga según la constituyente a actualizarlo para mantener el poder adquisitivo.

· Conciliación y arbitraje

Se plantea esta instancia cuando surgen problemas entre los empleadores y los trabajadores, lo hace para evitar que se tome medidas de fuerza que con el tiempo terminen perjudicando más a las partes intervinientes.

Los conflictos que pueden surgir son:

· Individualistas: cuando los intereses en juego son los de un trabajador concreto

· Colectivos: cuando se trata de un grupo de trabajadores

· De derecho: se relacionan con la interpretación del derecho vigente

· De interés o económicos: tienden a modificar el derecho vigente o a crear uno nuevo

· La huelga

Este derecho constituye un movimiento colectivo, con abandono temporal del trabajo, ejercido en forma pacífica y por la simple decisión de la pluralidad de trabajadores de un gremio, después de agotar las vías conciliatorias dispuestas por la ley y cuando no queda otro camino para la defensa de los intereses de los trabajadores.
Este derecho también comprende a las huelgas de solidaridad, o sea en apoyo de otros trabajadores que luchan en defensa de sus propios intereses de movimientos atípicos que tengan los requisitos para realizar la huelga.

Se debe respetar la libertad de adhesión personal del trabajador a dicha huelga.

La autoridad administrativa puede calificar la huelga determinando si es legal o ilegal. Si se declara ilegal el empleador puede adoptar medidas como el despido con justa causa de uno, algunos o todos los huelguistas y no pagar la retribución por el tiempo que duro la huelga.
· Garantías a favor de los representantes legales

Ninguna medida que afecte la libertad y la seguridad debe ser tomada contra el representante gremial a raíz o con motivo de su gestión sindical.

Si se produce un despido injustificado, existen 2 medidas a tomar:

· La que sostiene que corresponde al representante gremial el cobro de las indemnizaciones comunes, mas el monto de los salarios que debió percibir durante el período de estabilidad

· Las que reconoce al representante la acción de reincorporación por que goza de estabilidad propia.

· Seguridad social integral e irrenunciable

Trata de la seguridad social relacionada con el trabajo, este tiene mayor amplitud y se extiende para todos los habitantes del Estado.
Se dice que es integral porque debe absorber todos los riesgos y situaciones como por Ej.; enfermedad, accidentes.

· Seguro social obligatorio

El seguro es solo un instrumento utilizado para hacer efectivos los beneficios de la seguridad social.
Este seguro estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica.

La seguridad abarca tanto el seguro como la previsión y es extensivo a toda la población.

Se dice que este seguro social es obligatorio porque el trabajador deberá incorporarse al sistema y realizar los aportes correspondientes, más allá de que luego decida utilizarlos o no. 

No puedo existir “superposición de aportes”, es decir, que por una misma actividad solo corresponde el aporte a un organismo.

· Igual remuneración por igual tarea

El propósito es evitar la discriminación entre el hombre y mujer, nacionalidad, religión, creencias, edad, etc.
Esta remuneración incluye salarios, premios, jornales.

La igual remuneración por igual tarea requiere que los trabajadores desempeñen la misma clase de trabajo, por igual tiempo, que desarrollen su actividad para el mismo empleador o dentro del mismo convenio colectivo.

Esta norma no impide que sean remunerados, en forma distinta, el trabajo nocturno que el diurno, el insalubre que el ordinario, porque las diferentes condiciones en que se realizan las tareas imponen una razonable distinción.

· Participación en las ganancias de las empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección de la empresa
Estas condiciones: participación en las ganancias de las empresas, con control de producción y colaboración en la dirección de la empresa; se orientan a sacar al obrero de su posición de silencioso ejecutor. Estas normas tratan de convertirlo en protagonista de la empresa y en colaborador de su administración.
· Protección contra el despido arbitrario

Esto tiene como meta compensar, indemnizar al trabajador de los eventuales daños provocados por el despido arbitrario, proporcionándoles los medios de vida necesarios hasta alcanzar algún trabajo. 

· Entidades del empleado público

Al empleado público no se lo puede despedir arbitrariamente, rige en el ámbito: nacional, provincial y municipal, significando mas que la genérica protección contra el despido arbitrario y no perjudica las facultades administrativas de la nación en cuanto a: otorgar ascensos siempre que no perjudique al trabajador.

El principio no perjudica el derecho del estado a despedir personal que hubiese incurrido en mala conducta o indebido desempeño de sus funciones.

De hacer causa disciplinaria para concluir con la relación de empleo público, el instrumento habitual para disponerla, es la previa instrucción de un sumerio administrativo.

La prescindibilidad surge de la necesidad de proceder al ordenamiento y transformación racional de la administración pública para lograr que sea eficaz, funcional y económica.

· Organización sindical libre y democrática

Para la constitución las palabras gremio y sindicato son lo mismo.
Este artículo reconoce a los trabajadores el derecho de agremiarse en el gremio que deseen. Los trabajadores tienen derecho a constituir libremente asociaciones, sindicales, afiliaciones, etc.

El hecho de que un trabajador decida desafiliarse de un sindicato, no significa que este no realizara mas los aportes correspondientes.

Es estado no crea el sindicato, sino que lo encuentra ya existente, y como consecuencia debe reconocerle derecho de autonomía.

Las asociaciones sindicales están obligadas ser libres y democráticas.
· Libres: deberá admitir la afiliación de toda persona mayor de 14 años sin necesidad de autorización.

· Democráticas: la C. N. impone formas democráticas de organización como por ejemplo: igualdad de sus afiliados, renovación periódica mediante comicios, etc.

· Jubilaciones y pensiones

Si bien ambas se refieres a la pasividad, encierran distintos conceptos.

La jubilación es la retribución periódica que recibe la persona que deja su actividad laboral después de haber prestado sus servicios durante un lapso determinado y de haber realizado los aportes correspondientes.

La pensión es un beneficio derivado que reciben los causahabitantes de la persona jubilada o con derecho a jubilación.

Se dice que mientras el afiliado se encuentra en actividad, el derecho a su jubilación es un derecho “en expectativa”.

El monto del beneficio debe ser razonable proporcionado a la remuneración que correspondía a la persona si estuviera prestando servicios activos.
· Protección integral de la familia

Se trata de otorgarle amparo y seguridad. La protección integral pretende promover a la familia a la jerarquía y dignidad de sociedad primaria y núcleo fundamental. Se quiere dar a esa protección un sentido humano y generoso.

· Defensa del bien de familia (vivienda digna)

Se refiere a la residencia familiar destinada a la vivienda. Se resguarda la vivienda domestica como centro de la familia con el propósito de contribuir a su unidad, estabilidad y prolongación en el tiempo.
Si bien la cláusula de que el Estado establecerá el acceso a una vivienda digna persigue la finalidad de brindar a todos los hombres la posibilidad de gozar de una vivienda higiénica y confortable.

· Concertación de convenios colectivos de trabajo

Reconoce a los sindicatos la facultad de realizar actos jurídicos de carácter normativo, entre ellos el convenio de trabajo que celebran periódicamente con uno o varios empleadores; dichos convenios no solo se proyectan a los que lo instrumentan, sino que su obligatoriedad se extiende a todos los trabajadores y empleadores de la actividad comprendidos en la zona de su aplicación, con independencia de la afiliación al sindicato que lo haya celebrado.

El convenio colectivo es contractual y se ubica en el marco de las actividades privadas.
Artículo 15 de la C. N
“En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy existen quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una ley especial reglara las indemnizaciones a que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra y veta de personas es un crimen de que serán responsables los que lo celebrasen, y el escribano o funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio de la República”.

· La esclavitud

La esclavitud lesiona el derecho más importante que posee el hombre, el derecho a la dignidad, porque aquella le priva de su carácter de ser humano, transformándolo en una cosa mueble con valor, la vida del esclavo no era la vida del ser humano.

· Compra y venta de personas
Se califica de crimen a todo contrato de compra-venta de personas, extendiendo la responsabilidad a las partes y a los escribanos o funcionarios que lo autoricen. Se hace referencia a los escribanos ya que estos debían legalizar a los esclavos a efectos del pago de los derechos fiscales, tal como lo determina el artículo. 
Análisis del Art. 17 de la C. N.

“La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en la ley. La extrapropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. Sólo el con Congreso impone las contribuciones que se expresan en el artículo 4. Ningún servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. La confiscación de bienes queda borrada para siempre del Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna especie.”
· Propiedad

Consiste en el señorío jurídico más amplio que se tiene sobre la cosa. El propietario puede libremente usar la cosa, disfrutarla y disponer de ella como le plazca, y aunque existieran diversas limitaciones y restricciones, el dueño es considerado como ejercitando un poder pleno sobre la cosa.

La Constitución prevé en dicho artículo lo siguiente.

· Proclama un derecho genérico a la propiedad, reputándolo inviolable, que incluye la facultad de disfrutarla y transmitirla discrecionalmente.

· Determina una subespecie de la propiedad, la intelectual, considerándola transitoria.

· Reconoce un tipo particular del sujeto de derecho de propiedad (el extranjero).

· Autoriza la conclusión del derecho de propiedad por parte del Estado, mediante la expropiación.

· Formula prohibiciones: no están permitidas las confiscaciones ni tampoco las requisiciones por los cuerpos armados.

· Derechos que integran al concepto de propiedad

· Los derechos “reales”, aquellos ejercidos sobre una cosa

· Los derechos “creditorios” o “personales”, aquellos ejercidos contra una o más personas determinadas como contrapartida de una obligación a cargo de éstas

· Los derechos patrimoniales regulados por el derecho administrativo, ya sea sobre cosas o contra el Estado

· El derecho a transmitir y a recibir bienes por causas de muerte

· Los derechos de propiedad intelectual, industrial y comercial

· La propiedad de la tierra

· Los derechos adquiridos, que se han incorporado definitivamente al patrimonio del titular; distinto al derecho expectativa, que es el que aún no se ha consolidado

· Perfil ideológico de la propiedad

En la Constitución caben 3 posibles interpretaciones ideológicas de la propiedad:

· Lectura individualista-liberal: privilegia la idea de la propiedad como derecho del propietario titular de cada bien. Hay una ley natural que hace a cada productor dueño de su utilidad o provecho.

· Lectura cristiana: la propiedad privada es un derecho natural, pero no es concebible sin unos deberes con miras al bien común

· Lectura del estado social de derecho: se baso en la idea de justicia social para todos (propiedad obligada).

· Limitaciones al derecho de prioridad

El derecho de propiedad no es absoluto, su ejercicio debe ajustarse a las leyes que la reglamenten, las cuales, siendo razonables, no pueden impugnarse exitosamente con base constitucional.
Las reglamentaciones al derecho de propiedad son:

· Las simples restricciones, generalmente no indemnizables prohibición de edificar a mayor o menos altura).

· Las servidumbres, por lo común indemnizables.

· La ocupación temporánea, indemnizable o no, según la causa que la motiva.

· La expropiación, siempre indemnizable.

· La requisición de la propiedad del objeto incautado, y que genera habitualmente indemnización.

· El decomiso, que aniquila la propiedad del titular, ya que importa una sanción, explicada por razones de seguridad, salud o mortalidad públicas, como regla no indemnizada.

Que son indemnizables significa que por pérdida o prohibición de ciertos actos se compensa a la persona.

· Garantías Reales: Prenda E Hipoteca

· Garantía: toda forma o mecanismo legal para asegurar el cumplimiento de una obligación. Es legal cuando la supone y exige la ley. Es convencional cuando, nace por el acuerdo de las partes.
· Hipoteca: derecho real constituido en seguridad de un crédito en dinero sobre los bienes inmuebles que continúan en poder del deudor. 

Caracteres de la hipoteca: ésta, al igual que la prenda, garantizaba toda clase de obligaciones. Pero a diferencia de ésta, la hipoteca se constituía por convenio.

· Prenda: derecho real constituido por el deudor a favor del acreedor en seguridad del pago de una obligación. La posesión de la cosa se transfiere al acreedor.

Caracteres de la prenda: por ser una garantía, supone la existencia de una obligación. En efecto, no es concebible una prenda sin una deuda a la cual está garantizado. Si el crédito se extingue, la prenda cesa.

La expropiación

La expropiación concilia los intereses públicos con los privados.

1-  Concepto: es el instituto de derecho público mediante el cual el Estado priva coactivamente de la propiedad de un bien a un titular, siguiendo un determinado procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero, integralmente justa y única.

Dos son los efectos esenciales de la expropiación: la transferencia del derecho de propiedad del expropiado al expropiante y el nacimiento del derecho a la indemnización a favor del expropiado.
2-  Fundamento: la Constitución reconoce el derecho subjetivo a la propiedad privada, sujeto a las reglamentaciones que condicionan su ejercicio, razón por la cual no es un derecho absoluto, sino relativo, que tiene una función social.

3- Elementos: los elementos de la expropiación pública son los siguientes:

· Elemento final (utilidad pública): la exigencia de que la expropiación responda a una causa de utilidad pública constituye, para los administrados, una garantía constitucional establecida en resguardo de la propiedad privada.
· Elemento objetivo (bien expropiable): el objeto de la expropiación es la propiedad, o sea, todos los derechos patrimoniales de contenido económico. Quedan excluidos de la noción de propiedad los bienes o valores innatos al ser humano, los llamados derechos a la personalidad: derecho a la vida, al honor, a la libertad, a la integridad física y al nombre.
· Elemento subjetivo (expropiante y expropiado): los sujetos necesarios de la relación jurídica expropiatoria son el exponente (sujeto activo) y el expropiad (sujeto pasivo). Puede haber un 3º sujeto voluntario, el beneficiario, cuando el bien no se expropia para el expropiante sino para terceros.

· Sujeto Activo (expropiante): es quien ejecuta la declaración de utilidad pública, impulsa el trámite para consumar el desapropio y paga la respectiva indemnización. La nación y las provincias son los únicos titulares de la competencia expropiatoria, porque ejercen por si mismas y directamente la facultad de declarar la utilidad publica. Además de la nación y las provincias (sujetos activos originarios), pueden promover la expropiación entes públicos (estatales y no estatales) o privados (sujetos activos derivados), que obran en virtud de una delegación autorizada por sujetos originarios.

La calificación la realiza siempre el órgano legislativo correspondiente, pero la promoción de la expropiación puede hacerla personas distintas del Estado, como las entidades descentralizadas (municipalidades, empresas del Estado, etc.) y particulares, siempre autorizados por la ley. 

· Sujeto Pasivo (expropiado): es el titular del bien objeto de la declaración de utilidad pública. Si el sujeto expropiado es un incapaz, sujeto a tutela o cúratela, la transferencia del bien por cesión amistosa o avenimiento debe ser autorizada por el juez.

· Sujeto Beneficiario: es aquél a quien se destina el objeto expropiado. Si es el Estado quien expropia, lo habitual es que el bien desapropiado se incorpore a su dominio, público o privado, según el fin que se le asigne. 

· Elemento Material (indemnización): la indemnización es una compensación económica debida al expropiado por el sacrificio impuesto en el interés público. Significa restituir integralmente al propietario el mismo valor económico del que se le priva, cubriendo los daños y perjuicios que sean consecuencia de la expropiación. La indemnización expropiatoria debe ser previa, justa, única y en efectivo.

· Elemento formal (procedimiento y plazo): existen 2 procedimientos:
· Procesamiento extrajudicial: en el caso de los inmuebles indica que le ofrece al expropiado el valor fijado por el Tribunal de Tasaciones de la Nación con prescindencia de todas las otras bases y para los demás bienes el valor fijado por las oficinas técnicas competentes que en cada caso de designen. 

· Procedimiento judicial: si no se logra el procedimiento extrajudicial, el expropiante deberá acudir a la vía judicial.
4- Abandono de la expropiación: supone una inercia del Estado que, deja transcurrir los plazos sin promover la acción judicial. El abandono no se vincula al proceso expropiatorio, ya que su presupuesto básico lo constituye la falta de iniciación del respectivo juicio de expropiación. 

5- Expropiación Diferida: constituye una excepción al abandono. Se configura cuando para la instrumentación de planes urbanísticos, se reserven inmuebles que permanecerán en poder de sus propietarios, quienes podrán transferirlos en las condiciones fijadas por la ley hasta que el expropiante los requiera.
6- Acción de retrocesión: es el derecho del expropiado al reintegro del bien del que ha sido privado por causa de utilidad pública, restituyendo el importe de la indemnización recibida, cuando dentro del plazo fijado no se cumple el destino que determinó la expropiación.

7—Fundamentos: al producirse la cesación del derecho que la causa expropiatoria atribuye al expropiador, por falta del destino o destino distinto, justificase, el reintegro del bien expropiado. 
La propiedad intelectual

“Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley.”

La protección que la ley brinda al autor en relación a su obra, tiene fundamentalmente un fundamento ético que es el reconocimiento del mérito, del esfuerzo, de la capacidad intelectual y de la paternidad de la obra, la que es producto de una de las formas más nobles del trabajo humano: el de la mente es como un parto espiritual, si se nos permite la expresión.

Los derechos intelectuales trascienden así, al mero concepto d derecho patrimonial, ya que si bien es cierto que proporcionan al autor, inventor o descubridor un posible beneficio económico, la sustancia más importante de aquellos no es este beneficio sino esa relación especial entre el autor y su obra, que bien puede definirse como una paternidad espiritual imprescriptible.
Las ideas no son producto exclusivo de su autor. En cada creación literaria, científica, tecnológica, existe siempre un ingrediente esencial que es el acervo cultural de la humanidad, en el cual el autor está inmerso y del cual toma muchos elementos para su creación. Por eso es justo que la comunidad pueda gozar de los beneficios de a obra intelectual, una vez que el autor haya obtenido su justa compensación económica. 
También el autor tiene derecho a que se respete su paternidad, es decir que aún cuando el o sus herederos no perciban el producto económico de la obra, el editor no debe omitir o suplantar el nombre del autor.

La confiscación

Implica el desapoderamiento de los bienes de una persona, que pasa al poder del Estado sin compensación alguna.
Características:

· Puede ser resultante de medidas de carácter individual o general

· Puede configurarse a través de medidas penales, civiles, administrativas y fiscales

· Puede resultar tanto de requisiciones militares, como de las autoridades civiles

Tipos:

Puede ser implícita o explicita. La confiscación penal es explicita y esta prohibida. La prohibición de la confiscación civil, administrativa o fiscal es implícita, pues la sanción desproporcionada que absorbe parte esencial del capital, resulta agraviante la garantía de inviolabilidad del derecho de propiedad. Es confiscatoria por ser violatoria de los artículos 14 y 17, que aseguran disponer de la propiedad y su inviolabilidad. 
Dominio Público y Privado del Estado: concepto y diferencias

Dominio Público: es inalienable (no se transmite), imprescriptible (indeterminable) e inembargable, con todas las consecuencias que de ello se siguen. 
Dominio Privado (del Estado): ésta sujeto a las reglas de la propiedad privada, salvo algunas excepciones.

Un bien o cosa se considera del dominio público, cuando esta afectado al “uso público”, directa o indirectamente.

Código Civil:

Art.2340.- Quedan comprendidos entre los bienes públicos: 

1 - Los mares territoriales hasta la distancia que determine la legislación especial, independientemente del poder jurisdiccional sobre la zona contigua; 

2 - Los mares interiores, bahías, ensenadas, puertos y ancladeros; 

3 - Los ríos, sus cauces, las demás aguas que corren por cauces naturales y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general, comprendiéndose las aguas subterráneas, sin perjuicio del ejercicio regular del derecho del propietario del fundo de extraer las aguas subterráneas en la medida de su interés y con sujeción a la reglamentación; 

4 - Las playas del mar y las riberas internas de los ríos, entendiéndose por tales la extensión de tierra que las aguas bañan o desocupan durante las altas mareas normales o las crecidas medias ordinarias; 

5 - Los lagos navegables y sus lechos; 

6 - Las islas formadas o que se formen en el mar territorial o en toda clase de río, o en los lagos navegables, cuando ellas no pertenezcan a particulares; 

7 - Las calles, plazas, caminos, canales, puentes y cualquier otra obra pública construida para utilidad o comodidad común; 

8 - Los documentos oficiales de los poderes del Estado; 

9 - Las ruinas y yacimientos arqueológicos y paleontológicos de interés científico. 

Art.2341.- Las personas particulares tienen el uso y goce de los bienes públicos del Estado o de los Estados, pero estarán sujetas a las disposiciones de este Código y a las ordenanzas generales o locales. 

Art.2342.- Son bienes privados del Estado general o de los estados particulares: 

1 - Todas las tierras que estando situadas dentro de los límites territoriales de la República, carecen de otro dueño; 

2 - Las minas de oro, plata, cobre, piedras preciosas y sustancias fósiles, no obstante el dominio de las corporaciones o particulares sobre la superficie de la tierra; 

3 - Los bienes vacantes o mostrencos, y los de las personas que mueren sin tener herederos, según las disposiciones de este Código; 

4 - Los muros, plazas de guerra, puentes, ferrocarriles y toda construcción hecha por el Estado o por los Estados, y todos los bienes adquiridos por el Estado o por los Estados por cualquier título; 

5 - Las embarcaciones que diesen en las costas de los mares o ríos de la República, sus fragmentos y los objetos de su cargamento, siendo de enemigos o de corsarios. 

+ Elementos

- Subjetivo: es el titular de la cosa, el titular de los bienes dominiales, es el Estado o la persona publica.

- Objetivo: se relación con los objetos, bienes o cosas, que integran el dominio publico, cuya caracterización legal se rige por los principios del derecho privado. 

- Teleológico
- Normativo
El ordenamiento jurídico considera que el uso publico determinante de la dominilidad puede ser directo (monumento nacional, destinado a la contemplación) o indirecto (una biblioteca publica, que traduce la prestación de un servicio público.

Afectar es declarar un bien al dominio público. Desafectar es sustraerlo del destino al uso público. La desafectación de un bien del dominio público debe efectuarse por un acto de derecho público. Puede realizarse por medio de un acto administrativo.

La desafectación tacita  se presenta cuando los bienes del dominio publico dejan de poseer tal carácter, no por cambiar su calificación, sino porque la cesación de esa calidad se debe a un hecho exterior de la naturaleza o a una transformación en su estado externo, debido a obras realizadas por autoridad competente. (Un río que por causas naturales se seca).
+ Uso

Uso común: es el uso que puede realizar todas las personas en forma directamente o colectivamente, por su sola condición de tales, sujetándose a la obligación de observar las disposiciones reglamentarias dictadas por autoridad competente. (Transito por las vías y lugares públicos)

Características: es libre porque no esta sujeto a ninguna autorización administrativa previa, es gratuito en ciertos casos es oneroso, como cuando se cobra un peaje, es impersonal, e ilimitado.

Uso especial: es aquel que solo pueden realizar las personas que hayan adquirido la respectiva facultad de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente. El uso especial no satisface en forma inmediata y principal, necesidades colectivas, ni tiene por objeto el desarrollo de la personalidad humana con referencia al ámbito de la libertad, no se trata de un derecho que corresponda al hombre en su calidad de tal. 

Características: es reglado porque solo pueden adquirir un derecho privativo de los bienes del dominio publico los que hayan reunido los requisitos fijados por la autoridad estatal, es oneroso, es personal y es limitado por un determinado tiempo.
Formas
Permiso: es un acto administrativo de carácter unilateral, sin que se le atribuya o reconozca valor alguno a la voluntad individual del administrado en la formación o nacimiento del mismo. Crea una situación jurídica individual condicionada al cumplimiento de la ley y/o a condiciones de él. 
Concesión: puede hacerse por acto o por contrato administrativo su revocación por razones de oportunidad, merito o conveniencia es indemnizable.
Restricciones y límites administrativos a la propiedad privada

Son las condiciones legales del ejercicio normal u ordinario del derecho de propiedad. Implican una reducción del carácter absoluto del derecho de propiedad. Las restricciones se establecen para el mejor condicionamiento del ejercicio de su derecho dentro de la convivencia social y generalmente se identifican con el poder de policía municipal. 

Características: son generales, constantes y actuales; obligatorias; variadas e ilimitadas; imprescriptibles: no se extinguen por desuso no por no uso; indeterminadas: pueden afectar tanto bienes muebles como inmuebles, autorizaciones especiales, etc.; ejecutorias (el particular no tiene derecho a interponer acciones negatorias que puedan paralizar los trabajos).
Servidumbres administrativas

Las servidumbres constituyen otro modo de limitación administrativo a la propiedad.
La servidumbre administrativa es un derecho real público, que integra la Dominialidad pública constituido a favor de una entidad pública sobre inmueble ajeno, con el objeto de que éste sirva al uso público.

Las servidumbres administrativas se extinguen por: ley, acto de desafectación expresa, convenio o distrato, renuncia (en los casos de servidumbre adquirida por convenio, acto de libertad o prescripción), confusión (por afectación al dominio público de la heredad sirviente, en que se produce una fusión de usos públicos y nadie puede tener “servidumbre en los propio”, destrucción de la heredad sirviente (incompatible con el fin de la servidumbre) y desafectación tácita por no uso inmemorial.
Nuevos Derechos y Garantías: análisis de los artículos 36, 41 y 42 de la C. N.

Declaraciones: son expresiones, manifestaciones o afirmaciones en las q se toma posición acerca de cuestiones fundamentales.
Derechos: son facultades que la Constitución reconoce a los habitantes del país para que puedan vivir con dignidad. Al estar así reconocidos los habitantes pueden exigir su respeto.

Garantías: son protecciones establecidas en la Constitución para asegurar el respeto de los derechos y las libertades que ella reconoce.

Articulo 36
· Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático

El objetivo es defender y proteger el orden constitucional democrático, ya que nuestra historia muestra cortes institucionales que interrumpieron la continuidad política y jurídica del estado.
· Estos actos serán insanablemente nulos
La Constitución misma prueba o procura su vigencia disuadiendo a los que actúen contra su perdurabilidad previendo sanciones.
· Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas
La norma penaliza a los autores del acto que atenta contra la perpetuidad del sistema democrático, con una larga inhabilitación para ocupar cargos públicos y se los excluye de los beneficios de privilegios y cambio de penas.
· Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles.
Se considera que la persona que realice la usurpación de funciones, tendrá igual pena que los autores de dichos actos.

· Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo.
Los sujetos activos titulares de este derecho son los ciudadanos y no los habitantes. Es un derecho de contenido estrictamente político y corresponde a los argentinos con derechos electorales.

· Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos.
Se intenta prevenir aquellas conductas que constituyan un delito, principalmente el enriquecimiento personal, en perjuicio del estado. Para quien atente con el patrimonio del Estado se incorpora la penalización.
· El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.
Se busca establecer procedimientos para alcanzar la claridad del obrar público, esencialmente lo relacionado con el manejo de los fondos, del patrimonio y de la actuación y decisión de los funcionarios y/o representantes.
Artículo 41
Este artículo promueve la protección de nuestro ambiente natural y cultural.

· Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo.
Lo que se pretende es amparar al ambiente y a las circunstancias donde se desarrolla la vida del hombre.
El medio ambiente es la sumatoria de todo lo que nos rodea, es el medo que condiciona al hombre y a su vez condicionado y modificado por su acción.

Está integrado por: espacio, tierra, vegetales, animales, agua, atmósfera, cosas que elabora el hombre y sus desechos y demás seres humanos.

El derecho al ambiente tiene 3 atributos:

· Derecho a un ambiente sano: con ausencia de enfermedad y con el pleno bienestar físico, mental y social.

· Derecho a un ambiente: un ambiente que no excluya al hombre, ni un hombre que excluya al ambiente.

· Derecho a un ambiente apto para el desarrollo humano: es un derecho orientado al desarrollo humano. El requisito de un ambiente apto está condicionado al desarrollo humano, y este a la posibilidad de crecimiento de las actividades productivas. La producción esta vinculada al trabajo. 

· El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.

El daño que se le cause al medo ambiente impone la obligación de restaurarlo a su estado anterior, ya sea reponiendo los árboles destruidos o los animales muertos y demás.
· Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.

Se establecen pautas de protección en forma general y con los requisitos mínimos. También se reconoce a las provincias la facultad para reclamar ante los tribunales provinciales, federales o de la ciudad de Buenos Aires la protección de estos derechos.
· Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.

No podrán ingresar a nuestro país residuos radioactivos, activos o residuos actual o potencialmente peligrosos; más allá de cualquier tipo de tratado o convenio.

Artículo 42

“Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.
Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.
La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.”
La expresión “relación de consumo”, alude a la relación socio-económica imperiosa que se extiende a través del consumidor en el ordenamiento jurídico.

La ley rige las relaciones entre los consumidores o usuarios y los comerciantes, empresarios, mayoristas, a los que la ley llama proveedores.

Este artículo tiene como objeto principal titular o enumerar una serie de derechos:

· Derecho de protección de la salud, seguridad e interés económicos:

· Derecho de protección de la salud: las cosas y los servicios deben ser prestados de manera tal que puedan ser utilizados en condiciones previsibles o normales de uso y que no contengan peligro para la salud e integridad física de los consumidores o usuarios.

· Derecho a la seguridad: protege y garantiza que todo producto o servicio ofrecido en el mercado este exento de riesgo, para la seguridad, la salud o la vida del consumidor. 

· Derecho a la protección de los intereses económicos: esta protección alcanza desde la existencia de calidad y eficiencia de los productos y servicios hasta la existencia de organismos administrativos y judiciales que se apliquen. 

· La información adecuada y veraz, que tiene la finalidad de resguardar a los consumidores de datos engañosos o falsos.

· Libertad de elección.

· Condiciones de trato equitativo y digno.
Unidad 6: las Garantías Judiciales y las limitaciones a la Represión Penal.
Análisis de las garantías enumeradas en el Art. 18 de la C. N.

Las garantías judiciales son el conjunto de condiciones previstas en la constitución, con el fin de asegurar, en la mayor medida posible, el desempeño efectivo y justo de la función jurisdiccional.  Estas condiciones se agrupan en 3 garantías:

1- la garantía de independencia, que debe permitir a los juzgadores emitir sus decisiones conforme a su propia certeza de los hechos y de acuerdo son el derecho q estimen aplicable, sin tener q acatar o tener q someterse a indicaciones o sugestiones de sus superiores jerárquicos o de miembros de los otros poderes.

2- La garantía de autoridad, la cual hace posible q los juzgadores estén en condiciones de lograr el cumplimiento efectivo de sus resoluciones.

La garantía de autoridad, q debe permitir exigir en forma institucional la responsabilidad civil, disciplinaria y penal de los juzgadores, por los actos ilícitos en q incurran
Art. 18:”Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.”
a. Esta abolida la pena de muerte por causas políticas

b. Ningún justiciable puede ser privado de un derecho sin que se cumpla un procedimiento regular fijado por la ley, de no haber ley razonable que establezca el procedimiento, ha de arbitrarlo el juez de la causa. Este procedimiento tiene que dar suficiente oportunidad al justiciable de participar con utilidad en el proceso. 
Irretroactividad de la Ley Penal

Impone la intangibilidad de las situaciones jurídicas individuales desarrolladas bajo la vigencia de una ley. Significa que las leyes solamente rigen para el futuro, y que sus disposiciones no pueden alterar las relaciones jurídicas producidas válidamente conforme a la legislación sustituida. 

En la Constitución y sus leyes reglamentarias, el principio de la irretroactividad tiene características y efectos diferentes, según la naturaleza jurídica de las relaciones a que se aplican, lo cual torna conveniente el análisis de cada una de ellas.

Cuando al tiempo de llevarse a cabo una conducta humana no hay ley que contenga la descripción de un tipo penal con el que esa conducta coincida, y que a su vez adjudique pena, no hay delito ni puede haber condena. 
Juicio previo

“Ningún habitante de la nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso.”
Se trata de una garantía reservada al proceso penal exclusivamente. Configura también una prohibición acerca de la retroactividad de la ley penal; “no hay delito ni pena sin ley penal anterior”. Esta afirmación quiere decir que nadie puede ser condenado sin ley incriminatoria que cree el tipo delictivo y que adjudique la pena consiguiente; si hay descripción del delito pero no hay pena atribuida legalmente, no puede haber condena; los delitos que carecen de pena no fundan constitucionalmente la posible sanción penal.

Esta disposición es aplicable a todo tipo de proceso judicial en donde se analiza la restricción l limitación de los derechos de una persona, aunque no revista naturaleza criminal.

a) Ha de existir una ley dictada por el congreso federal antes del “hecho”. Esta ley debe: hacer descripción del tipo delictivo; el tipo legal concreta el ilícito penal y contener la pena o sanción retributiva.

b) La ley aludida en el inciso anterior debe ser previa “al hecho del proceso”.

c) Nadie puede ser penado o condenado sin la tramitación de un juicio durante el cual se cumplan las etapas fundamentales requeridas por el “debido proceso” legal. Esas etapas en el juicio penal son: defensa, prueba y sentencia.
La Corte Suprema ha dado jerarquía constitucional al principio de que no puede haber condena penal sin acusación fiscal.

d) La sentencia en el juicio penal debe estar fundada en la ley, y en la ley a que hemos hecho referencia en los incisos a y b.

El juicio previo requiere su sustanciación ante tribunal de justicia, o por lo menos, la posibilidad de recurrir a él antes de ser penado. Si la disposición de pena se encomienda a un órgano de la administración sin anterior control judicial suficiente, hay agravio a la constitución. Sólo los jueces pueden, en última instancia, decidir la aplicación de sanciones penales.
Cualquiera sea la naturaleza jurídica de la relación social conflictiva, es indispensable un juicio previo fundado en ley para hacer efectiva una restricción o limitación de los derechos constitucionales del hombre.

Toda persona a la cual se pretende privar de algunos de sus derechos, o de limitar sus contenidos, tiene la potestad inviolable de exigir que tales pretensiones se materialicen en un proceso judicial. Una restricción definitiva para las libertades sólo puede ser dispuesta por juez competente, dentro de un proceso judicial y sobre la base de una ley anterior.

La Constitución Nacional se esta refiriendo al “juicio” como institución político-cultural y no como juicio lógico.
Comisiones especiales

Son los órganos creados para juzgar una o más causas particularizadas “al margen del Poder Judicial”. En este supuesto no solamente se niega el acceso a una justicia imparcial, sino justicia misma.
Son todos aquellos organismos no judiciales o tribunales judiciales no permanentes creados especialmente para el caso, sacando a las personas de la jurisdicción permanente de los jueces naturales.
Jueces naturales

La palabra “juez” no alude a la persona física del juez, sino al “tribunal” u “órgano”judicial.
Juez natural es el tribunal cuya creación, jurisdicción y competencia, provienen de una ley anterior al “hecho” originante de aquellas causas. 

El juez natural es aquel que reúne las siguientes condiciones: haber sido designado conforme a la ley, y contar con competencia para resolver un caso según la distribución de causas entre la Nació y las provincias, todo esto antes de que los hechos de la litis hubiesen ocurrido. Pero ambos recaudos cuentan con las excepciones razonables.

· Excepciones Subjetivas: son las producidas por la muerte, renuncia, jubilación, etc., de un juez, circunstancia que provocan su apartamiento de la causa. Si un nuevo juez asume la función que le correspondía al anterior “no hay sustracción al juez natural”.

· Excepciones Objetivas: éstas se presenta cuando la ley modifica la competencia o jurisdicción de un tribunal

Defensa en juicio

Hay ciertas formas sustanciales, que comprenden el cumplimiento de 4 tramos esenciales: acusación, defensa, prueba y sentencia; realizada ante los jueces naturales de la causa.

Es inviolable la defensa en juicio de la persona y sus derechos, esto se concreta en las siguientes pautas:

1-
Derecho a ser oído: debe ser practicado en la oportunidad y forma prevista por las leyes de procedimiento.

2-
Derecho a elegir defensor: aunque se le ofrezca a un acusado un defensor oficial inteligente, diligente y recto, aquel puede escoger siempre a uno de su confianza, libremente. El derecho a designar defensor existe igualmente en los procedimientos por faltas y contravenciones. 

3-
Obligatoriedad del defensor letrado: si el acusado no designa un defensor es obligación del tribunal proveérselo

4-
Defensa eficaz: el derecho de defensa exige también dar la oportunidad al defensor designado para que cumpla su cometido.  En el ámbito penal no basta con que se haya satisfecho formalmente la designación de un defensor letrado, y que este haya podido actuar, sino que la corte suprema demanda un mínimo de ejercicio útil e idóneo de tal defensa, cosa que debe asegurar el propio Estado.

La acusación penal tiene que ser clara, para que el acusado pueda desplegar con plenitud su derecho a ser oído y ofrecer prueba en su descargo. O sea, que un tribunal puede calificar los hechos de modo distinto al solicitado por la fiscalía.

Inmunidad de declaración
Principio de incoercibilidad de la confesión: nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo.
La Corte ha restringido esta garantía al ámbito penal y, por lo tanto, no impide a formular las manifestaciones pertinentes, según las circunstancias del juicio. Es perfectamente constitucional imponer sanciones al litigante civil que haya tenido en el proceso, conducta temeraria o maliciosa.

De no ser obligado a declarar en el fuero penal se desprenden las siguientes consecuencias:

· Derecho a no declarar: no ser sometido a ningún tipo de amenaza concreta que conspire contra la garantía de declarar libre de presiones; también que el silencio no sea tenido en perjuicio de quien se abstiene de declarar. Para cumplir con el precepto constitucional de no ser obligado a declarar contra si mismo, es suficiente con que en el acta del caso se deje constancia de que el procesado se opuso a que se le tomara declaración indagatoria.

· Prohibición de tormentos y azotes: se impide toda especie de tormento y los azotes.

Por esto, si se prueba que la aplicación de una tortura ha sido decisiva para obtener una confesión extrajudicial, corresponde revocar la sentencia condenatoria basada en esa prueba. No basta, con castigar a los autores de los apremios ilegales, sino que cabe descalificar el fallo así viciado.

· Derecho a no prestar juramento: las posiciones tomadas bajo juramento son contrarias al derecho constitucional de defensa en juicio, ya que se le está obligando solemnemente a afirmar la verdad de lo que expone, y que puede ser empleado en su perjuicio. 
Debido Proceso

Suministrar a los individuos el amparo necesario para el amparo de sus derechos con motivo del ejercicio del poder jurisdiccional del Estado
Es la garantía que impone al Estado la obligación de organizar y aplicar su poder jurisdiccional, para que los individuos puedan hacer efectivos sus derechos recurriendo a las técnicas y procedimientos establecidos por la ley.

Articulo 19 de la C. N.

“Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.”

Consagra la libertad de pensamiento, de conciencia y de privacidad. Incluyendo el llamado principio de legalidad.

Habeas Corpus

Su función es proteger la libertad de los ciudadanos. De ahí que la Constitución, recoja esta institución y obligue al legislador a regularla, completando el complejo y acabado sistema de protección de la libertad personal diseñado por nuestra norma fundamental. La regulación del “Habeas Corpus” es, un mandato constitucional y un compromiso de los poderes públicos ante los ciudadanos.

La pretensión del mismo es establecer remedios eficaces y rápidos para eventuales supuestos de detenciones de la persona, no justificados legalmente.

La eficaz regulación del “Habeas Corpus” exige, la articulación de un procedimiento lo suficientemente rápido como para conseguir la inmediata judicial de la legalidad y las condiciones de detención, y lo suficientemente sencillo como para que sea accesible a todos los ciudadanos y permita el acceso a la autoridad judicial.

· Disposiciones generales

Procedencia

Corresponderá el procedimiento de Habeas Corpus cuando se denuncie un acto u omisión de autoridad que implique:

· Limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria sin orden escrita de autoridad competente.

· Agravación ilegítima de la forma y condiciones en que se cumple la privación de la libertad sin perjuicios de las facultades propias de juez del proceso.

Facultados a denunciar

La denuncia del HC podrá ser interpuesta por la persona que afirme encontrarse en las condiciones previstas.

Inconstitucionalidad

Los jueces podrán declarar de oficio en el caso concreto la inconstitucionalidad, cuando la limitación de la libertad se lleve a cabo por orden escrita de una autoridad que obra en virtud de un precepto legal contrario a la C. N.
· Procedimiento

Competencia

Cuando el acto denunciado como lesivo emana de la autoridad nacional, conocerán de los procedimientos de HC:

1- En la Capital Federal los jueces de primer instancia en lo criminal de instrucción.

2- En el territorio nacional o provincial los jueces de sección, según las reglas que rigen su competencia territorial.

Denuncia

· La denuncia del HC deberá  contener: 

· Nombre y apellido real del denunciante

· Nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia

· Autoridad de quien emana el acto denunciado como lesivo

· Causa o pretexto del acto denunciado como lesivo en la medida de conocimiento del denunciante

· Expresará además en que consiste la ilegitimidad del acto

Acta de audiencia

Deberá contener:

1- Nombre del juez y los intervinientes

2- Mención de los actos que se desarrollaron en la audiencia, con indicaciones del nombre y domicilio de los peritos, interpretes o testigos que concurrieron

3- Si se ofreció prueba, constancia de la admisión o rechazo y su fundamente sucinto

4- Cuando los intervinientes lo pidieran, resumen de la parte sustancial de la declaración o dictamen que haya de tenerse en cuenta.

5- Día y hora de la audiencia, firma del juez y secretario y de los intervinientes que lo quisiera hacer

Decisión

Terminada la audiencia el juez dictará inmediatamente la decisión, que deberá contener:
1- Día y hora de su emisión

2- Mención del acto denunciado como lesivo, de la autoridad que emitió y de la persona que lo sufre

3- Motivación de la decisión

4- La parte resolutiva, que deberá versar sobre el rechazo de la denuncia o su acogimiento, caso en el cual se ordenará la inmediata libertad del detenido o la cesación del acto lesivo.

5- La firma del juez

Recursos

Contra la decisión podrá interponerse el recurso de apelación ante la Cámara en el plazo de 24 horas por escrito u oralmente.

· Reglas de aplicación

Organismos de seguridad

Las autoridades nacionales y los organismos de seguridad tomarán los recaudos necesarios para el efectivo cumplimiento de la presente ley y pondrán a disposición de tribunal interviniente los medios a su alcance para la realización del procedimiento que ella prevé.
Clasificación
· Habeas corpus clásico o reparador: Tiene como objeto hacer concluir arrestos dispuestos inconstitucionalmente, es decir sin orden escrita de autoridad competente

· Habeas corpus restringido: Tiene por finalidad concluir con perturbaciones menores a la libertad corporal, en las cuales el agraviado no es privado totalmente de su derecho a circular, pero si molestado en su ejercicio, mediante seguimiento infundado, citaciones frecuentes a concurrir a dependencias policiales, vigilancia del domicilio de un habitante sin su pedido, privación de acceso a determinados sitios.

· Habeas corpus correctivo: Tiene como objeto finalizar con la “agravación ilegitima de la forma y condiciones en que se cumple la privación ilegitima de la libertad sin perjuicio de las facultades propias del juez del proceso si lo hubiere”.

· Habeas corpus preventivo: sirve para objetar amenazas de arrestos, de restricciones menores a la libertad o de trato indebido en las cárceles.

Amparo

Es la acción judicial que puede iniciar una persona para solicitar a la justicia la protección de urgente de cualquiera de sus derechos individuales cuyo ejercicio le fuese desconocido o estuviese por serlo ya fuese por una autoridad publica o por un particular. 

Esta acción solo puede iniciarse cuando no existiese otro camino legal para hacer valer el derecho violado o amenazado. 

No incluye la defensa de la libertad física o ambulatoria. 

Diferencias entre amparo y habeas corpus
1- El amparo procede para tutelar los derechos constitucionales, exceptuando la libertad física protegida por el habeas corpus.

2- No puede ser obstáculo para la aplicación del amparo su falta de reglamentación procesal, aplicándose en cuanto sea posible el trámite del habeas corpus.

3- El amparo protege contra actos del Estado y también contra actos particulares

4- El amparo procede no obstante la existencia de vía procesal ordinaria, si el trámite lento de esta no puede producir daño irreparable. 

Habeas Data

Es el derecho de toda persona a interponer la acción de amparo para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en tal caso de falsedad o discriminación, para exigir supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. 

Es una variable del derecho a la intimidad.

Tiene por finalidad impedir que se conozca la información contenida en los bancos de datos respecto de la persona titular del derecho que interpone la acción, cuando dicha información este referida a aspectos de su personalidad que están directamente vinculados con su intimidad, no correspondiendo encontrarse a disposición del publico o ser utilizados en su perjuicio por órganos públicos o entes privados, sin derecho alguno que sustente dicho uso.

El titular del habeas data tiene derecho a exigir las siguientes modificaciones en los bancos de datos:

· La supresión de la información registrada, cuando ella fuere falsa, o siendo verdadera no hubiere sido autorizada su registro por el damnificado.

· La confidencialidad de la información, esto es prohibir que el responsable del registro la haga publica.

· La actualización de la información cuando hubiere nuevos datos no incluidos en el registro. No hacerlo es una manera de obtener falsedad.

La acción del habeas data es una modalidad de amparo que permite a toda persona interesada acceder al conocimiento de los datos que consten en registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proveer informes, y a exigir su supresión, rectificación, confidencialidad o actualización, en caso de falsedad o discriminación. 

El habeas data supone la existencia de 5 objetivos principales:

1- Que una persona pueda acceder a la información que sobre ella conste en un registro o un banco de datos

2- Que se actualicen los datos atrasados

3- Que se rectifiquen los inexactos

4- Que se asegure la confidencialidad de cierta información legalmente obtenida para evitar su conocimiento por terceros.

5- Supresión en los procesos de obtención de información del requisito de la llamada información sensible entre la que cabe mencionar la vida intima, ideas políticas, religiosas o gremiales. 
Clasificación
· Informativo: tiene por fin averiguar información, y cuenta con tres variables: habeas data exhibitorio, que busca únicamente tomar conocimiento de los datos; habeas data finalista, cuya meta es saber por que y para quien se registran los datos, el habeas data autoral, que inquiera acerca  de quien obtuvo  los datos.  

· Aditivo: su propósito es agregar datos q faltan a un archivo por Ej. Poner al día información atrasada.

· Rectificador: apunta a corregir información errónea.

· Reservador: tiende a salvaguardar el principio de confidencialidad, esto es, que lo registrado en un banco de datos no sea divulgado a terceros, por Ej. : declaraciones impositivas.
· Cancelatorio o exclutorio: tiene por objeto borrar la llamada información sensible, apta para provocar discriminaciones ilegitimas o atentaría al derecho de la privacidad (por Ej. dato en materia de raza, de religión, ideas políticas, etc.
Art. 43 de la C. N.

“Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.
Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.
Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.
Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.” 

Las acciones de amparo, habeas data y habeas corpus, jerarquizan el ámbito de las garantías personales.

El amparo constituye una acción de rápida resolución referida contra acto u omisión que en forma actual o inminente perjudique o afecte el libre goce de derechos o garantías establecidos. El libre acceso a la información contenida en registros públicos o privados, se establecen con la moderna intuición del habeas data.
El Estado de sitio: las causas del Estado de Sitio, declaraciones y efectos

El estado de sitio es uno de los regímenes de excepción, junto con el estado de emergencia que puede dictar el gobierno de un país en situaciones excepcionales.

Este estado se dicta, generalmente, en caso de invasión, guerra exterior, guerra civil o peligro inminente de que se produzcan.

Durante este régimen de excepción el gobierno puede restringir o suspender el ejercicio de algunos derechos. Durante ese estado las fuerzas armadas de un país pueden asumir el control de orden interno.

En Argentina el estado de sitio se declara en caso de conmoción interior o de ataque exterior que pongan en peligro el ejercicio de la Constitución y de las autoridades creadas por ella, en la provincia o territorio en donde exista la perturbación del orden, quedando suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta suspensión no podrá el presidente de la Nación condenar por sí ni aplicar penas. Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas, a arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argentino.

En caso de ataque exterior corresponde al Senado autorizar al presidente de la Nación para que declare en estado de sitio, uno o varios puntos de la República.

En caso de conmoción interior, es atribución del Congreso declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación, y aprobar o suspender el estado de sitio declarado, durante su receso, por el Poder Ejecutivo.

El Poder Ejecutivo declara en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación, en caso de ataque exterior y por un término limitado, con acuerdo del Senado. En caso de conmoción interior sólo tiene esta facultad cuanto el Congreso está en receso, porque es atribución que corresponde a este cuerpo.

Aún durante la vigencia del estado de sitio la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato.

Unidad 7: los Derechos Políticos

Concepto

Es el estudio de la estructura dinámica de la organización política y sus relaciones con la sociedad, el orden y la actividad política. El Derecho Político se presenta como un sistema cuya unidad resulta el de una teoría de constitución y teoría de los actos políticos. 

Los derechos políticos son tales cuando únicamente: 

· Se utilizaran en sujetos que tienen: calidad de ciudadanos (o siendo extranjeros, reciben excepcionalmente esa titularidad en virtud de norma expresa) o calidad de entidades públicas conocidas como tales (los partidos).

· No tienen ni pueden tener otra finalidad que la política.

Los derechos políticos se dividen en:

· Derechos Electorales: como el sufragio, cuyo ejercicio permite a los ciudadanos intervenir en forma directa en el gobierno del Estado, facultándolos a elegir sus autoridades sin ser elegidos como tales.

· Derechos Cívicos: aquellos que permiten a los ciudadanos intervenir, de modo indirecto, en la formación del gobierno estatal.

El electorado activo y pasivo

Al derecho electoral le interesa el estudio de los partidos políticos conectados con el electorado y con los órganos de poder.

El derecho electoral tiene 2 sentidos:

1- Objetivamente: abarca los siguientes conceptos: el electorado (cuerpo electoral, activo, pasivo), el objeto (designación de gobernantes, decisiones políticas), los sistemas (forma de votar, computo, control de votos).

2- Subjetivo: implica la función del sufragio. Cuando decimos que el sufragio es una función política individual, significa que es una función personal que cumple cada uno de los sujetos con derecho electoral activo.

1- Derecho electoral objetivo

El cuerpo electoral es un conjunto de personas que componen el electorado activo, y que por esto disfrutan del sufragio. El mismo no es un órgano del Estado.

· Electorado Activo: para que un individuo entre a componer el electorado activo debe tener la aptitud básica que es condición jurídica para el ejercicio de los derechos políticos. Esa aptitud se llama ciudadanía, y puede ser natural, o ser adquirida por naturalización.

La constitución formal quiere aclarar que los extranjeros no gozan necesariamente de los mismos derechos políticos que los ciudadanos, pero tampoco prohíbe que la ley se los reconozca (los ciudadanos que vivan en el exterior permanentemente no votan, los transitorios si).

· Electorado Pasivo: el derecho electoral se ocupa de los individuos que tienen capacidad política para ser designados.

El sufragio

Procedimiento destinado a conocer la opinión de la ciudadanía, y a realizar la elección de los representantes del pueblo.

Es una función política ejercida por el cuerpo electoral en el marco de un sistema determinado, mediante el cual se procede a designar a los gobernantes. La representación política se hace efectiva por medio del sufragio, y el sistema electoral se ocupa de reglamentarlo fijando las condiciones bajo las cuales algunos de los integrantes de la sociedad política deben o pueden ejecutar un acto político a fin de integrar el cuerpo electoral.

El sufragio se realiza por medio del voto. El voto puede ser:

1- Deliberativo: cuando por medio del voto el pueblo aprueba o rechaza alguna decisión legislativa, o cuando se aprueba o desaprueba un acto de gobierno u de orden constitucional.

2- Electivo: cuando por medio del voto del pueblo se elige a los que deberán ejercer el poder.

Características

Según la Ley Sáenz Peña: el sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio.

· Universal: votan todos los ciudadanos a partir de los 18 años, sin distinción de sexo, religión, preparación, estado civil ni riquezas.

· Igual: el voto de cada ciudadano tiene el mismo valor y alcance

· Secreto: se refiere a la manera de emisión del voto, cada ciudadano puede votar con absoluta libertad e independencia. Lo que se denomina cuarto oscuro es el encargado de otorgar privacidad al electo para que elija libremente y en forma aislada  al partido o candidato de su preferencia.

· Obligatorio: además de un derecho, el voto también es un deber y la ley puede sancionar al ciudadano que no va a votar. Se eximen de votar los ciudadanos menores de 18 años, los dementes, los sordomudos que no saben leer ni escribir, y los mayores de 70 años y los excluidos del padrón electoral.

Clasificación

· Clasificación general

· Público: los electores manifiestan a viva voz, se conoce quien vota y para quien

· Emisión secreta: no se conoce quien vota y para quien vota.

· Universal: base igualitaria y sin discriminaciones.

· Calificado: no vota cualquiera (Ej.: cuando la mujer no votaba).

· Obligatorio: se impone el deber de votar.

· Facultativo: vota el que quiere.

· Directo: eligen directamente a los gobernantes.

· Indirecto: eligen a los electores que van a elegir a los candidatos a los cargos.

· Clasificación según la distribución territorial

· Distrito único: todo el territorio del Estado.

· Distritos intermedios: provincias, departamentos, etc.

· Circunscripciones nominales: se divide en zonas como cargos hay que cubrir.

· Único: todos  votan los cargos elegibles. Hay un solo colegio, se lo llama también igual.

· Plural: autoriza al elector a votar más de una vez en la misma circunscripción.

· Múltiple: autoriza al elector a votar más de una vez en las distintas circunscripciones.

· Uninominal: cada elector elige una persona.

· Plurinominal: cada elector elige una lista que puede ser bloqueada o abierta.

· Individual: se asigna a una persona física.

· Funcional: se asigna a una persona jurídica o asociación.

· Familiar: se asigna uno o más votos suplementarios al padre de familia.

· Clasificación según la organización política

· Mayoritario: consiste en adjudicar la totalidad de los cargos en cada distrito al partido que ha obtenido la mayor cantidad de votos excluyendo a los demás que componen la minoría.

· Mayoría absoluta: cuando el partido triunfante obtuvo la mitad más de 1 de los votos.

· Mayoría relativa o simple: aquel partido que obtuvo la mayor cantidad de votos que otros sin importar el número.

· Balotaje: rige el principio de mayoría absoluta. Se repite la elección.

· Minoritario: una o más minorías alcanzan también algunos de los cargos en menor proporción que el partido mayoritario.

· De lista completa: se votan en varias circunscripciones varios candidatos, votando cada elector una lista.

· Circunscripciones uninominales: se vota por un solo candidato.

· Mixto: es una combinación de los 2 anteriores. Un número de cargos predeterminados (50%, 60%) se le da al que saco más votos y el resto se reparte entre los partidos.

Ley Sáenz Peña (1910-1914)

En febrero de 1912 fue sancionada la Ley 8871 conocida como ley Sáenz Peña, que determinada que:

· El voto sería secreto, libre, individual y obligatorio.

· Establecía el sistema de Lista incompleta: la mayoría lograría los 2/3 de los cargos y la primera minoría el tercio restante.

· La ley modificó la actitud del radicalismo, que se dispuso a participar en la lucha electoral. 

· El citado documento disponía que las autoridades militares confeccionarán los padrones con la lista de los ciudadanos autorizados para votas (nativos o naturalizados) desde los 18 años.

· El lector debía aclarar su identidad antes del sufragio, mediante la libreta de enrolamiento. El voto era obligatorio, individual y secreto.

· En la obra de gobierno realizada registra la sanción de las siguientes leyes:

+ Enrolamiento general de los ciudadanos nativos y naturalizados a los efectos de elaborar el Padrón Electoral.

+ Apertura de las diagonales Norte y Sur en la Capital Federal.

+Organización de las Obras Sanitarias de La Nación bajo un régimen autónomo.

+ Creación del Departamento Nacional del trabajo.

+ Declarando de propiedad Nacional los yacimientos arqueológicos y paleontológicos.

Mecanismo de fraude

Los actos electorales llevados a cabo con anterioridad a la sanción de la Ley Sáenz Peña presentaban 2 características:

· Una ínfima proporción de la población tomaba parte de los mismos.

· Las elecciones eran usualmente manipuladas a través de mecanismos de fraude electoral ejemplos:

+ Para votar era necesario empadronarse e integrar un Registro Electoral. Usualmente el fraude comenzaba con la inscripción indebida y la omisión de nombres en el registro. Ciudadanos ausentes y aún muertos formaban parte de los registros.

+ Por lo general los electores habilitados para votar manchaban por grupos. Los comités concentraban en lugares estratégicos a sus adherentes, las personas concurrían desde las estancias hacia el lugar del comicio donde votaban al mismo tiempo. Esta marcha colectiva solía dispersar a la oposición que no se atrevía a acercarse a los lugares habilitados para votar.

+ Una práctica común consistía en volcar los registros, mecanismo mediante el cual se cambiaban los votos emitidos a través de la destrucción y el reemplazo de las boletas.

+ Compra del voto. Los ciudadanos recibían un vale al emitir el voto, el cual después se transformaba en efectivo.

Sistemas electorales

El sistema electoral es el conjunto de medios a través de los cuales la voluntad de los ciudadanos se transforma en órganos de gobierno o de representación política. Las múltiples voluntades tienen como función establecer con claridad el o los triunfadores de la contienda, para conformar los poderes políticos de una nación.

El sistema electoral recibe votos y genera órganos de gobierno y/o de representación legítimos. Es una estructura intermedia del proceso a través de la cual una sociedad democrática elige a sus gobernantes.

Con la generalización del sufragio, se puso en marcha la costumbre social según la cual los gobernados intervienen en la selección de sus gobernantes, así, la democracia adquirió su actual adjetivo: democracia representativa. 

Distintas formas de computar los resultados de una elección y otorgar los cargos electivos en juego:

· Sistemas mayoritarios
Determinan que la representación le corresponde al candidato o al partido o alianza electoral que obtiene mayor cantidad de votos. Esta mayoría puede ser absoluta o relativa; la 1º se obtiene con la mitad más uno de los sufragios emitidos, y la 2º cuando se forma con la cifra mayor de sufragios obtenidos por un candidato, partido o alianza electoral.

1- Lista completa: la lista que obtenga mayor cantidad de votos gana todas las bancas en disputa. El inconveniente que presenta este sistema es que una gran cantidad de electores queda sin representación. La mayoría es todo, la minoría es nada.

2- Circunscripciones y voto uninominal: la Capital Federal y cada y una de las provincias se dividía a los fines de elegir diputados y electores de presidente y vicepresidente en tantas circunscripciones como diputados a elegir.

Unas de las ventajas que proporcionaba este sistema es que el candidato debe ser conocido n el barrio o circunscripciones y lo separa al mismo tiempo de las lealtades partidarias. El inconveniente es que solo un partido puede ganar y se queda con la totalidad de la representación.

3- Ballotage o doble vuelta: este sistema se aplica en la elección del presidente y el vicepresidente. Se necesita más del 45% de los votos afirmativos válidamente emitidos. De lo contrario, cuando la fórmula más votada en la 1º vuelta hubiere obtenido el 40% por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y además, existiere una diferencia mayor a 10 puntos porcentuales respecto al total de los votos afirmativos validamente emitidos, también serán proclamados presidente y vicepresidente. 

· Sistemas minoritarios

Tienen como finalidad proteger a las minorías a fin de que obtengan su representación y de este modo participen en la formación del poder estatal.

1- Lista incompleta: otorga los 2/3 a la mayoría y 1/3 a la minoría. En nuestro país fue establecido por la Ley Sáenz Peña. Este sistema fomenta el bipartidismo e impide a otras minorías la debida representación.

2- Representación proporcional: busca reflejar a escala la realidad política y electoral de un país. 

El sistema de representación proporcional utilizado en el país es el sistema D´Hont, fue implementado en 1878, donde el número de votos emitidos por cada partido se divide por número de repartición, así representará el número de votos indispensables para la elección de cada candidato.

· Sistemas mixtos

Son aquellos sistemas que se traducen en la aplicación simultánea de los elementos correspondientes a diversos sistemas electos puros, aunque en la práctica importan la combinación de elementos propios de los sistemas mayoritarios con los que caracterizan al sistema de la representación proporcional.

Sistemas de Representación de las minorías 
Con ello se procura que la dirección de un partido no esté exclusivamente a cargo de la mayoría de dicho partido. 

Régimen legal vigente

Art. 37:”Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia. El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio. La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral.”

En 1º lugar la CN garantiza directamente el ejercicio pleno de los derechos políticos, que ya no se circunscriben al sufragio para elegir a los gobernantes, sino que se explayan hacia otros aspectos en el derecho de iniciativa legislativa (Art. 39) y en la consulta popular (Art. 40).

Luego, cuando hace alusión del principio de “soberanía popular” lo traduce a la recepción de la participación política en la sociedad democrática. 
Los partidos Políticos 

Son instituciones fundamentales del sistema democrático. Son organizaciones formadas por personas que tienen similares posiciones ideológicas y estrategias en común. El objetivo principal es el de actuar sobre la sociedad.

El partido político es una asociación cuyo principal objetivo es tener y ejercer el poder de Estado, por medio de sus dirigentes. A fin de cumplir su objetivo, el partido político realiza sus diversas funciones:

· Encauzar la voluntad política del pueblo para posibilitar el ejercicio ordenado del sistema republicano y democrático.

· Realizar la intermediación entre las demandas de la sociedad y los detentores del poder. 

· Educar a los ciudadanos para la responsabilidad política: los partidos políticos como escuela de democracia política.

· Seleccionar a los cuadros de dirigentes que deben gobernar: se dice que los partidos políticos tiene el monopolio para seleccionar los candidatos que deben ocupar los cargos.

· Proyectar la política de gobierno y controlar su ejecución.

El partido político tiene la siguiente fisonomía:

· Políticamente es un sujeto auxiliar del Estado.

· Jurídicamente es una persona jurídica del derecho público no “estatal”.

La asociación política reconocida y personalizada como partido se compone:

· De hombres, que tienen calidad de afiliados o miembros.

· De una ideología política, que ha de tener amplitud y generalidad suficiente para abarcar un panorama político de conjunto.

· De un fin político.

Estatuto

Es la ley que regula la actuación de los partidos políticos nacionales, provinciales y municipales. Un estatuto que violentase las normas constitucionales desconociendo el ejercicio de los derechos, es considerado inconstitucional, por lo tanto carecerá de validez. 

Se ataca a los partidos políticos de 2 formas:

1- Reglamentándolos y proscribiéndolos.

2- Inhabilitando a sus candidatos.

Control interno

Es a través del cual se establece la obligatoriedad para cada partido de adoptar un sistema determinado de gobierno. También  integran este control las pautas que se fijan al partido con respecto al manejo patrimonial de sus fondos.

Control externo

Puede tener 2 aspectos:

1- Control programático: se lleva a cabo exigiendo que los instrumentos normativos e ideológicos de cada partido se adecue por la Constitución o que no viole esta. También forman parte de este control las determinaciones sobre el nombre del partido, ya que este sintetiza la orientación ideológica del mismo.

2- Control ejecutivo: se efectúa sobre la actividad de las autoridades o candidatos partidarios, en especial se exige que dichos órganos no nieguen con su actuación los derechos humanos ni al sistema democrático, ni utilicen la fuerza como técnica de exteriorización política.

Articulo 38 de la C.N.

“Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta Constitución, la que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, la representación de las minorías, la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas. El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y de la capacitación de sus dirigentes. Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino de sus fondos y patrimonio.”

· Son instituciones fundamentales del sistema democrático: son personas jurídicas necesarias, reconocidas por la Constitución.

· Garantiza su organización y funcionamiento democráticos: deben organizarse internamente en forma democrática respetando la representación de las minorías en sus cuerpos de gobierno.
· La ley debe garantizar a los partidos políticos un amplio acceso a los medios masivos de comunicación social: sobre todo por que dicha prensa se ejerce como consecuencia de la utilización de magnitudes de onda que estando en el dominio público, las reciben en concesión.
· El Estado contribuye al sostenimiento económico del desenvolvimiento de los partidos y de la capacitación de sus dirigentes: pero no podrá intervenir en dicha capacitación. El dinero estatal debe ser dado sin condicionamiento alguno.

· Los partidos deberán dar publicidad al origen y destino de sus fondos y patrimonio: para en el caso de recibirlo de empresas privadas, poder controlar que una vez llegado al gobierno, el partido no favorezca a sus contribuyentes en perjuicio de terceros con mejor derecho.
Unidad 8: Derecho Constitucional del Poder. Órgano Legislativo.

La Cámara de Diputados

Composición 

Según el artículo 45: “La Cámara de Diputados se compondrá de representantes elegidos directamente por el pueblo de las provincias, de la ciudad de Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado, que se consideran a este fin como distritos electorales de un solo Estado y a simple pluralidad de sufragios. El número de representantes será de uno por cada treinta y tres mil habitantes o fracción que no baje de dieciséis mil quinientos. Después de la realización de cada censo, el Congreso fijará la representación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no disminuir la base expresada para cada diputado.”

El número de diputados por provincias no debe ser menor a 2 diputados, cualquiera fuese el resultado del censo. Esto asegura que ninguna provincia quede sin la representación mínima.
Forma de elección 

Los diputados son elegidos directamente por el pueblo, conforme con la ley electoral que dicte el Congreso.

El Código Nacional Electoral establece:

· Cada elector votará solamente por una lista de candidatos oficializada cuyo número será igual al de los cargos a cubrir más los suplentes.

· El escrutinio se practicará por lista sin tomar en cuenta las tachas o sustituciones que hubiese efectuado el volante.

· No participarán en el asignación de cargos, las listas que no logren un mínimo de un 3% del padrón electoral del distrito.

· Los cargos a cubrir se asignarán conforme al orden establecido por cada lista y con arreglo al siguiente procedimiento:

A. El total de los votos obtenidos por cada lista que haya alcanzado como mínimo 3% del padrón electoral del distrito será dividido por 1, por 2, por 3 y así sucesivamente hasta llegar al número total de los cargos a cubrir.

B. Los cocientes resultantes, serán ordenados de mayor a menor en número igual al de los cargos a cubrir.

C. Si hubiese 2 o más cocientes iguales se los ordenará en relación directa con el total de los votos obtenidos por las respectivas listas y si estas hubieran logrado igual número de votos, el ordenamiento resultará de un sorteo que a tal fin deberá realizar la junta electoral competente.

D. A cada lista le corresponderá tantos cargos como veces sus cocientes figuren en el ordenamiento indicado en el punto B.

· Se proclamarán diputados nacionales a quienes resulten elegidos con arreglo del sistema adoptado en el presente capítulo.

· En las convocatorias de cada distrito electoral se fijará el número de diputados nacionales, titulares y suplentes. A estos fines se establecerá el número de los suplentes.  (Ver en el gordo)

Censo

Es una operación estadística o recuento detallado de la población y la riqueza moral y material del país. 

El número de habitantes que esta da, sirve de índice básico para establecer el número de diputados, incluyendo a los extranjeros. Este censo se realizará cada 10 años. En la actualidad el número de diputados queda encuadrado en base al censo de 1980.

Condiciones para ser Diputado

Art. 48: “Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.”

Duración del mandato

Art. 50: “Los diputados durarán en su representación por cuatro años, y son reelegibles; pero la Sala se renovará por mitad cada bienio; a cuyo efecto los nombrados para la primera Legislatura, luego que se reúnan, sortearán los que deban salir en el primer período.”

Vacantes
Ante la vacante de uno o más diputados, la Constitución prevé una nueva elección. El nuevo diputado no cumple un período íntegro, sino que completa el de su antecesor. Pero el Código Electoral dispone: en caso de muerte, renuncia, inhabilitación de un diputado nacional lo sustituirán quienes figuren en la lista como candidatos titulares según el orden establecido. Una vez que ésta se hubiere agotado, ocuparán los cargos vacantes, los suplentes que sigan de conformidad con la prioridad consignada en la lista respectiva.

Atribuciones exclusivas

Art. 39:”Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses.”

Art. 40:”El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular un proyecto de ley. (…)”

Art. 52:”A la Cámara de Diputados corresponde exclusivamente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas. “

Art. 53:” Sólo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete de ministros, a los ministros y a los miembros de la Corte Suprema, en las causas de responsabilidad que se intenten contra ellos, por mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes comunes, después de haber conocido de ellos y declarado haber lugar a la formación de causa por la mayoría de dos terceras partes de sus miembros presentes.”

La Cámara de Senadores 

Composición
Con la  reforma de 1994 se modificó la conformación del Senado, ampliando el número de los miembros a 3 por cada provincia, más la ciudad de Buenos Aires. 

Forma de elección

Art. 54: “El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto.”
Duración del Mandato

Art. 56: “Los senadores duran seis años en el ejercicio de su mandato, y son reelegibles indefinidamente; pero el Senado se renovará a razón de una tercera parte de los distritos electorales cada dos años.”
Establecido desde la reforma de 1994, modifica la tradición de los 9 años de duración que se mantenía desde 1826.

Condiciones para ser Senador

Art. 55: “Son requisitos para ser elegidos senador: tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.”

Vacancias

Art. 62: “Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, renuncia u otra causa, el Gobierno a que corresponda la vacante hace proceder inmediatamente a la elección de un nuevo miembro.”

Sin embargo la disposición transitoria 4º de la reforma de 1994, regula que toda vez que se elija un Senador Nacional, se designará un suplente, quien asumirá en los casos ya nombrados en el artículo 62.

Atribuciones exclusivas de la Cámara de Senadores de la Nación

1- Es cámara juzgadora en juicio político.

2- Autoriza al Presidente de la Nación para declarar el estado de Sitio en uno o varios puntos de la República en caso de ataque exterior.

3- Ser Cámara de origen en la ley convenio, sobre coparticipación federal de impuestos.

4- Ser Cámara de origen en leyes promoviendo políticas tendientes al crecimiento armónico de la Nación, y doblamiento de su territorio. 

5- Presta acuerdo a las siguientes designaciones efectuadas por el Presidente:

· Magistrados de la coste Suprema de Justicia y de los demás tribunales federales 

· Nombrar y remover ministros plenipotenciarios (Embajadores) y encargados de negocios.

· Oficiales superiores de las fuerzas armadas siempre que no sean en el campo de batalla, pues en esa circunstancia los nombra el Presidente sin tal acuerdo 

Autoridades del Senado de la Nación

· Presidente del Senado: 

Art. 57.- El vicepresidente de la Nación será presidente del Senado; pero no tendrá voto sino en el caso que haya empate en la votación. 

· Presidente Provisional del Senado de la Nación:

Art. 58.- El Senado nombrará un presidente provisorio que lo presida en caso de ausencia del vicepresidente, o cuando éste ejerce las funciones de presidente de la Nación.

Disposiciones comunes de ambas Cámaras

Sesiones

Reunión plenaria que realizan las cámaras en ejercicio de sus potestades constitucionales.

Las sesiones pueden ser:

· Preparatorias: no están previstas en la C.N., sino que surgen de los reglamentos internos de cada cámara. En ellas, presentan sus diplomas y juran los nuevos miembros de las cámaras, se designan las autoridades y se conforman las comisiones para el año legislativo, fijándose además los días y horarios de las sesiones ordinarias.

En el caso del Senado, según un reglamento interno, se reúnen el 24/02 de cada año y el 29/11 de los años de renovación parcial para incorporar a los nuevos senadores.

En el caso de la Cámara de Diputados, se reúnen dentro de los primeros días del mes de diciembre de cada año para elegir autoridades y dentro de los últimos 10 días de febrero para establecer los días y horarios de las sesiones ordinarias.

· Ordinarias: ambas cámaras se reúnen los años desde el 1º de marzo hasta el 30/11 (Art. 63).

· De prórroga: son aquellas que siguen a las sesiones ordinarias, sin solución de continuidad cuando así se convoquen, previo a la finalización de estas últimas, extendiéndose así el período ordinario. En este nuevo período, el Congreso, mantiene las mismas atribuciones que en el período ordinario.

· Extraordinarias: son aquellas que se pueden desarrollar fuera del período ordinario y de las prórrogas. Solo pueden ser convocadas por el Poder Ejecutivo para tratar temas graves de interés de orden o progreso nacional.

Quórum

Art. 64: “Cada Cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros en cuanto a su validez. Ninguna de ellas entrará en sesión sin la mayoría absoluta de sus miembros; pero un número menor podrá compeler a los miembros ausentes a que concurran a las sesiones, en los términos y bajo las penas que cada Cámara establecerá.”

Hace referencia a la cantidad mínima de miembros presentes que un cuerpo colegiado necesita para funcionar como tal. Se denomina al mínimo de miembros para que el órgano colectivo pueda sancionar de modo que los miembros presentes superen a los ausentes.

1- Para iniciar sesión: se necesita la mayoría absoluta de los miembros de cada cámara. En el Senado, esa mayoría es la mitad más uno de los integrantes totales del cuerpo.

2- Para sesionar: después de comenzada la reunión, la praxis local admite que el número inicial del quórum se quiebre y pueda proseguir la deliberación con menos congresales.
3- Vuelve a exigirse en ese momento el quórum para iniciar la sesión. Si no se obtiene, ésta no dará comienzo, y no se votará.
Simultaneidad

Art. 65:”Ambas Cámaras empiezan y concluyen sus sesiones simultáneamente. Ninguna de ellas, mientras se hallen reunidas, podrá suspender sus sesiones más de tres días, sin el consentimiento de la otra.”

Poder Disciplinario

Art. 66:”Cada Cámara hará su reglamento y podrá con dos tercios de votos, corregir a cualquiera de sus miembros por desorden de conducta en el ejercicio de sus funciones, o removerlo por inhabilidad física o moral sobreviniente a su incorporación, y hasta excluirle de su seno; pero bastará la mayoría de uno sobre la mitad de los presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente hicieren de sus cargos.”

· Corrección disciplinaria: se utiliza en casos que alteren o perturben la labor parlamentaria. Se aplicará una sanción simple como una advertencia o amonestación, la privación del uso de la palabra, su rectificación, una multa o arresto.
· Remoción: inhabilidad física o moral posterior a la incorporación de algún legislador. No es una sanción sino la limitación dispuesta por la cámara al ejercicio de la competencia que posee cada uno.
· Exclusión: queda a criterio razonable de cada cámara pero en casos de mayor gravedad.
· Renuncia: cada cámara puede adoptar o rechazar la renuncia voluntaria de alguno de sus miembros a su discreción.

Inmunidad de expresión y de arresto

Art. 68:”Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador.”

La inmunidad de expresión tiene por objeto no poner obstáculos a la actividad del legislador, quien en caso de no contar con ella, se podría hallar ante la alternativa de guardar silencio y no cumplir adecuadamente con su función o expresarse y verse involucrado en procesos judiciales de imprevisibles consecuencias. 

Desafuero

Art. 70:”Cuando se forme querella por escrito ante las justicias ordinarias contra cualquier senador o diputado, examinado el mérito del sumario en juicio público, podrá cada Cámara, con dos tercios de votos, suspender en sus funciones al acusado, y ponerlo a disposición del juez competente para su juzgamiento.”
Consiste en la suspensión de un legislador, y ser puesto a disposición del juez competente para su juzgamiento. Para la corte suprema el propósito de la norma es conciliar la independencia funcional de los legisladores con la actuación del poder judicial de reprimir delitos.  El desafuero solo se exige para autorizar un arresto futuro de un legislador, por parte del poder judicial.
Interpelación de Ministros

Art. 71:”Cada una de las Cámaras puede hacer venir a su sala a los ministros del Poder Ejecutivo para recibir las explicaciones e informes que estime convenientes.”

Ni el Poder Ejecutivo, ni los ministros tienen responsabilidad política ante el Congreso, ni están sujetos a la censura del mismo, ni dependen de su confianza.

La interpelación recae sobre el Poder Ejecutivo. Los ministros no pueden negarse a concurrir, ni pueden emitir un informe en su lugar. 

El Jefe de Gabinete debe concurrir una vez al mes alternativamente a cada cámara para ser interpretado. Puede ser expuesto a censura y remoción por el voto de la mayoría absoluta.

Incompatibilidades

Art. 72.:”Ningún miembro del Congreso podrá recibir empleo o comisión del Poder Ejecutivo, sin previo consentimiento de la Cámara respectiva, excepto los empleos de escala.”

Los miembros del Congreso no pueden ejercer otro cargo público, pero sí empleos a escala.
Art. 73:”Los eclesiásticos regulares no pueden ser miembros del Congreso, ni los gobernadores de provincia por la de su mando.”

El Juicio Político

Es un proceso de naturaleza judicial que tiene por objeto el juzgamiento de los hechos o actos del imputado, en los cuales se debe acreditar la comisión u omisión del hecho y la culpabilidad, en grado de dolo o culpa grave. El objetivo principal del proceso es privar al condenado del cargo, para dejarlo a disposición de los tribunales ordinarios para su juzgamiento.

Art. 59:”Al Senado corresponde juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miembros prestar juramento para este acto.”

Cuando el acusado sea el presidente de la Nación, el Senado será presidido por el presidente de la Corte Suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de los dos tercios de los miembros presentes. 

Art. 60:”Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo en la Nación. Pero la parte condenada quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.”

· Se trata de un juicio reservada exclusivamente por la Constitución al Poder Judicial, ya que su finalidad es la de destituir al funcionario.

· Si el denunciado o acusado renuncia al cargo y la misma es aceptada antes del fallo el juicio político se debe dar por concluido y no puede continuar con su trámite. La renuncia no puede ser rechazada.

· No hay plazo para el trámite del juicio político.

Funcionarios pasibles del mismo

Presidente, vicepresidente,  ministros, jefe de gabinete y miembros de la corte suprema.
Causas

Causas que den lugar al juicio político:

· Mal desempeño en sus funciones: falta de idoneidad, la ineptitud, la insolvencia moral y la enfermedad que afecte su eficacia.

· Delito en el ejercicio de sus funciones: se va a destituir a un magistrado o funcionario cuando haya hecho un acto que la ley prohíbe, siempre y cuando se describa en forma clara y concisa, el tipo delictivo.

· Crímenes comunes: se trata de hechos sancionados como delitos por la ley penal q puede cometer cualquier individuo
Comisiones Parlamentarias 
Organismos compuestos por legisladores, por decisión de la ley o del reglamento interno de cada sala, con el fin de auxiliar a éstas en el desempeño de sus funciones.

Son las facultades para dictaminar en los proyectos sometidos a decisión. Son el centro del debate legislativo, y es donde se preparan los proyectos que generalmente se presentan en las sesiones. Hay varios tipos de Comisiones siendo las más importantes las de asesoramiento porque en ellas se estudian los temas en profundidad, y se elaboran los acuerdos a los que se arribe en relación a los proyectos que le son girados y que luego serán considerados por el plenario de la Cámara.

Atribuciones del Órgano Legislativo 

La Cámara de Senadores

· Juzgar a los acusados por la Cámara de Diputados.

· Autorizar al Presidente de la Nación para que declare el Estado de sitio en casa de ataque exterior.

· Ser Cámara de origen en la ley convenio, sobre coparticipación federal de impuestos.

· Ser Cámara de origen en leyes promoviendo políticas tendientes al crecimiento armónico de la Nación, y doblamiento de su territorio.

· Prestar acuerdo al Poder Ejecutivo para la designación de magistrados judiciales, ministros plenipotenciarios, encargados de negocios y de oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y funcionarios de determinadas reparticiones.

La Cámara de Diputados

· La iniciativa de las leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas.

· La recepción de los proyectos de ley por iniciativa popular.

· Someter a consulta popular un Proyecto de Ley.

Formación y Sanción de las Leyes

Consta de 3 etapas:

· Formulación del proyecto (etapa de iniciativa)

Art. 77 :”Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las Cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus miembros o por el Poder Ejecutivo, salvo las excepciones que establece esta Constitución.”

Existen supuestos en los cuales la Cámara de Diputados posee el monopolio como cámara de origen, y otros supuestos donde lo es la Cámara de Senadores. 

· Discusión y sanción (etapa constitutiva)

Esta a cargo del Congreso Nacional.  Las 2 cámaras están en un plano de igualdad. Como consecuencia de ello, se exige siempre la voluntad de ambas para la sanción de un proyecto de ley. Dicha voluntad debe manifestarse en forma expresa.

En esta etapa, el proyecto de la ley se tramita separadamente en cada cámara. Denominándose cámara de origen o iniciadora aquella por donde comienza el tratamiento parlamentario del proyecto, y cámara revisora a la restante. 

Aprobación del proyecto por ambas cámaras: es necesario que haya recibido en ambas cámaras el voto de la mayoría absoluta de los miembros presentes en la sesión correspondiente. Aprobado el proyecto por la cámara de origen, pasa para su discusión a la otra cámara. Lograda la aprobación por ambas, el proyecto queda sancionado y es enviado al Poder Ejecutivo.

- Proyecto desechado totalmente por una de las cámaras: cuando un proyecto es desechado totalmente por una de las cámaras, no puede repetirse en las sesiones de ese año legislativo. Sin embargo, ninguna de las cámaras puede desechar totalmente un proyecto que hubiese tenido origen en ella y luego hubiese sido adicionado o enmendado por la cámara revisora.

- Desacuerdo parcial de una de las cámaras: el supuesto en que la cámara revisora discrepa parcialmente con la “media sanción” de la cámara iniciadora. Es decir, enmienda el proyecto, devolviéndolo a la cámara de origen. Las enmiendas pueden no implicar necesariamente adiciones o supresiones, sino también simples correcciones. En este caso debe indicarse el resultado de la votación, es decir, si tal modificación es realizada por mayoría absoluta o por las 2/3 partes de los miembros presentes en la cámara revisora. Cabe aclarar que a igualdad de mayorías prevalece la voluntad de la cámara iniciadora. Tampoco puede introducir nuevas modificaciones a las efectuadas por la otra cámara. Ante el desacuerdo parcial de la cámara revisora, la cámara de origen puede adoptar 2 posiciones: 

1- Aceptar: por mayoría absoluta de los miembros presentes, las adiciones o modificaciones introducidas por la cámara de revisión, quedando sancionado el proyecto.

2- Rechazar: las correcciones o adiciones efectuadas por la cámara revisora, en cuyo caso pueden darse varios supuestos, teniendo en cuanta las mayorías logradas por esta última: si la cámara revisora aprueba las modificaciones por mayoría absoluta de sus miembros presentes, la cámara iniciadora puede insistir, por igual mayoría, en la redacción originaria (la cámara de origen no puede introducir nuevas adiciones a las realizadas por la revisora).

· Promulgación y publicación (etapa de eficacia)

Art. 78:”Aprobado un proyecto de ley por la Cámara de su origen, pasa para su discusión a la otra Cámara. Aprobado por ambas, pasa al Poder Ejecutivo de la Nación para su examen; y si también obtiene su aprobación, lo promulga como ley.”
E establece que todo proyecto de ley que obtenga sanción definitiva en el Parlamento, debe ser sometido al examen del Poder Ejecutivo. Este tiene 2 opciones: 

1) Aprobarlo y promulgarlo: cuando el Poder Ejecutivo aprueba el proyecto sancionado por el Congreso, éste se convierte en ley. Sin embargo, hasta ese momento sólo obliga a ese poder, pero no a los habitantes ni a los otros poderes. Para ellos es necesaria la promulgación, es decir, el acto formal tendiente a difundir y hacer conocer la ley, y que constituye un requisito esencial para ponerla en vigor y otorgarle obligatoriedad. 

Existen 2 clases de promulgación:

· Expresa: cuando el titular del Poder Ejecutivo, emite un decreto de promulgación.

· Tácita: cuando el Poder Ejecutivo no aprueba expresamente el proyecto sancionado, pero tampoco lo devuelve observado al Congreso dentro del término de 10 días hábiles. La aprobación tácita tiene el inconveniente de la incertidumbre sobre la fecha de promulgación.

2) Observarlo y devolverlo al Congreso: el Poder Ejecutivo observa el proyecto en su totalidad o en alguna de sus partes. Se trata de una facultad constitucional del Poder Ejecutivo, que le permite manifestar su disconformidad con la sanción del proyecto. Es un acto de naturaleza política que se lo conoce como veto.

El Veto

Observación del Poder Ejecutivo de un  proyecto en su totalidad o en alguna de sus partes, que le permite manifestar su disconformidad con la sanción del proyecto. 

El veto puede ser absoluto o limitado. En el 1º caso se da cuando la negativa del PE tiene efecto de suspender el proyecto sancionado hasta el próximo sancionado hasta el próximo período legislativo. Es limitado, en cambio, cuando el presidente devuelve el proyecto en trámite a las cámaras legislativas para que lo examinen nuevamente, exponiendo los argumentos por los cuales se niega a promulgarlo.
Articulo 39 de la C.N. Iniciativa Popular

Art. 39: “Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses. 

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria que no podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral nacional, dentro del cual deberá contemplar una adecuada distribución territorial para suscribir la iniciativa.

No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal.” 

Consulta Popular vinculante y no vinculante

Es el instituto por el cual es PL o el PE, requieren la opinión del electorado sobre decisiones de sus respectivas competencias. El voto puede ser obligatorio o no y el resultado vinculante o no. 

La convocatoria a consulta popular vinculante deberá tratarse en una sesión especial de la Legislatura y ser aprobada con el voto de la mayoría absoluta del total de los miembros de cada Cámara.

El PE si desea darle carácter de obligatoria y vinculante a su consulta deberá remitirla a cualquiera de las Cámaras para que la Legislatura le de tratamiento y proceda a su aprobación.

En todo asunto o proyecto de ley sometido a Consulta Popular vinculante, el voto del electorado será obligatorio.

Toda consulta popular vinculante será válida y eficaz cuando los votos emitidos superen el 50% del total de votos válidos emitidos; y cuando obtenga la mayoría de los votos afirmativos se convertirá automáticamente en Ley.

En la consulta popular no vinculante el voto del electorado no será obligatorio. Puede ser sometido a Consulta popular no vinculante, todo asunto de especial trascendencia para la Provincia, mediante Decreto del Poder Ejecutivo.

Cuando un proyecto de Ley sometido a Consulta Popular no vinculante, obtenga el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los votos válidos emitidos, deberá ser tratado por la Legislatura provincial.

Articulo 40 de la C.N.

“El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la Nación lo convertirá en ley y su promulgación será automática.
El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas competencias, podrán convocar a consulta popular no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio.
El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará las materias, procedimientos y oportunidad de la consulta popular.”

Defensor del Pueblo

Art. 86.:”El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas.
El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez.
La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial. “

Auditoria General de la Nación

Art. 85.:”El control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una atribución propia del Poder Legislativo.
El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general de la administración pública estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoria General de la Nación.
Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se integrará del modo que establezca la ley que reglamenta su creación y funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara. El presidente del organismo será designado a propuesta del partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso.
Tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoria de toda la actividad de la administración pública centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le otorgue.
Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos.”

Organización del Órgano Legislativo en la provincia de Buenos Aires 
El Congreso debe legislar propendiendo al logro del bien común, y lo hace con fundamento en la representación de los intereses comunitarios que ostenta. La publicidad de sus actos es fuente de información para la ciudadanía, la que así también evalúa el cumplimiento del mandato conferido.

Otra de las funciones esenciales del Parlamento es la de ejercer el control del gobierno. Esta actividad se lleva a cabo al ponderar el cumplimiento de los planes o programas previamente elaborados. Para esta ponderación el congreso se encuentra investido de diversas facultades que contribuyen a ello, como la posibilidad de investigar, requerir informes y realizar tareas de campo.

La Constitución Nacional determina, los temas sobre los cuales el Congreso debe legislar, como también sus limitaciones. Entre los primeros, se estableció que se legislará sobre un Consejo de Magistratura que rija la designación y remoción de los jueces; una Auditoria General de la Nación que sirva a la asistencia técnica del Congreso en lo vinculado al control patrimonial, económico, financiero y operativo del sector público, y un Defensor del Pueblo, entre otros institutos. 

La ley fundamental prohibió expresamente la delegación de facultades en otro poder general y, para los casos admitidos, claramente fijó las pautas a las que estará sometida dicha delegación.

El Parlamento debe hallarse en capacidad para lograr acuerdos sobre los diversos aspectos de su competencia. Para ello debe hacer valer el voto de la mayoría. La gestión parlamentaria resulta compleja. El Congreso resultará eficiente en la medida que logre adoptar decisiones políticamente representativas y operativamente viables. 

Unidad 9: Órgano Ejecutivo. La Organización Administrativa.

El Presidente de la Nación 

El poder ejecutivo es el Órgano que tiene a su cargo la aplicación de las leyes para la administración general del país y de sus servicios públicos.

Art. 87: “El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano con el título de "Presidente de la Nación Argentina".”
El presidente de la Nación tendrá a su cargo el Estado y hacer observar las leyes.

Condiciones para ser Presidente

Art. 89:”Para ser elegido presidente o vicepresidente de la Nación, se requiere haber nacido en el territorio argentino, o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo nacido en país extranjero; y las demás calidades exigidas para ser elegido senador.”

Duración del cargo

Art. 90:”El presidente y vicepresidente duran en sus funciones el término de cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo (ahora hay reelección inmediata). Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.”

Reelegibilidad 
La posibilidad de una reelección presidencial inmediata, fue uno de los motivos que llevo a formar el “Acuerdo de Olivos” (acuerdo para reformar la Constitución).

El artículo 90 menciona: “podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.” 

Esto quiere decir que se puede realizar una reelección inmediata, y la posibilidad de otra transcurrido un período.

Retribución

Art. 92:”El presidente y vicepresidente disfrutan de un sueldo pagado por el Tesoro de la Nación, que no podrá ser alterado en el período de sus nombramientos. Durante el mismo período no podrán ejercer otro empleo, ni recibir ningún otro emolumento de la Nación, ni de provincia alguna.”

El sueldo de ambos funcionarios es fijado por el Congreso, y cuentan con la garantía constitucional de que se remuneración no sufrirá cambio en su mandato.

Juramento

Antes de asumir sus cargos, el presidente y el vicepresidente deben prestar juramento como expresa el artículo 93: “Al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepresidente prestarán juramento, en manos del presidente del Senado y ante el Congreso reunido en Asamblea, respetando sus creencias religiosas, de: “desempeñar con lealtad y patriotismo el cargo de presidente (o vicepresidente) de la Nación y observar y hacer observar fielmente la Constitución de la Nación Argentina”.”

Acefalía

En griego significa “sin cabeza”. En el ámbito sociopolítico se la emplea para denotar una situación en la cual falta (temporaria o definitivamente) la primera jerarquía en una institución.

El vicepresidente es un funcionario de reserva, cuya principal misión es reemplazar al presidente en caso de vacancia transitoria o definitiva de este.

El artículo 88 dice al respecto: “En caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución del presidente, el Poder Ejecutivo será ejercido por el vicepresidente de la Nación. En caso de destitución, muerte, dimisión o inhabilidad del presidente y vicepresidente de la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de desempeñar la Presidencia, hasta que haya cesado la causa de la inhabilidad o un nuevo presidente sea electo.”

Este artículo establece 2 tipos de causas por vacancias:

1- Transitorias: enfermedad o ausencia de la capital del presidente de la república. En este caso, el vicepresidente asume la función pero no el cargo.

2- Definitivas: muerte, renuncia, destitución o inhabilidad. En este caso, el vicepresidente asume el cargo de presidente por el resto del período y debe prestar nuevo juramento.
Residencia

El presidente esta obligado a solicitar el permiso del congreso para ausentarse del territorio nacional. Dicha autorización se la suele hacer por año calendario o bien por todo el período del mandato.

La prohibición al presidente de ausentarse de la capital federal sin permiso del Congreso, a sido reemplazada por la de ausentarse del territorio de la Nación. 

Art. 99 inc 18: “Puede ausentarse del territorio de la Nación, con permiso del Congreso. En el receso de éste, sólo podrá hacerlo sin licencia por razones justificadas de servicio público.”

Elección del Presidente y Vicepresidente de la Nación

El procedimiento para la elección del presidente y vicepresidente pertenece al tipo de los denominados directos, ya que dichos funcionarios son elegidos directamente por los ciudadanos, por el sistema de doble vuelta o balotaje.

Art. 94:”El presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos directamente por el pueblo, en doble vuelta, según lo establece esta Constitución. A este fin el territorio nacional conformará un distrito único.”

La elección directa significa que el pueblo, en un solo distrito electoral que abarca a todo el país, vota directamente por el cándido de su preferencia para ocupar el poder ejecutivo.

Art. 95:”La elección se efectuará dentro de los dos meses anteriores a la conclusión del mandato del presidente en ejercicio.”

· Pautas que se deben seguir si surge la necesidad de recurrir a 2º vuelta:

· Art. 96:”La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas, dentro de los treinta días de celebrada la anterior.”

· Art. 97:”Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta, hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación.”
· Art. 98:”Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre la fórmula que le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación.” 
Facultades del Órgano Ejecutivo 
Las atribuciones del PE son las siguientes:

· Cumplir ya hacer cumplir la Constitución y las leyes.

· Dirigir la acción del Gobierno

· Nombrar y remover al Vicepresidente Ejecutivo, a los ministros.

· Dirigir las relaciones exteriores de la República y celebrar y ratificar los tratados convenios o acuerdos internacionales.

· Dirigir la Fuerza Armada Nacional en su carácter de Comandante en Jefe, ejercer la suprema jerárquica de ella y fijar un contingente.

· Ejercer el mando supremo de la Fuerza Armada Nacional promover sus oficiales a partir del grado de Coronel o Capitán de novio y nombrarlos para los cargos que les sean privativos.

· Declarar los estados de excepción y decretar la restricción de garantías en los casos previstos en la constitución.

· Dictar decretos con fuerza de ley.

· Convocar la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias.

· Reglamentar total o parcialmente las leyes.

· Administrar la Hacienda Pública.

· Negociar empréstitos nacionales.

· Nombrar y remover a aquellos funcionarios cuya designación le atribuyen la Constitución y la ley.

· Disolver la Asamblea Nacional en el supuesto establecido en la Constitución.

Decretos del Poder Ejecutivo

La decisión presidencial se manifiesta jurídicamente por medio de decretos: existen 4 clases principales:

- 
De ejecución o reglamentarios: instrumentan y efectivizan las leyes. El Art. 99 inc 2 establece la facultad del PE para brindar la instrucciones y reglamento para la ejecución de las leyes de la nación.

· Autónomos o independientes: se fundan en la competencia del presidente de la nación como encargado de la Adm. General del país. Esta función la ejerce el jefe de gabinete por lo cual este es el encargado de expedir este tipo de decretos. Estos decretos son independientes de las leyes del congreso

· Delegados: en  algunos casos el PE ha asumido algunas funciones  Legislativas que la constitución encomienda al congreso. Art. 76 se prohíbe la delegación legislativa salvo en materias determinadas de administración, o de emergencia publica, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación q el congreso establezca. 

· De necesidad y urgencia

· Los decretos con Fuerza de Ley

Son actos que dicta el PE sobre asuntos que corresponden a materias de ley, previa autorización expresa otorgada por el Congreso o PL. Esta delegación de la facultad legislativa al órgano ejecutivo se justifica en la necesidad de obtener que se den normas oportunas y adecuadas a la solución de determinados problemas que se pretende abordar.

Esta autorización legislativa no puede recaer en cualquier tipo de materias de ley. Está prohibida la delegación en las siguientes materias:

· Nacionalidad, ciudadanía, elecciones y plebiscitos.

· Las comprendidas en las garantías constitucionales o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

· Las referidas a organización, atribuciones y régimen de los funcionarios del PJ, del Congreso Nacional, del Tribunal Constitucional y Contraloría General de la República.

· Los decretos con fuerza de ley o D.F.L. requieren que la autorización que otorga el Congreso se realice mediante una ley, la que debe cumplir ciertos requisitos:

+ Señalar las materias sobre las que recaer la delegación de facultades.

+ Limitaciones, restricciones y formalidades que se estimen convenientes.

+ El plazo para dictar D.F.L. no puede exceder de un año.

· Los derechos Leyes

Constituyen la forma en que se ejerce la facultad legislativa durante los gobiernos de facto, ya que son aquellos actos que dicta el Ejecutivo sobre materias propias de una ley, sin que en ellos intervenga en absoluto el PL.

Decretos de Necesidad y Urgencia

Aunque la atribución de sancionar leyes solo lo puede hacer el PL, el PE puede dictar ciertas normas generales denominadas reglamento. Estos reglamentos requieren una habilitación normativa específica, que puede venir de una ley o de la propia Constitución. En cambio los decretos-leyes, también llamados decretos de necesidad y urgencia, no tienen habilitación normativa alguna. 

El PE no podrá “en ningún caso”bajo pena de nulidad insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.

El límite que se pone es de 2 tipos:

1- Que responda a circunstancias excepcionales.

2- Que no se trate de normas penales, tributarias, electorales o régimen de partidos políticos.

Art. 99 inc 3:” Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las promulga y hace publicar.
El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.
Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.

El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso.”
El Jefe de Decretos de Gabinete: Atribuciones y Competencia 
Atribuciones

La Jefatura de Gabinete de Ministros es una institución creada por la Convención Nacional Constituyente, con la intención de reducir el hiperpresidencialismo argentino, disminuyendo las facultades del presidente al desagregarle la jefatura administrativa.

El jefe de gabinete es el titular de la administración genérica del país, posee las cualidades, duración y nombramiento iguales a cualquier otro ministro.

Se le otorga al Presidente la facultad de nombrar y remover al Jefe de Gabinete de Ministros. Se le asigna la función de supervisarlo en los temas que éste trata acerca de la recaudación de rentas de la Nación y su inversión.

Las funciones del Jefe de Gabinete están expuestas en los artículos 100 y 101.

El Presidente le delega al jefe de gabinete aquellas cuestiones que considere necesarias. Las funciones de la Jefatura de Gabinete están relacionadas con la supervisión de las políticas públicas del Gobierno Nacional. 

Hay 3 aspectos de esta tarea: la coordinación de las actividades de los ministerios, la comunicación con el PL y la relación con las provincias y los municipios.

Artículos 100 al 107 de la CN


· Art. 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros secretarios cuyo número y competencia será establecida por una ley especial, tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Nación, y refrendarán y legalizarán los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia.
Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad política ante el Congreso de la Nación, le corresponde:

1. Ejercer la administración general del país. 

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer las facultades que le atribuye este artículo y aquellas que le delegue el presidente de la Nación, con el refrendo del ministro secretario del ramo al cual el acto o reglamento se refiera.

3. Efectuar los nombramientos de los empleados de la administración, excepto los que correspondan al presidente.
4. Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente de la Nación y, en acuerdo de gabinete resolver sobre las materias que le indique el Poder Ejecutivo, o por su propia decisión, en aquellas que por su importancia estime necesario, en el ámbito de su competencia. 
5. Coordinar, preparar y convocar las reuniones de gabinete de ministros, presidiéndolas en caso de ausencia del presidente.

6. Enviar al Congreso los proyectos de ley de Ministerios y de Presupuesto nacional, previo tratamiento en acuerdo de gabinete y aprobación del Poder Ejecutivo.
7. Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de Presupuesto nacional. 
8. Refrendar los decretos reglamentarios de las leyes, los decretos que dispongan la prórroga de las sesiones ordinarias del Congreso o la convocatoria de sesiones extraordinarias y los mensajes del presidente que promuevan la iniciativa legislativa. 

9. Concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, pero no votar. 

10. Una vez que se inicien las sesiones ordinarias del Congreso, presentar junto a los restantes ministros una memoria detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de los respectivos departamentos. 

11. Producir los informes y explicaciones verbales o escritos que cualquiera de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo. 

12. Refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos al control de la Comisión Bicameral Permanente. 

13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros los decretos de necesidad y urgencia y los decretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción estos decretos a consideración de la Comisión Bicameral Permanente.
El jefe de gabinete de ministros no podrá desempeñar simultáneamente otro ministerio.

· Art. 101.- El jefe de gabinete de ministros debe concurrir al Congreso al menos una vez por mes, alternativamente a cada una de sus Cámaras, para informar de la marcha del gobierno, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71. Puede ser interpelado a los efectos del tratamiento de una moción de censura, por el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cualquiera de las Cámaras, y ser removido por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las Cámaras. 

· Art. 102.- Cada ministro es responsable de los actos que legaliza; y solidariamente de los que acuerda con sus colegas.

· Art. 103.- Los ministros no pueden por sí solos, en ningún caso, tomar resoluciones, a excepción de lo concerniente al régimen económico y administrativo de sus respectivos departamentos.
· Art. 104.- Luego que el Congreso abra sus sesiones, deberán los ministros del despacho presentarle una memoria detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de sus respectivos departamentos. 
· Art. 105.- No pueden ser senadores ni diputados, sin hacer dimisión de sus empleos de ministros. 

· Art. 106.- Pueden los ministros concurrir a las sesiones del Congreso y tomar parte en sus debates, pero no votar.

· Art. 107.- Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser aumentado ni disminuido en favor o perjuicio de los que se hallen en ejercicio.
Los ministros del Órgano Ejecutivo Nacional

Tienen a su cargo el despacho de los negocios de la Nación. De esta manera se los denomina: ministros de despacho. No pueden tomar resoluciones, a excepción de lo concerniente al régimen económico y administrativo de sus respectivos departamentos.

Tienen tareas grupales, como integrar el Gabinete Nacional, intervenir en la determinación de los objetivos políticos, preparación del proyecto de presupuesto y en los asuntos que le encomiende el PE. 

También cuentan con tareas singulares, cada uno en su área elabora y suscribe los mensajes y proyectos al régimen administrativo de su ministerio. Se le pueden imputar tareas del PE, siempre  que no sean personalistas del Presidente.  Responsabilidad artículos del 102 al 107.

Ministros de la actualidad:

· de Gabinete: Alberto Fernández

· del interior: Aníbal Fernández

· de relaciones exteriores: Jorge Taiana

· de defensa: Nilda Garré

· de educación: Daniel Filmus

· de salud: Gines Gonzáles garcía 

· de acción social: Gustavo Bordet

· de trabajo: Carlos Tomada 

· de justicia: Alberto Irribarne

· de economía y producción: Felisa Miceli

· de infraestructura: Antonio Sicaro

Sindicatura General de la Nación 

Es un controlador intraorgánico, no provisto por la Constitución Nacional, pero surgidas de la legislación infraconstitucional.

Con personería jurídica propia y autártica administrativa y financiera, dependiente del presidente con tareas de control interno del PE.

El control externo opera por la Auditoria General de la Nación dependiente del Congreso y el Defensor del Pueblo.

Esta a cargo de un síndico general nombrado por el presidente y es asistido por 3 síndicos generales adjuntos. Su control interno abarca todas las jurisdicciones que componen el PE, organismos descentralizados y sociedades del Estado que dependan de él. 

Le toca supervisar las auditorias internas, vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Nación, informar al presidente sobre la actuación de los organismos fiscalizados, a la Auditoria General la gestión cumplida por esos entes, y a la opinión pública, periódicamente. 

Unidad de Auditoria Interna

Responsabilidad Primaria: 

Entender en la planificación, programación y ejecución de exámenes y evaluaciones de las actividades de la Sindicatura General de la Nación en sus aspectos presupuestarios, económicos, financieros, patrimoniales, normativos, operacionales y de gestión, enmarcados en un modelo de control integral e integrado.

Acciones:

1- Evaluar el cumplimiento de políticas, planes y procedimientos establecidos por la autoridad superior del organismo.

2- Revisar y evaluar la aplicación del Sistema de Control Interno del organismo en sus aspectos operativos, contables, de legalidad y financieros. 

3- Elaborar el planeamiento  general de la auditoria interna de acuerdo a las normas de auditoria, aplicando el modelo de control integral e integrado. 

4- Producir informes sobre las actividades desarrolladas y en su caso formular las observaciones y recomendaciones que correspondan y efectuar su seguimiento.

5- Prestar colaboración al Síndico General de la Nación y a toda la organización cuando ello fuera requerido. 

Organización del Órgano Ejecutivo en la Provincia de Buenos Aires

Artículo 119.- El Poder Ejecutivo de la Provincia será desempeñado por un ciudadano, con el titulo de Gobernador de la Provincia de Buenos Aires. Artículo 120.- Al mismo tiempo y por el mismo período que se elija Gobernador, será elegido un Vicegobernador.  

Artículo 121.- Para ser elegido Gobernador o Vicegobernador, se requiere:  

1°.- Haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo, si hubiese nacido en país extranjero.  

2°.-Tener treinta años de edad. 

3°.-Cinco años de domicilio en la Provincia con ejercicio de ciudadanía no interrumpida, si no hubiese nacido en ella.  

Artículo 122.- El Gobernador y el Vicegobernador durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en ellas en el mismo día en que expire el período legal, sin que evento alguno pueda motivar su prorrogación por un día más, ni tampoco que se les complete mas tarde. 

Artículo 123.- El Gobernador y el Vicegobernador pueden ser reelectos o sucederse recíprocamente, por un nuevo período. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con intervalo de un período. 

Artículo 124.- En caso de muerte, destitución, renuncia, enfermedad, suspensión o ausencia del Gobernador, las funciones del Poder Ejecutivo serán desempeñadas por el Vicegobernador, por todo el resto del período legal, en los tres primeros casos, o hasta que haya cesado la inhabilidad temporaria, en los tres últimos. 

Artículo 125.- Si la inhabilidad temporaria afectase simultáneamente al Gobernador y al Vicegobernador, el Vicepresidente primero del Senado se hará cargo del Poder Ejecutivo, hasta que aquella cese en uno de ellos. Dicho funcionario también se hará cargo del Poder Ejecutivo, cuando en el momento de producirse la enfermedad, suspensión o ausencia del Gobernador, no exista Vicegobernador, o cuando al producirse la muerte, destitución o renuncia del Gobernador, el Vicegobernador estuviera afectado de inhabilidad temporaria, o cuando la inhabilidad temporaria, afectase al Vicegobernador en ejercicio definitivo de las funciones de Gobernador.  

Artículo 126.- En el caso de muerte, destitución o renuncia del Gobernador, cuando no exista Vicegobernador o del Vicegobernador que hubiese asumido definitivamente las funciones de Gobernador, el Poder Ejecutivo, será desempeñado por el Vicepresidente primero del Senado, pero dentro de los treinta días de producida la vacante se reunirá la Asamblea Legislativa y designará de su seno un Gobernador interino, quien se hará cargo inmediatamente del Poder Ejecutivo. 

El Gobernador interino deberá reunir las condiciones establecidas en el artículo 121 y durará en sus funciones hasta que asuma el nuevo Gobernador. 

Si la vacante tuviere lugar en la primera mitad del período en ejercicio se procederá a elegir Gobernador y Vicegobernador en la primera elección de renovación de la Legislatura que se realice, quienes completaran el período constitucional correspondiente a los mandatarios reemplazados. 

El Gobernador y el Vicegobernador electos tomarán posesión de sus cargos el primer día hábil posterior a la integración de las Cámaras con la incorporación de los legisladores electos en la misma elección. 

Artículo 127.- Si la acefalía se produjese por muerte, destitución o renuncia del Gobernador interino, se procederá como ha sido previsto en el Artículo anterior. 

Artículo 128.- En los mismos casos en que el Vicegobernador reemplaza al Gobernador, el Vicepresidente del Senado reemplaza al Vicegobernador.  

Artículo 129.- La Legislatura dictará una ley que determine el funcionario que deberá desempeñar el cargo provisoriamente para los casos en que el Gobernador, Vicegobernador y Vicepresidente del Senado no pudiesen desempeñar las funciones del Poder Ejecutivo. 

 Artículo 130.- El Gobernador y el Vicegobernador en ejercicio de sus funciones, residirán en la Capital de la Provincia y no podrán ausentarse del territorio provincial por más de treinta días sin autorización legislativa. 

Artículo 131.- En el receso de las Cámaras solo podrán ausentarse por un motivo urgente de interés público y por el tiempo indispensable, dando cuenta a aquellas oportunamente. 

Artículo 132.- Al tomar posesión del cargo, el Gobernador y el Vicegobernador prestarán juramento ante el Presidente de la Asamblea Legislativa en los términos siguientes: "Juro por Dios y por la Patria y sobre estos Santos Evangelios, observar y hacer observar la Constitución de la Provincia, desempeñando con lealtad y honradez el cargo de Gobernador (o Vicegobernador). Si así no lo hiciere, Dios y la Patria me lo demanden". 

Artículo 133.- El Gobernador y el Vicegobernador gozan del sueldo que la ley determine, no pudiendo ser alterado en el periodo de sus nombramientos. Durante éste no podrán ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento de la Nación o de la Provincia.

Artículo 134.- La elección de Gobernador y Vicegobernador será hecha directamente por el pueblo, por simple mayoría de votos; cada elector votará el nombre de un ciudadano para Gobernador y el de otro ciudadano para Vicegobernador. 

Artículo 135.- La elección tendrá lugar conjuntamente con la de senadores y diputados del año que corresponda.  

Artículo 136.- La Junta Electoral practicará el escrutinio y remitirá constancia del mismo al Gobernador de la Provincia y al Presidente de la Asamblea Legislativa. 

Artículo 144.- El Gobernador es el jefe de la administración de la Provincia, y tiene las siguientes atribuciones: 

1a. Nombrar y remover los ministros secretarios del despacho. 

2a. Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la Provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposiciones especiales que no alteren su espíritu. 

3a. Concurrir a la formación de las leyes, con arreglo a la Constitución, teniendo el derecho de iniciarlas por proyectos presentados a las Cámaras, y de tomar parte en su discusión por medio de los ministros.  

4a. El Gobernador podrá conmutar las penas impuestas por delitos sujetos a la jurisdicción provincial, previo informe motivado de la Suprema Corte de Justicia, sobre la oportunidad y conveniencia de la conmutación y con arreglo a la ley reglamentaria que determinará los casos y la forma en que pueda solicitarse, debiendo ponerse en conocimiento de la Asamblea Legislativa, las razones que hayan motivado en cada caso la conmutación de la pena.

El Gobernador no podrá ejercer esta atribución cuando se trate de delitos en que el Senado conoce como juez, y de aquellos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones. 

5a. Ejercerá los derechos de patronato como vicepatrono, hasta que el Congreso Nacional, en uso de la atribución que le confiere el artículo 67, inciso 19 de la Constitución de la República, dicte la ley de la materia. 

6a. A la apertura de la Legislatura la informará del estado general de la administración. 

7a. Convocar al pueblo de la Provincia a todas las elecciones en la oportunidad debida, sin que por ningún motivo pueda diferirlas. 

8a. Convocar a sesiones extraordinarias a la Legislatura o a cualquiera de las Cámaras, cuando lo exija un grande interés público, salvo el derecho del cuerpo convocado para apreciar y decidir después de reunido, sobre los fundamentos de la convocatoria. 

9a. Hacer recaudar las rentas de la Provincia y decretar su inversión con arreglo a las leyes, debiendo hacer publicar mensualmente el estado de la Tesorería. 

10a. Celebrar y firmar tratados parciales con otras provincias para fines de la administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con aprobación de la Legislatura y dando conocimiento al Congreso Nacional. 

11a. Es el comandante en jefe de las fuerzas militares de la Provincia, con excepción de aquellas que hayan sido movilizadas para objetos nacionales. 

12a. Movilizar la milicia provincial en caso de conmoción interior que ponga en peligro la seguridad de la Provincia, con autorización de la Legislatura, y por sí solo durante el receso, dando cuenta en las próximas sesiones, sin perjuicio de hacerlo inmediatamente a la autoridad nacional. 

13a. Decretar también la movilización de las milicias, en los casos previstos por el inciso vigésimo cuarto, artículo sesenta y siete de la Constitución Nacional. 

14a. Expedir despachos a los oficiales que nombre para organizar la milicia de la Provincia y para poner en ejercicio las facultades acordadas en los dos incisos que preceden. En cuanto a los jefes, expide también despachos hasta teniente coronel. Para dar el de coronel se requiere el acuerdo del Senado. 

15a. Es agente inmediato y directo del Gobierno Nacional para hacer cumplir en la Provincia la Constitución y las leyes de la Nación. 

16a. Da cuenta a las Cámaras Legislativas del estado de la hacienda y de la inversión de los fondos votados para el ejercicio precedente y remite antes del 31 de agosto los proyectos de presupuesto de la administración y las leyes de recursos. 

17a. No podrá acordar goce de sueldo o pensión sino por alguno de los títulos que las leyes expresamente determinan. 

18a. Nombra, con acuerdo del Senado: 

1° El Fiscal de Estado; 

2° El Director General de Cultura y Educación; 

3° El Presidente y los vocales del Tribunal de Cuentas; 

4° El Presidente y los directores del Banco de la Provincia que le corresponda designar. 

Y con acuerdo de la Cámara de Diputados, los miembros del Consejo General de Cultura y Educación. La ley determinará en los casos no previstos por esta Constitución, la duración de estos funcionarios, debiendo empezar el 1 de junio sus respectivos períodos. 

Artículo 155.- Habrá un Fiscal de Estado inamovible, encargado de defender el patrimonio del Fisco, que será parte legítima en los juicios contencioso-administrativos y en todos aquéllos en que se controviertan intereses del Estado.

La ley determinará los casos y la forma en que ha de ejercer sus funciones. 

Para desempeñar este puesto se requieren las mismas condiciones exigidas para los miembros de la Suprema Corte de Justicia. 

Artículo 156.- El Contador y Subcontador, el Tesorero y Subtesorero serán nombrados en la forma prescripta en el artículo 82 y durarán cuatro años, pudiendo ser reelectos. 

Artículo 157.- El Contador y Subcontador no podrán autorizar pago alguno que no sea arreglado a la ley general de presupuesto o a leyes especiales, o en los casos del artículo 163. 

Artículo 158.- El Tesorero no podrá ejecutar pagos que no hayan sido previamente autorizados por el Contador. 

La organización administrativa del Estado Nacional: nociones generales

El Estado, en su carácter de persona jurídica, actúa a través de órganos y entes para cumplir sus funciones específicas. Por ello, para el cumplimiento de las funciones administrativas, asume distintas formas de organización.

Entendemos por organización administrativa el conjunto de normas jurídicas que regulan la competencia, las relaciones jerárquicas, situación jurídica, formas de actuación y control de los órganos y entes en ejercicio de la función administrativa.

La Argentina ha adoptado como forma de organización política la Representativa, Republica y Federal. Esta declaración implica: 

1- El ejercicio de la soberanía le corresponde al gobierno federal.

2- En virtud de tal facultad las provincias delegan a través de la Constitución.

3- Las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución al gobierno federal. Surge de la Ley suprema que las provincias se han reservado para sí:

· Dictar su propio texto constitucional.

· Determinar sus propias instituciones locales y regirse por ellas.

4- Existen poderes que son concurrentes de los gobiernos federales y provinciales.

5- Se da un juego de relaciones interprovinciales que es pautado por la Constitución.

Principios jurídicos:

· Competencia: conjunto de atribuciones, facultades y deberes que ejercen en forma obligatoria los órganos estatales.

· Jerarquía: es el vínculo de la interrelación que guardan los órganos administrativos, en relación de subordinación, coordinación y supra ordenación. La administración se organiza piramidalmente por vía de diferentes líneas que conducen a un mismo centro.

Sistemas de estructuración de la organización administrativa
Un país adopta el principio de la centralización, cuando todas las cuestiones de importancia son resueltas por los órganos centrales de la Administración, mientras que, cuando las facultades decisorias se encuentran también adjudicadas a entidades que constituye la llamada Administración descentralizada o indirecta del Estado, la técnica utilizada se denomina descentralización. 

Centralización  

Centralización administrativa: cuando los órganos se agrupan colocándose unos respectos de otros en una situación de dependencia tal que entre todos exista un vínculo. La relación de jerarquía es una relación de dependencia que implica ciertos poderes de los órganos superiores sobre los inferiores.

El Presidente tiene un doble carácter: de órgano político y de órgano administrativo. Su carácter de órgano político deriva de la relación directa e inmediata que gurda el Estado y con los otros órganos representativos del mismo Estado. 

Como autoridad administrativa, el Presidente constituye el jefe de la administración pública federal.

Ocupa el lugar más alto de la jerarquía administrativa, concentrando en sus manos los poderes de decisión, de mando y jerárquico necesarios para mantener la unidades la administración.

Descentralización 

Tiene lugar cuando el ordenamiento jurídico confiere atribuciones administrativas o competencias públicas en forma regular y permanente a entidades dotados de personalidad jurídica, que actúan en nombre y por cuenta propia, bajo el control del poder ejecutivo.

Tipos:

· Descentralización territorial: transferencia de funciones de la administración central a las entidades locales.

· Descentralización funcional: trata de mantener la unidad del poder estatal, en la medida que existen vínculos entre la entidad y la administración central, que permiten desplegar un control bastante intenso sobre la entidad descentralizada, llamado control administrativo o de tutela. Incluye la creación de personas jurídicas públicas estatales a la cual se le asignan cometidos que no estaban reconocidos anteriormente a los órganos de la administración directa. 

Descentralización funcional
La concentración y la desconcentración son técnicas de agrupación o distribución permanente de competencias. Son principios organizativos que se dan en el marco de una misma persona pública estatal, por lo que bien puede tener lugar en la administración central como dentro de algunas de las entidades descentralizadas.

Concentración

Existirá concentración siempre que las facultades decisorias se encuentren reunidas en los órganos superiores de la administración central, o bien, cuando esa agrupación de facultades se opera en los órganos directivos de las entidades que integran la llamada administración indirecta.

Desconcentración

Recibe el nombre de desconcentración cuando las competencias decisorias se asignan a órganos inferiores de la administración centralizada o descentralizada. 

Nociones de autonomía y autarquía administrativa
Autonomía: constituye una forma superior de descentralización política en cuanto traduce el reconocimiento a la entidad autónoma de la facultad de darse sus propias normas fundamentales e implica una potestad normativa originaria.

Autarquía: atribución que tienen las personas públicas estatales de administrase por si mismas, lo cual no es impedimento para que, se consideren las mismas como componentes del Estado. Es un concepto administrativo. 

Unidad 10: Órgano Judicial.

La función jurisdiccional: concepto

La jurisdicción es el poder público que una rama del gobierno ejercita, de oficio o de petición del interesado, instruyendo el proceso para establecer la verdad de los hechos que afectan al orden jurídico, actuando la ley en la sentencia y haciendo que esta se cumpla.

Lo esencial es la creación de una norma individual (sentencia), lo que implica la aplicación de una norma general, la declaración de la ocurrencia efectiva del hecho antecedente y la imputación de una consecuencia jurídica (sanción), haciéndose necesario el proceso tanto para llegar a establecer la efectiva ocurrencia del hecho antecedente, como para hacer efectiva la consecuencia jurídica imputada (haciendo que la sentencia sea cumplida, proceso de ejecución). Siempre que exista un conflicto entre particulares o entre un particular y el Estado, referente a derechos subjetivos privados de aquellos, o se encuentre en tela de juicio la aplicación de alguna sanción de naturaleza penal, la intervención de un órgano judicial es constitucionalmente ineludible.

La justicia ideal, no siempre se realiza tan espontáneamente en la visa social. Con frecuencia, se quebrantan sus preceptos y son violadas las normas jurídicas establecidas para asegurara su vigencia.

El Estado debe establecerla, y a tal efecto crea los organismos investidos con facultad de imponerla coercitivamente. 

Esta facultad o poder se denomina “jurisdicción” y comprende las siguientes atribuciones:

· La de intervenir en casos en los que sean sometidos a fin de resolver los conflictos entre individuos o aplicar sanciones cuando son violados los intereses colectivos (facultad de conocer).

· La de imponer coercitivamente sus decisiones haciéndolas cumplir por medio de la fuerza pública (facultad de ejecutar).

Esta función del Estado constituye un servicio público, “la de administrar la Justicia” desempeñada por los órganos creados por la constitución y por la ley.

Puede ser ejercida por juzgados unipersonales o por cuerpos colegiados integrantes del poder judicial, que reciben indistintamente la denominación de “tribunales”.

El régimen de administración de justicia, depende de los siguientes factores:

· Organización (la estructura de los órganos que la desempeñen).

· La competencia de esos órganos.

· El procedimiento que debe seguirse para actuar ante ello.

Caracteres de la función judicial

· Es un poder-deber porque comprende la facultad de juez o tribunal de decidir los asuntos que se someten a su conocimiento y el deber en que se encuentra de administrar justicia cada vez que esa actividad sea requerida en un caso concreto.

· Es ejercida por órganos independientes.

· Es indelegable.

· Están sometidos a la función judicial del estado todas las personas, físicas, jurídicas, nacionales o extranjeras, que habiten o se hallen radicadas en su territorio.

· Forma parte, a través de los tribunales de justicia, por jueces naturales (jueces preestablecidos).

· El Estado reivindica para sí en forma privativa la función de administrar justicia, queda abolida la justicia privada (justicia por mano propia).

· No se admiten influencias o presiones externas, ni instrucciones acerca del modo de ejercer la función, solo la Constitución y las leyes imponen obligación a los jueces.

· El juez tiene estabilidad en su cargo, o sea que es inamovible, aunque no siempre vitaliciamente. La destitución se realiza en caso de juicio político.

La competencia: concepto

Es la capacidad que la ley reconoce a un juez o a un tribunal para ejercer sus funciones con respecto a una determinada categoría de asuntos o una determinada etapa de proceso.

La competencia tiene que ver con la organización política del Estado. Se es competente para dictar una ley, una sentencia, un derecho, etc. Y esta puede ser ejercida por ciertos individuos nombrados especialmente a tal efecto.

Al Estado y si se quiere al Poder Judicial, corresponde la jurisdicción en general; al órgano en particular (jueces y tribunales) corresponde la competencia para entender en ciertos asuntos.

La competencia de los jueces resulta de la combinación de diversos principios, que establecen entre ellos una división de tareas especificadas por diversas razones como ser:

1- Por razón de materia: puede haber jueces o tribunales facultados para intervenir exclusivamente en asuntos de carácter civil, comercial, penal, etc. Esto se denomina: fuero. 

La competencia por razón de materia es de orden público, de modo que no puede extenderse o modificarse de modo alguno.

2- Por razón de territorio: los jueces son competentes en el distrito dentro de cuyos límites se extiende su jurisdicción. Las personas se encuentran sometidas al juez de su domicilio.

3- Por razón de grado: los tribunales están organizados con un orden jerárquico, vale decir inferiores o de prima instancia, y superiores, estos últimos tienen la facultad de revisar los fallos de los tribunales inferiores, en los casos que le son sometidos por medio de algunos de los recursos legales.

4- Por razón de turno: se establece el orden en que deben intervenir en los distintos casos que se van presentando.

5- Por razón de valor o cuantía: así hay juzgados de 2mayor cuantía” o de “menor cuantía”, según su competencia se encuentre por encima o por debajo de un límite determinado.

6- Por razón de las personas: puede ocurrir que el tribunal tenga competencia exclusiva para atender en las causas en que sean parte ciertos funcionarios.

7- Por razón de ámbito constitucional: la justicia puede ser ordinaria (provincial) o federal (nacional).

El Órgano Judicial: composición, nombramiento y remocion de sus miembros

La facultad de este órgano es la de salvaguardar la observancia de los principios, derechos y garantías incluidos en nuestra Carta Magna. Solo compete a magistrados el juzgar la insuficiencia de toda ley en caso de contrariedad a la Constitución, y por lo tanto el Poder Legislativo no puede “desconocer”, por medio de una ley, los efectos de la sentencia de un juez basada en la autoridad de cosa juzgada.

Art. 109:”En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas.”
· Composición

Art. 108:“El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación.”
El poder judicial se compone de varios órganos: jueces y tribunales de múltiples instancias, mas el Consejo de la Magistratura y el Jurado de enjuiciamiento; integran una estructura vertical: La Corte Suprema. A estor órganos, que componen el gobierno y tienen a su cargo una función del poder, se los considera “no políticos”, por la diferencia que acusan en relación con el órgano ejecutivo y con el congreso, que se los rotula como “políticos”. Se habla también, de independencia del poder judicial.

· Nombramiento

Presidente: Art. 99 Inc. 4:” Nombra los magistrados de la Corte Suprema con acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública, convocada al efecto.
Nombra los demás jueces de los tribunales federales inferiores en base a una propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad de los candidatos.
Un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo, será necesario para mantener en el cargo a cualquiera de esos magistrados, una vez que cumplan la edad de setenta y cinco años. Todos los nombramientos de magistrados cuya edad sea la indicada o mayor se harán por cinco años, y podrán ser repetidos indefinidamente, por el mismo trámite.” 

· Inamovilidad e intangibilidad

Art. 110:”Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la Nación conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta, y recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones.”

· Remoción de miembros del órgano judicial
Todo juez cuenta con la garantía de estabilizar en su cargo, a tal punto que es inamovible (por el período que haya sido designado) salvo casos excepcionales y por medio de un enjuiciamiento. En el caso de los jueces del Poder Judicial Federal, cabe destacar que son inamovibles de por vida, salvo juicio político que establezca tal remoción. 

Art. 115:”Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación serán removidos por las causales expresadas en el artículo 53, por un jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal.
Su fallo, que será irrecurrible, no tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la parte condenada quedará no obstante sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.
Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez suspendido, si transcurrieren ciento ochenta días contados desde la decisión de abrir el procedimiento de remoción, sin que haya sido dictado el fallo.
En la ley especial a que se refiere el artículo 114, se determinará la integración y procedimiento de este jurado.”
Posibles causas de remoción de miembros de la Corte suprema de Justicia:

· Mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones

· Por crímenes comunes

Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento

Art. 114.- “El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley especial sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder Judicial.
El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure el equilibrio entre la representación de los órganos políticos resultantes de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula federal. Será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y científico, en el número y la forma que indique la ley. Serán sus atribuciones: 
1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las magistraturas inferiores.

2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento de los magistrados de los tribunales inferiores.

3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley asigne a la administración de justicia.
4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados.
5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la acusación correspondiente. 
6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y todos aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia de los jueces y la eficaz prestación de los servicios de justicia.”

Las Competencias

Las competencias del Consejo de la Magistratura exhiben diferencias entre si, tres se refieren directamente a la formación de los cuadros judiciales, una al poder disciplinario, otra al poder reglamentario y otra a la administración de los recursos económicos.

· En cuanto a la formación de los cuadros judiciales, posee dos atribuciones:

· Realizar los concursos públicos para cubrir los cargos de jueces en todas las instancias inferiores a la Corte, y seleccionar a los candidatos.

· Formular ternas vinculantes para proponer el nombramiento.

· La tercera facultad que relacionamos con los 2 anteriores es la de promover el enjuiciamiento político de los jueces de instancias inferiores a la Corte.

· En lo que hace al poder disciplinario, el Consejo tiene su ejercicio sobre los magistrados.

· El poder reglamentario recae sobre una triple materia:

· Para la organización judicial.

· Para asegurar la independencia de los jueces.

· Para lograr la eficaz prestación del servicio de justicia.

Art. 115: “Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación serán removidos por las causales expresadas en el artículo 53, por un jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal.
Su fallo, que será irrecurrible, no tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la parte condenada quedará no obstante sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.
Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez suspendido, si transcurrieren ciento ochenta días contados desde la decisión de abrir el procedimiento de remoción, sin que haya sido dictado el fallo.”
El procedimiento actual se desdobla: en una primera etapa, el Consejo de la Magistratura acusa al decidir la apertura del procedimiento y puede suspender al juez; en la segunda etapa interviene el jurado de enjuiciamiento, que puede remover o no. Se trata de una relación entre 2 órganos, Consejo y Jurado, que forman parte ambos del poder judicial, por lo que cabe calificar a esa relación como intraórganos.

Los diversos aspectos en el procedimiento enjuiciador

· La competencia para suspender al Juez

El consejo esta habilitado a suspender, si en caso de no disponer la suspensión y pasar la acusación al jurado de enjuiciamiento, éste tiene competencia para hacerlo.

El artículo 114 adjudica la facultad de suspensión al consejo, le quede negada al jurado porque, adjudicar una competencia expresa a un órgano, implica impedir su ejercicio a otro no sea ése.

· El plazo para juzgar

El jurado tiene 180 días para dictar su fallo. Si en ese lapso no lo hace, deben archivarse las actuaciones y se debe reponer al juez suspendido. 

· El archivo de las actuaciones y su efecto

Si pasan 180 días sin que se haya fallado la causa, las actuaciones se archivan. Esto significa que, al haberse agotado la competencia del jurado, la misma cuestión ya no podrá renovarse o reabrise en el futuro.

· La reposición del juez suspendido

El vencimiento del plazo para juzgar y el consiguiente archivo de las actuaciones hacen procedente la reposición el juez cuando, en la instancia de apertura del procedimiento enjuiciador, fue suspendido por el Consejo de la Magistratura.

Como el juzgamiento le está deparado al jurado, cuando caduca el término temporal en que necesariamente debe expedirse y no lo hace, es el mismo jurado l que ha de archivar las actuaciones y, juntamente con el archivo, resolver la reposición. 

· Si el juez suspendido no es repuesto, este debe requerir su reposición al Jurado

De no tener respuesta favorable a su pedido esto sería viable el acceso al Consejo de la Magistratura, por haber sido el autor de la suspensión que el Jurado se ha negado a dejar sin efecto.

Requisitos para ser miembro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación

Art. 111:”Ninguno podrá ser miembro de la Corte Suprema de Justicia, sin ser abogado de la Nación con ocho años de ejercicio, y tener las calidades requeridas para ser senador.”
- Requisitos para integrar ka Cámara de Apelación

Se requiere ser ciudadano de la Nación Argentina, abogado, con 6 años de ejercicio y 30 años de edad.

- Requisitos para ser juez de 1º instancia

Se requiere tener 8 años de ejercicio en la abogacía y ser mayor de 25 años de edad.

Juramento

Art. 112: “En la primera instalación de la Corte Suprema, los individuos nombrados prestarán juramento en manos del presidente de la Nación, de desempeñar sus obligaciones, administrando justicia bien y legalmente, y en conformidad a lo que prescribe la Constitución. En lo sucesivo lo prestarán ante el presidente de la misma Corte.”

En el caso de los miembros de la Cámara de Apelación, en su primera designación, realizarán su juramento frente a la Corte y luego frente al presidente de dicha Cámara.

Los jueces de primera instancia deben hacerlo frente a la Cámara de Apelación respectiva del fuero.

El juramento los compromete a desempeñar sus obligaciones y a administrar justicia correcta y legalmente.
Composición y organización del órgano judicial de la Nación y de las Provincias 
· Composición y organización judicial de la Nación

Art. 108: “El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación.”

Los “demás tribunales inferiores” que el Congreso ha creado, se hallan distribuidos en todo el territorio de la República; se trata de los juzgados federales (órganos unipersonales de 1º instancia) y las cámaras federales de apelación (órganos colegiados de 3 o más miembros de 2º instancia o revisión).

· Composición y organización de los órganos judiciales de las Provincias
El Poder Judicial a que estamos haciendo referencia es al establecido por la Constitución Nacional y el que recibe la denominación de federal.

Cada provincia debe organizar su propio Poder Judicial local: “cada provincia dictará para sí una Constitución, que asegure su administración de justicia.”

Cada una de las provincias ha organizado su Poder Judicial, el cual tiene a cargo el control de constitucionalidad (31), la aplicación de la legislación común (75, 12) y las demás atribuciones que le asigne la respectiva Constitución provincial.

· Corte Suprema de Justicia

Es el tribunal de mayor jerarquía de toda la Nación. Tiene las siguientes características: en cuanto a su organización, está integrado por 9 jueces y un procurador general. Tiene su asiento en la Capital Federal y designa a su presidente. Dicta su reglamento interno  y económico. También reglamenta y ejerce superintendencia sobre la justicia nacional. 

En los asuntos referidos a los Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, tiene competencia originaria y exclusiva, es decir, actúa como tribunal de primera y única instancia. En los demás casos actúa como tribunal de alzada, vale decir en grado de apelación, lo que puede ocurrir ya sea motivo de un recurso ordinario o extraordinario.

· Cámara de Apelación Federal

Son tribunales que conocen el grado de apelación de las sentencias dictadas por los juzgados federales de sección.

· Juzgados Federales de primera instancia

También denominados juzgados de sección, tienen competencia en materia federal, y su organización difiere en Capital Federal y en las provincias.

En la Capital Federal, hay juzgados en lo civil y comercial, en lo criminal y correccional y en lo contencioso administrativo.

En las provincias, en un mismo juzgado federal tiene competencia para las distintas materias

Competencia de la Justicia Federal

La competencia de la Justicia Federal hace referencia a la atribución legítima que tiene un juez. Ésta determinada los márgenes dentro de los cuales se puede ejercer la jurisdicción.

Los 1º interrogantes que se le plantea al abogado que tiene que recurrir al PJ consiste en dilucidar cuál es el órgano adecuado ante quien debe presentar su reclamo, o inversamente, en determinarse el órgano que ya ésta entendiendo en una causa es el que corresponde. Ello significa que debemos conocer cuál es la competencia de cada órgano.

Caracteres comunes a la justicia federal:

· Limitada y de excepción: por que según el Art. 121: “Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación”. Ello significa que salvo los casos específicos en que esa delegación haya sido verificada, los demás corresponderán a las provincias. Esto explica por qué, debemos recurrir a la justicia local y sólo y exclusivamente a la justicia federal.

· Primitiva y excluyente: en cuanto la competencia de un órgano judicial federal no puede ser prorrogada a la justicia local, ni compartida con ésta. Esto deriva del Art. 31: “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de noviembre de 1859.”, que obliga a las provincias a conformarse a la Constitución nacional, las leyes que en su consecuencia dicte el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, como ley suprema de la Nación.
· Inalterable: por que radica una causa en la justicia federal resulta la competencia a favor de ésta, no puede alterársela a favor de la justicia local. Este carácter también reconoce aplicación inversa; es decir: asumida legítimamente la competencia por un tribunal local, ella no es atribuible a la justicia federal. 
Artículo 116 

Competencia en razón de la materia, de las personas y del lugar.

“Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha en el inciso 12 del artículo 75: y por los tratados con las naciones extranjeras: de las causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima: de los asuntos en que la Nación sea parte: de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero.”
“Conocimiento y decisión de todas las causas”: no hay excepción posible a la jurisdicción federal, en tanto se de una de las cusas previstas en dicho artículo.

· Competencia en razón de la materia

Están sometidas a la jurisdicción federal:

1- Las causas para cuya resolución sea necesario aplicar directamente una norma constitucional.

2- Las causas para cuya resolución sea necesario aplicar las leyes de la Nación; se refiere a las leyes federales o al derecho federal.

3- Las causas para cuya resolución sea necesario aplicar alguna disposición de los tratados con las naciones extranjeras.

4- Las causas de almirantazgo (referirse a aquellas causas que versan sobre el derecho internacional de la guerra marítima) y jurisdicción marítima. 

· Competencia en razón de la persona

Están sometidas a la jurisdicción federal:

1- Las causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros. Son de competencia originaria en la Corte Suprema la justicia de la Nación.

2- Las causas en que la Nación sea parte. La jurisdicción federal esta habilitada en todos aquellos pleitos en que el Estado nacional es parte, ya sea como actor, demandado, tercero, o de cualquier otro modo.

3- Las causas en que una provincia es parte. Son de competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

4- Las causas en razón de las distintas vecindades. Son de 3 clases: 

+ Entre vecinos de diferentes provincias

+ Entre vecinos de una provincia y un estado extranjero

+ Entre vecinos de una provincia y un ciudadano extranjero.

5- Las causas en razón de extranjería. Son de 3 clases:

+ Entre una provincia y un ciudadano extranjero.

+ Entre un vecino de una provincia y un extranjero y un Estado extranjero.

+ Entre un vecino de una provincia y un ciudadano extranjero.

6- Las causas en que es parte un Estado extranjero. Puede ser de 3 clases:

+ Entre el Estado nacional y un Estado extranjero. Se inicia el proceso ante el juzgado federal competente.

+ Entre una provincia y un estado extranjero.

+ Entre vecinos de una provincia y un Estado extranjero. Se inicia el proceso ante el juzgado federal competente.

· En razón del lugar

La legislación y la jurisprudencia de la Corte Suprema han establecido ciertos casos que estén sometidos a la jurisdicción federal:

1- En causas no penales: a ciertos hechos y actos jurídicos realizados en los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República.

2- En causas penales: los delitos cometidos en los lugares sometidos a la jurisdicción federal.
Artículo 117
Competencia de la Corte Suprema de Justicia

“En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso; pero en todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia fuese parte, la ejercerá originaria y exclusivamente.”

La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación surge de este artículo y de las orgánicas de tribunales nacionales. Se en 2 grandes bloques:

1- Competencia originaria y exclusiva: es aquella que tiene la Corte Suprema para conocer en forma exclusiva y excluyente un determinado tipo de causas. En ellas solo le corresponde a la Corte Suprema de Justicia su conocimiento y decisión, sin ningún tipo de apelación. 
Los casos de competencia originaria son de 2 tipos:

· Causas en que es parte de una provincia:

+ De una provincia con otra/as

+ De una provincia con vecinos de otra

+ De una provincia contra un Estado extranjero

+ De una provincia con un ciudadano extranjero

· Causas concernientes a representantes de Estados Extranjeros acreditados ante nuestro país:

+ Causas concernientes a jefes de Estado, jefes de gobierno, ministros y embajadores de un Estado extranjero, personal de la legación y familiares. Se trata de un personal que ejerce la representación oficial de un Estado extranjero acreditado ante nuestro país, así como del personal de la legación y sus familiares.

+ Causas concernientes a agentes consulares extranjeros. Los agentes consulares extranjeros. Los agentes consulares tienen ciertas funciones de oficial público, notarial, de protección de sus connaciones, etc. 

2- Competencia apelada: es aquella que tiene la Corte Suprema como tribunal de alzada o en grado de apelación, para conocer de las sentencias dictadas por los tribunales inferiores. 
Esta competencia apelada se clasifica en 2 subgrupos:

· Competencia por apelación ordinaria: en estos casos, la Corte Suprema actúa como un tribunal de instancia ordinaria.

Se clasifica en 4 subtipos:

+ Ciertas causas en que el Estado nacional es parte

+ Extradición de criminales
+ Almirantazgo y jurisdicción marítima
+ Recursos de aclaratoria

· Competencia por apelación extraordinaria: se la clasifica en 3 subtipos:

+ Recursos de revisión
+ Recursos de queja
+ Recurso extraordinario
El juicio por jurados: Art. 118 de la C.N.

Art. 118: “Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del derecho de acusación concedido a la Cámara de Diputados se terminarán por jurados, luego que se establezca en la República esta institución. La actuación de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiere cometido el delito; pero cuando éste se cometa fuera de los límites de la Nación, contra el Derecho de Gentes, el Congreso determinará por una ley especial el lugar en que haya de seguirse el juicio.”

Juicios por jurados: aquella institución de naturaleza jurisdiccional compuesta por un grupo de ciudadanos que no son magistrados judiciales, elegidos por sorteo, y que bajo la dirección de un juez tienen que expandirse.

Características:

1- La condición de legos (ignorante) de sus miembros
2- La designación circunstancial y por sorteo de éstos
3- La presencia de un magistrado judicial que conduce las deliberaciones pero que no se vota
4- La emisión de un veredicto en el cual se establece si el acusado es o no culpable
5- La posterior remisión de la causa a un juez o magistrado judicial para que después del veredicto, y respetando éste, aplique la pena, si corresponde.  

Ministerio público

Art. 120: “El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República. Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor general de la Nación y los demás miembros que la ley establezca. Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones.”

“Autonomía funcional y autarquía financiera”: no recibe instrucciones de nadie y administra su propio presupuesto, no se otorga a sus miembros goce en la misma inamovilidad judicial y la remoción por el mismo procedimiento que los jueces.

La función de los mismos consiste en la titularidad de la acción penal, representando a la sociedad agraviada por el delito. Sin perjuicio de ello, puede también actuar en los fueros no penales. Además del procurador y del defensor, debe incluirse también a los fiscales de todos los fueros e instancias, como miembros del Ministerio Público.

Art. 1º: Función:
El Ministerio Público es el cuerpo de Fiscales, Defensores Oficiales y Asesores de Incapaces que, encabezado por el Procurador General, actúa con legitimación plena en defensa de los intereses de la sociedad y en resguardo de la vigencia equilibrada de los valores jurídicos consagrados en las disposiciones constitucionales y legales.

En tal carácter, tutela el interés público y las garantías de los habitantes, requiriendo la justa aplicación de la ley y del derecho, sea en lo concerniente a intereses colectivos, difusos o individuales, debiendo velar por la limitación de su ejercicio abusivo o disfuncional.

Art. 2º: Principios:
El Ministerio Público es parte integrante del Poder Judicial y goza de la autonomía e independencia que le otorga la Constitución para el debido cumplimiento de su función requirente.

Su organización es jerárquica, y está regida por los principios de unidad, indivisibilidad, flexibilidad y descentralización. 

Art. 3º: Defensa:

El servicio de la Defensa Oficial se prestará por los defensores oficiales. Como colaboradores de éstos podrán incorporarse a las defensorías abogados de la matrícula con las condiciones y responsabilidades que establezca la reglamentación.

Art. 4º: Equiparación y estabilidad:

Los miembros del Ministerio Público tienen los mismos derechos e inmunidades que los jueces.

Conservarán sus cargos mientras dure su buena conducta y solamente podrán ser suspendidos o removidos, conforme a los procedimientos de juicio político o enjuiciamiento.

Art. 5º: Colaboración:
Los poderes públicos de la Provincia y las personas de existencia ideal o física, están obligados a prestar al Ministerio Público la colaboración que éste requiera en cumplimiento de sus funciones; en caso de demora podrá requerir al Juez o Tribunal la aplicación de astreintes y otras medidas de coerción que las normas prevean. 

Art. 6º: Visitas:

Los Miembros del Ministerio Público, en el ejercicio de su legitimación, efectuarán las visitas pertinentes a establecimientos carcelarios, lugares de internación y comisarías. 

Art. 7º: Recursos:

Además de los recursos previstos en el Presupuesto General del Poder Judicial, el Ministerio Público tendrá asignada una partida especial para atender los gastos que demanden el equipamiento de los órganos, capacitación de sus miembros, el sostenimiento de programas de asistencia y protección a la víctima, testigos e incapaces y el debido cumplimiento de sus funciones.

Asimismo dispondrá de una cuenta especial formada con los honorarios y costas regulados en su favor y las multas impuestas en los procesos penales.

Art. 9º: Miembros:

Son miembros del Ministerio Público:

1) El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia
2) El Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia 
3) El Fiscal del Tribunal de Casación y el Defensor del Tribunal de Casación
4) Los Fiscales de Cámaras y los Defensores general Departamentales

5) Los Adjuntos del Fiscal y Defensor del Tribunal de Casación y de los Fiscales de Cámaras y Defensores Generales Departamentales

6) Los Agentes Fiscales, los Defensores Oficiales y los Asesores de Incapaces

7) Los Adjuntos de los Agentes Fiscales, de los Defensores Oficiales y de los Asesores de Incapaces. 

Art. 11º:

El Procurador y Subprocurador General deberán prestar juramento ante la Suprema Corte de Justicia. 

El Fiscal y Defensor del Tribunal de Casación, los Fiscales de Cámaras y Defensores Generales Departamentales, también deberán prestar juramento ante la Suprema Corte de Justicia la que podrá delegar la realización del acto en el Procurador General. Los Adjuntos del Fiscal y Defensor del Tribunal de Casación lo harán ante sus respectivos titulares.

Los restantes miembros del Ministerio Público deberán prestar juramento ante el Fiscal de Cámaras y Defensor General Departamental.

Art. 12º:

El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia es responsable del adecuado funcionamiento del Ministerio Público, en cuyo ámbito ejerce funciones de superintendencia

Artículo 175.- Los jueces de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador y el Subprocurador General, serán designados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, otorgado en sesión pública por mayoría absoluta de sus miembros.

Los demás jueces e integrantes del ministerio público serán designados por el Poder Ejecutivo, de una terna vinculante propuesta por el Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado otorgado en sesión pública. 

Será función indelegable del Consejo de la Magistratura seleccionar los postulantes mediante procedimientos que garanticen adecuada publicidad y criterios objetivos predeterminados de evaluación. Se privilegiará la solvencia moral, la idoneidad y el respeto por las instituciones democráticas y los derechos humanos.

El Consejo de la Magistratura se compondrá, equilibradamente, con representantes de los poderes Ejecutivo y Legislativo, de los jueces de las distintas instancias y de la institución que regula la matrícula de los abogados en la Provincia. El Consejo de la Magistratura se conformará con un mínimo de quince miembros. Con carácter consultivo, y por Departamento Judicial, lo integrarán jueces y abogados; así como personalidades académicas especializadas.

La ley determinará sus demás atribuciones, regulará su funcionamiento y la periodicidad de los mandatos. 

Artículo 176.- Los Jueces letrados, el Procurador y Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta. 

Artículo 177.- Para ser juez de la Suprema Corte de Justicia, Procurador y Subprocurador General de ella, se requiere:

Haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero, titulo o diploma que acredite suficiencia en la ciencia del derecho reconocido por autoridad competente en la forma que determine la ley; treinta años de edad y menos de setenta y diez a lo menos de ejercicio en la profesión de abogado o en el desempeño de alguna magistratura. Para serlo de las Cámaras de Apelación, bastarán seis años. 

Artículo 178.- Para ser juez de primera instancia se requiere: tres años de práctica en la profesión de abogado, seis años de ciudadanía en ejercicio y veinticinco años de edad. 

Artículo 179.- Los jueces de la Suprema Corte de Justicia prestarán juramento ante su presidente de desempeñar fielmente el cargo. El presidente lo prestará ante la Suprema Corte de Justicia, y los demás jueces ante quien determine el mismo tribunal. 

Artículo 180.- Los jueces de la Suprema Corte de Justicia, Cámara de Apelación y de Primera Instancia, no pueden ser suspendidos en el ejercicio de sus cargos, sino en el caso de acusación y con sujeción a lo que se dispone en esta Constitución. 

Artículo 181.- Para ingresar al Poder Judicial debe justificarse dos años de residencia inmediata en la Provincia. 

Artículo 182.- Los jueces de las Cámaras de Apelación y de Primera Instancia y los miembros del Ministerio Público pueden ser denunciados o acusados por cualquiera del pueblo, por delitos o faltas cometidas en el desempeño de sus funciones, ante un jurado de once miembros que podrá funcionar con número no inferior a seis, integrado por el presidente de la Suprema Corte de Justicia que lo presidirá, cinco abogados inscriptos en la matrícula que reúnan las condiciones para ser miembro de dicho tribunal, y hasta cinco legisladores abogados. 

Los legisladores y abogados que deban integrar el jurado se designarán por sorteo, en acto público, en cada caso; los legisladores por el presidente del Senado y los abogados por la Suprema Corte de Justicia, a cuyo cargo estará la confección de la lista de todos los abogados que reúnan las condiciones para ser conjueces.

La ley determinará la forma de reemplazar a los abogados no legisladores en caso de vacante. 

Artículo 183.- El juez acusado quedará suspendido en el ejercicio de su cargo desde el día en que el jurado admita la acusación. 

Artículo 184.- El jurado dará su veredicto con arreglo a derecho, declarando al juez acusado culpable o no culpable del hecho o hechos que se le imputen. 

Artículo 185.- Pronunciado el veredicto de culpabilidad, la causa se remitirá al juez competente para que aplique la ley penal cuando corresponda. 

Artículo 186.- La ley determinará los delitos y faltas de los jueces acusables ante el jurado y reglamentará el procedimiento que ante él debe observarse. 

Artículo 187.- Los jueces acusados de delitos ajenos a sus funciones serán juzgados en la misma forma que los demás habitantes de la Provincia, quedando suspendidos desde el día en que se haga lugar a la acusación. 

Artículo 188.- La ley determinará el modo y forma como deben ser nombrados y removidos y la duración del período de los demás funcionarios que intervengan en los juicios. 

Artículo 189.- El Ministerio Público será desempeñado por el Procurador y Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia; por los Fiscales de Cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera instancia. El Procurador General ejercerá superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio Público.

 
Unidad 11: EL Tesoro Nacional.

Conjunto de recursos concedidos por la CN al gobierno federal para que atienda al cumplimiento de las funciones del Estado. Es necesario que este cuente con recursos materiales que le permitan atender los gastos que inevitablemente habrán de originarse y a medida que aumentan aquellos fines y multiplicada la labor administrativa, ________ las necesidades contar con los medios que forman el tesoro.
Recursos del Tesoro Nacional

Los recursos económicos del Estado son los aportes de índole económica y financiera que éste se halla habilitado a percibir para sufragar sus gastos y cumplir su finalidad. Son en consecuencia, todos aquellos valores económicos que el Estado puede incorporar a su Tesoro o caja. Se diferencia del ingreso, ya que éste se refiere a lo efectivamente incorporado a la caja del Estado. En cambio, el recurso es más genérico, y también comprende lo que el Estado podría potencialmente incorporar a su Tesoro.

Los recursos económicos estatales no tienen como única finalidad costear los gastos del Estado, en cuanto a la administración, sino que será, un instrumento de relevancia en el desarrollo de la política económica.

Enumeración y análisis del artículo 4 de la C.N.

Art. 4º:”El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro nacional, formado del producto de derechos de importación y exportación, del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso General, y de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete el mismo Congreso para urgencias de la Nación, o para empresas de utilidad nacional.”
Esta cláusula constitucional es producto de las reformas de 1860 y 1866.

Según el artículo 4 de la Constitución Nacional, configuran recursos económicos del Estado:

Recursos ordinarios

1- Los derechos de importación y exportación: los derechos de importación son los aranceles o tarifas que el estado percibe como mercadería extranjera a nuestro país. Los derechos de exportación son aquellos que gravan la salida de mercadería del territorio nacional. Ambos participan de la naturaleza del impuesto.

2- La venta o locación de tierras de propiedad nacional: el estado federal tiene bienes, que pueden pertenecer al dominio público o al dominio privado. Los bienes de dominio público no pueden ser enajenados por el estado, mientras que los bienes de dominio privado pueden ser vendidos o locados (alquilados).

3- La renta de correos: ellos se consecuencia de la facultad que tiene el Congreso para “arreglar y establecer los correos generales de la Nación”. Los servicios públicos tienden a satisfacer las necesidades primordiales de la población.

4- Las demás contribuciones impuestas por el Congreso: capacidad que se le atribuye al Estado para exigirles prestaciones económicas a sus habitantes, por medio de impuestos, tasas y contribuciones especiales. 

· Impuesto: “porción” de fortuna que el Estado toma del patrimonio del contribuyente para la formación del caudal público.

· Tasa: pago realizado por el contribuyente, de un determinado servicio que la administración estatal la ha prestado.

· Diferencia entre tasa e impuesto: en las tasas la obligación del pago esta condicionada a la prestación del servicio del que se trate mientras que en el impuesto, la obligación del pago es la imperativa y no se reconoce ninguna condición previa en cuanto a prestación por parte del Estado.

· Contribución especial: se define como pago, obligatorio por el contribuyente, que se destina a colaborar en el costo de una obra determinada para el beneficio de la comunidad.

Toda contribución al Tesoro Público lo integra constitucionalmente, ya que la facultad para imponérsela resulta de una disposición constitucional.

Recursos Extraordinarios

5- Los empréstitos y las operaciones de crédito: dentro de esta categoría de recursos destinados a reunir fondos al Estado podemos distinguir 2 puntos: 

· Empréstitos: que son prestamos de origen interno o externo, generalmente, pagaderos a largo o mediano plazo.
· Los anticipos o bonos de tesorería que tienden a satisfacer necesidades económicas concretas e inmediatas.
· Los procedimientos monetarios que incluyen la emisión de moneda

Estas contribuciones constituyen lo que la doctrina denominada “ingresos públicos” o “recursos públicos”. Ellos son engrosados por donaciones, legados, etc., que efectúan particulares; por actividades productivas del Estado; por emisión de títulos; multas, etc.

Impuestos: internos y externos, indirectos y directos

Directos: grava una manifestación inmediata de riqueza (el impuesto inmobiliario, los bienes inmuebles; el impuesto a los réditos o ganancias, los sueldos, los intereses, honorarios, etc.)

Indirecto: afecta una manifestación mediata de riqueza (los gravámenes al consumo, por ejemplo: de los alimentos, cigarrillos, etc.). Generalmente se considera que el impuesto indirecto es trasladable, ya que quien lo tiene que pagar puede recuperarlo (Ej.: del comprador del bien consumido).

En teoría financiera se enseña que en tanto los impuestos directos gravan una manifestación inmediata de riqueza, los impuestos indirectos recaerían sobre expresiones mediatas de ella. También se sostiene que en tanto que los impuestos directos admiten la elaboración de listas recontribuyentes, los indirectos no. 

Externos: los recauda la Nación, no son coparticipables. Son aquellos que gravan el comercio internacional. Son los derechos de importación llamados Aduaneros. Estos derechos gravan la entrada y salida de mercaderías y su cobro se realiza en las aduanas establecidas en la nación.

Las aduanas son Nacionales, son exteriores, situadas sobre las fronteras y puertos abiertos al comercio exterior y los derechos deben ser uniformes para todo el país. 

Internos: son los que el Estado percibe como consecuencia de hechos imponibles propios de la actividad interna del país.

Se aplican a los artículos de fabricación nacional o que se introduzcan del extranjero. El pago es mediante depósitos en la cuenta “impuestos nacionales” y se aplica sobre cigarrillos, alcohol, etc.

Facultades del Estado Federal y de las Provincias en la materia

El reparto de competencias fue interpretado por el derecho judicial afirmando que todo el Estado Federal, como las provincias, está plenamente autorizadas por el congreso nacional a crear impuestos dentro de los límites hasta donde alcanza su jurisdicción.
Reparto de competencia: existen 2 órdenes, que se deben desenvolver en armonía, evitando interferencias o roces que afecten a los poderes. 

Tributo directo: las Contribuciones son creadas por la provincia y el Estado Federal.

Postulado genérico: las provincias conservan todo el poder tributario y sus facultades son amplias: establecer impuestos y aplicar sanciones para asegurar la percepción de rentas.

Topes constitucionales: prohibir de aduanas provinciales y derecho de tonelaje (Art. 126), y no pueden perjudicar las políticas del gobierno federal. 

Art. 126:”Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden celebrar tratados parciales de carácter político; ni expedir leyes sobre comercio, o navegación interior o exterior; ni establecer aduanas provinciales; ni acuñar moneda; ni establecer bancos con facultad de emitir billetes, sin autorización del Congreso Federal; ni dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, después que el Congreso los haya sancionado; ni dictar especialmente leyes sobre ciudadanía y naturalización, bancarrotas, falsificación de moneda o documentos del Estado; ni establecer derechos de tonelaje; ni armar buques de guerra o levantar ejércitos, salvo el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal; ni nombrar o recibir agentes extranjeros.”
Atribuciones del Congreso Nacional respecto al Tesoro Nacional

1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las que recaigan, serán uniformes en toda la Nación. 

2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de las que tengan asignación específica, son coparticipables.
Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos.
La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.
La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias.
No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en su caso.
Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo establecido en este inciso, según lo determine la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición. 

3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos coparticipadles, por tiempo determinado, por ley especial aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

4. Contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación. 
5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional.

Art. 1: legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y exportación.

Art. 2: imponer contribuciones indirectas y directas. Deben ser coparticipadles.

Art. 3: sancionan leyes de coparticipación Nacional (distribución de ganancias).

Art. 4: empréstito sobre créditos.

Art. 5: uso y enajenación de tierras Nacionales.

Los principios de la tributación  

Tributo: obligación que el Estado impone en virtud de su poder, a todos aquellos para los cuales se cumplen los hechos definidos por la norma legal. Los servicios que brinda el Estado son la contraprestación que reciben los contribuyentes por el pago de los tributos.

Clases de tributo ( Impuesto: es la obligación de pagar determinada suma de dinero al Estado, sin recibir contraprestación directa. Para el Estado constituye un ingreso monetario que le permite brindar servicio de carácter general. Los impuestos se clasifican en: directos (se dividen en: de principio y de exención) e indirectos (se clasifican en: internos y externos).

Principios tributarios

Legalidad: en materia tributaria. Este principio establece que el tributo debe efectuarse a través de normas jurídicas.

Igualdad: según el artículo 16, la igualdad es la base del impuesto u de las cargas públicas. Todos los que reúnen las mismas condiciones establecidas por la ley, pagan los mismos impuestos. Al congreso se le prohíbe establecer tributos territoriales diferentes.

Equidad: son las contradicciones en la jurisprudencia de la Corte. La Corte afirmo que el PJ no puede controlar si existe la necesidad del recurso y la equidad en cuento a la magnitud del gravamen que establezca. Es decir, debe existir una relación razonable entre la base imponible y el impuesto que recae sobre ella, para que atente contra el derecho de propiedad.

Proporcionalidad: la Corte ha dictado una serie de fallos durante todo el desarrollo de su jurisprudencia, especialmente para justificar los impuestos progresivos frente a la prescripción del artículo 4, que establece que las contribuciones deben ser equitativas y proporcionales. El impuesto recae en forma proporcional gravado más a los que más ganan o más patrimonio poseen.

No confiscatoriedad: el artículo 17 hace referencia que; solo el Congreso establece los impuestos a que se hace referencia en el artículo 4. es decir, los tributos no pueden ser tan elevados que resulten confiscatorios y atenten contra la propiedad privada de los contribuyentes.

Irretroactividad: la norma positiva debe ser anterior a los hechos sobre los cuales se aplica. Es inconstitucional que una ley posterior a un hecho que no da origen a una obligación fiscal, lo convierta en imponible.

Libertad fiscal

La tributación se vincula con la libertad física. El poder impositivo tiene por efecto apropiarse de una porción del patrimonio del individuo. Para armonizar los 2 intereses; el del Estado que recauda el tributo, y el del particular, que tiene con él una relación tributaria, nos inclinamos a favorecer al contribuyente, es decir, a la libertad fiscal, que establece que ante la duda se favorezca al contribuyente.

Las leyes fiscales deben interpretarse de modo que el propósito de recaudación se cumpla razonable. Por lo tanto, los jueces vigilan la razonabilidad, que s la forma de proteger la libertad física.

La coparticipación Federal

Art. 75 inciso 2: “Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de las que tengan asignación específica, son coparticipables.
Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos.
La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.
La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias.
No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en su caso.
Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo establecido en este inciso, según lo determine la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición.”

Se establece la coparticipación entre la Nación y las provincias. Renta que obtiene cada provincia y faculta el desarrollo de las que tienen mayores problemas económicos.
Análisis del articulo 75 Incs. 1º y 2º y 3º de la C.N.

En materia económica

Inciso: 1 establece los derechos de importación y exportación. Legisla en materia aduanera.

Inciso 2: imponer contribuciones indirectas (se traslada al consumidor final), que se divide en: internos (impuesto por consumo de IVA) y externos (impuestos aduaneros) y directos (no se puede trasladar), ganancias, ingresos brutos, etc.

Inciso 3: sancionan leyes de coparticipación Nacional (distribución de ganancias).

En materia administrativa

Inciso 2: distribución entre la Nación, provincias y Ciudad de Buenos Aires.

Unidad 12: El Accionar Administrativo.

El acto administrativo

Es toda declaración de voluntad administrativa, es decir, que es una decisión que toma un órgano de la administración pública.

El acto jurídico tiene por objeto la adquisición, modificación o extinción de derechos u obligaciones. El acto administrativo no es sino una de las especies del acto jurídico; y tiene efectos jurídicos sobre el destinatario o administrado.

Elementos 

1- Sujeto: el Estado por medio de su órgano ejecutivo y de los órganos jurídicos menores podrá dictar actos administrativos.
2- Competencia: es la aptitud legal que tiene un órgano para actuar, en razón del lugar, la materia, el tiempo y el grado.
3- Objeto: es el efecto práctico que se pretende obtener con el acto.
El objeto:

· Debe ser física y jurídicamente posible.

· Debe decidir todas las peticiones formuladas, pudiendo introducirse otras cosas no solicitadas. Las nuevas cuestiones introducidas por la administración no pueden afectar derechos adquiridos.

4- Causa: son los antecedentes y circunstancias de hecho y derecho existentes al momento de emitirse el acto.
5- Procedimiento: son los pasos que deben darse previamente a la emisión del acto.
6- Forma: se refiere al modo como se declare una voluntad ya formada, y sirve como medio de transporte de dicha voluntad de campo psíquico al campo jurídico, instrumentándola a los fines de asegurar su prueba y de permitir su exacto conocimiento por parte de los administrados.
7- Voluntad: todos los elementos del acto administrativo contribuyen a formar la estructura del mismo: así la forma, la causa, el fin. La voluntad no contribuye a formar la estructura del acto y en consecuencia no es un elemento del acto pero está incita a ellos.
8- Finalidad: consiste en la satisfacción del interés público. Es el objetivo tenido en cuenta por el legislador al redactar la norma; no se pueden perseguir fines encubiertos, es decir, que la finalidad no debe ser contraria a la ley, sino que debe adecuarse a los fines que justifican el acto, su causa y objeto.

9- Notificación y publicación: todo acto administrativo debe ser conocido, de ahí que las legislaciones obliguen a realizar las actividades precisas para que los interesados sepan de la existencia del mismo y puedan ejercer sus derechos.
La publicidad puede ser: directamente al particular o particulares o venir obligada la administración a la publicación del acto en algún medio oficial.

10- Silencio administrativo: cuando la administración calla, vencido el plazo correspondiente (60 días) debe entenderse tal situación como una negativa a la petición del administrado; vencido tal plazo el interesado debe requerir pronto despacho, y si pasados 30 días la falta de pronunciamiento continua, deberá considerarse que hay silencio de la administración, habilitando al administrado a recurrir a la vía judicial.
Cláusulas accesorias

· Término

· Condición 

· Modo 

Caracteres

1- Presunción de legitimidad: salvo prueba en contrario, se presume la legitimidad del acto administrativo.

Las consecuencias de esta presunción de legitimidad son:

· Prohibición de que los jueces decreten de oficio la nulidad del acto administrativo.

· Necesidad de alegar y probar la ilegitimidad.

2- Ejecutoriedad: es la posibilidad de que la administración provea a la realización de sus propias decisiones, cuando el orden jurídico le ha concedido expresa o implícitamente tal atribución. La ejecutoriedad puede ser: 

· Propia: la administración dicta el acto y provee por sí sola a su cumplimiento.
· Impropia: se presenta en el supuesto en que la decisión, emanada de la administración, obtiene su cumplimiento por medio de una resolución judicial a instancia de la administración.

3- Ejecutividad: el acto administrativo tiene fuerza obligatoria. La ejecutividad es la obligatoriedad.

4- Estabilidad: es la prohibición de revocación de los actos que crean, reconocen o declaran un derecho, una vez que hayan sido notificados.

5- Impugnabilidad: los actos administrativos son impugnables mediante la interposición de recursos administrativos y también en sede judicial.

Nulidades Administrativas

Sanción por la cual la ley priva a un acto de sus efectos normales (se entiende como sanción al no cumplimiento de las formas establecidas por la ley).

Hay 3 categorías de nulidades del acto administrativo: 

· Anulabilidad: nulidad relativa.

· Nulidad: nulidad absoluta o actos nulos de nulidad absoluta.

· Inexistencia: actos administrativos inexistentes. 

Nulidades absolutas y relativas. Las 1º aparecen fundadas en consideraciones de orden público, cualquier particular puede alegarlas, el acto no es susceptible de saneamiento y la acción se prescribe por el plazo mas largo. Las nulidades relativas, están fundadas en razones que hacen al interés individual, y por lo tanto: la acción solo incumbe a la persona que la ley tiene interés de proteger, es susceptible de saneamiento y la respectiva acción prescribe a los 10 años.

El acto administrativo es nulo, de nulidad absoluta e insanable, en los siguientes casos: 

a) Cuando la voluntad de la administración resultare excluida por error esencial; dolo, en cuanto se tengan como existentes hechos o antecedentes inexistentes o falsos; violencia física o moral ejercida sobre el agente; o por simulación absoluta; 

b) Cuando fuere emitido mediando incompetencia en razón de la materia, del territorio, del tiempo o del grado, salvo, en este último supuesto, que la delegación o sustitución estuvieren permitidas; falta de causa por no existir o ser falsos los hechos o el derecho invocado; o por violación de la ley aplicable, de las formas esenciales o de la finalidad que inspiró su dictado
· Nulidad absoluta

· Puede ser pedida por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparece manifiesta en el acto.

· Puede ser alegada por cualquier otro particular que tenga interés en hacerlo, a excepción de quien ha ejecutado el acto, sabiendo o debiendo saber el vicio que lo invalida.

· El Ministerio Público puede pedir su declaración en el solo interés de la moral o de la ley.

· No es susceptible de confirmación

· Es impredecible.

· Nulidad relativa

· No puede ser declarada por el juez sino a pedido de parte.

· No la puede alegar el Ministerio Fiscal en el solo interés de la ley.

· Solo la puede aducir aquellos en cuyo beneficio se ha establecido la ley.

· Es subsanable.

· Es susceptible de prescripción.

La nulidad  administrativa es declarada por un órgano judicial, como también, por un órgano administrativo. Lo que pretende es asegurar el interés público no en cuanto interés de la administración, sino en cuanto interés colectivo de que la administración no viole el orden jurídico.
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Clasificación de los vicios de los actos administrativos:

· Expresa que el acto administrativo regular tiene estabilidad y el acto administrativo irregular no la tiene, entendiéndose como irregular específicamente el acto nulo.

· Destaca la obligación de la administración pública de revocar el acto nulo, por razones de ilegitimidad. Esta obligación no es extensiva al acto anulable, respecto del cual la administración puede optar por sanarlo, en lugar de revocarlo.

· Admite la presunción de legitimidad en el acto administrativo cuando carece de vicios de manifiesto. Si una persona desobedece un acto válido o un acto anulable, ella cargará con las consecuencias y las sanciones correspondientes.

· El ordenamiento le es reservado al Poder Judicial. Los actos de fuerzas, solo pueden ponerlos en práctica el juez.

· La función del juez es controlar la conformidad con el orden jurídico del acto.

· La administración no goza de ningún privilegio especial que le permita invadir la esfera de libertad o de propiedad de los administrados.

· Excluye la declaración de ejecutoriedad, la posibilidad de aplicar sanciones al particular que no cumple el acto, debiendo estar ordenada jurídicamente.

· La facultad de suspender el acto ante la interposición del recurso.

· El caso de la suspensión cuando perjudica a un tercero.

· Determina cuales vicios san lugar a causales de nulidad, anulabilidad o inexistencia de los actos. 

Actos nulos y anulables

· Actos nulos: el vicio es manifiesto, aparece por is solo. En razón de tener un vicio grave y a veces manifiesto, estos actos:

+ No tienen presunción de legitimidad.

+ Los jueces no pueden anularlos de oficio, sino que requiere petición de la parte interesada.

+ No se requería en todos los casos una investigación de hecho para constatar su nulidad.

+ Su vicio es insanable.

+  Su extinción puede producir efectos retroactivos, según las circunstancias del caso.

+ La acción para impugnarlos prescribe a los 10 años.

+ En principio no tienen estabilidad, salvo que hubieran creado derechos que estuvieren en ejecución.

· Actos anulables: es el vicio no manifiesto y requiere siempre una investigación de hecho a realizarse por el juez a efecto de determinar la existencia.

En razón de tener un vicio no demasiado grave, estos actos:

+ Se presumen legítimos y han de ser tratados como si fueren válidos tanto sean anulados o revocados, de oficio a pedido de parte.

+ Se requiere petición de parte para que el juez pueda anularlos, sin perjuicio de que la propia administración pueda revocarlos de oficio a favor del interesado o a pedido de parte.

+ A veces se requiere una investigación de hecho para que el juez pueda determinar su invalidez.

+ Su vicio es subsanable.

Su anulación o renovación, en caso de que se lleve a cabo, produce por regla general defectos solo para el futuro.

+ La acción para impugnarlos prescribe a los 2 años.

+ Tienen inestabilidad.

Los Contratos de la Administración

Es el contrato que la administración pública celebra con otra persona pública o privada, física o jurídica, y que tiene por objeto una prestación de utilidad pública. Una de sus características esenciales concierne al sujeto (que debe ser la administración pública); y otra al sujeto (que debe ser una prestación de utilidad pública).

En las relaciones contractuales con los particulares, la administración pública ejerce, con mayor o menor intensidad, prerrogativas tendientes a posibilitar el cumplimiento de sus funciones específicas.

Características 

Procedimientos que usa el Estado para contratar

· Fin: interés público. Cumple con el objetivo del Estado.

· Facultades exorbitantes del Estado: la legislación le da facultades al Estado (estas facultades las tiene desde el inicio de la firma del contrato)

+ Ejecución

+ Interpretación

+ Reseción

· Mutabilidad: el Estado tiene la facultad de cambiar el contrato (las partes tienen que estar de acuerdo), siempre respetando la esencia del mismo.

· Mantenimiento de la ecuación económica financiera.
· Personales: los derechos y obligaciones del contratista son personales.

· Los contratos tienen efectos sobre terceros (Ej.: pavimentación( Estado y la sociedad). Concesión de servicios públicos y de obras públicas.

· Formalismo: pasos obligatorios que tiene el Estado. 

La Actividad Administrativa de Prestación (Los Servicios Públicos)

Prestación de servicios obligatorio individual y concreta de cosas y servicios, para satisfacer necesidades colectivas y primordiales de la comunidad por la Administración o por medio de particulares: en ambos casos bajo un régimen de derecho público.

Es una prestación obligatoria porque la prestación del servicio público tiene que ser obligatoriamente entregada por el prestador

Es una prestación de cosas y servicios porque suministra cosas o servicios para satisfacer las mencionadas necesidades.

Es individualizada y concreta porque el servicio público debe consistir en prestaciones especificas y determinadas.

Es para la satisfacción de necesidades colectivas y primordiales porque lo prudente es que sea de un gran número de habitantes para poder financiar el servicio. La necesidad colectiva debe ser primordial.

Debe ser realizado por la administración porque es quien realiza esta actividad. O por particulares.

Y es bajo un régimen de derecho público.

Caracteres

· Continuidad: el servicio tiene que ser ininterrumpido, según las características de la carta que lo rige. La continuidad incluye la permanencia, es obvio que si el usuario no cumple con las obligaciones que la carta pone a su cargo, el prestatario del servicio puede interrumpirlo.

· Regularidad: consiste en que el servicio, tiene que ser pleno, según las condiciones establecidas en la carta del servicio.

· Igualdad: el servicio público tiene que abastecer para todos los solicitantes que están en igualdad de situación según la carta que lo rige. 

· Generalidad: el servicio debe ser para todos los interesados en el que se hallen radicados en la zona en que se lo presta, sin perjuicio de distinción razonable según las características del usuario real o potencial.

· Obligatoriedad del suministro: comprende la admisión del solicitante, cuya contra partida es el derecho subjetivo a ser admitido; y la prestación posterior del servicio a favor del administrado. Esta prestación tiene como contra partida nuevos derechos subjetivos para el usuario.

Por otra parte, al ser admitido el usuario contrae una serie de obligaciones, como la de pagar la tarifa que le corresponde, mantener sus instalaciones en buenas condiciones y otras. Y por ello el derecho del prestatario a suspender el servicio en caso de infracción


